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CONSTITUCIÓN DE UNA COOPERATIVA DE SERVICIOS PÚBLICOS PARA EL 

EJERCICIO DE COMPETENCIAS MUNICIPALES EN LA ADMINISTRACIÓN 

LOCAL ANDALUZA 

Cuestiones jurídicas para la creación de una Cooperativa de Servicios Públicos 

por el Ayuntamiento de Villamanrique de la Condesa (Sevilla) 

I. COMPETENCIAS Y SERVICIOS MUNICIPALES

Francisco Toscano Gil
Profesor Acreditado Titular de Derecho Administrativo

Universidad Pablo de Olavide

1.1. PREgUNTA

Los servicios públicos que se pretenden gestionar a través de la Cooperativa de 
Servicios Públicos serían: el cementerio, la escuela infantil, atención a las perso-
nas mayores (ayuda a domicilio) y deportes. 

¿Cuáles son competencias propias e impropias? 

RESPUESTA

No es posible dar una respuesta cerrada a esta pregunta si ésta no identifica con precisión 
los títulos competenciales municipales. La pregunta identifica las materias, pero no las com-
petencias (potestades sobre materias). Puede decirse que las competencias del Ayuntamiento 
en materia de cementerio, deportes, y ayuda a domicilio son competencias propias, mientras 
que la competencia en materia de escuela infantil es una competencia delegada. Todo ello sin 
perjuicio de que, en relación a estas mismas materias, el Ayuntamiento también pueda estar 
ejerciendo otras competencias delegadas o incluso competencias distintas de las propias y de 
las delegadas (impropias).

FUNDAMENTACIÓN JURíDICA

1.1.1. Sobre la relevancia de la pregunta planteada para la gestión del servicio 
mediante cooperativa de servicio público

Un paso previo necesario para que la cooperativa de servicio público gestione determina-
dos servicios municipales es determinar si, efectivamente, el municipio tiene competencias 
sobre los mismos, así como pronunciarse sobre si el régimen de la competencia impone algún 
condicionante o requisito al ejercicio de la misma, en función del tipo competencial de que se 
trate. Téngase en cuenta que, si el municipio no tiene competencias sobre estas materias, la 
cooperativa no podrá ejercerlas por atribución de éste. Y que se si se trata de competencias 
distintas de las propias y de las delegadas (impropias), su ejercicio por el municipio, aunque 
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sea a través de una cooperativa, está sujeto a ciertos condicionantes (art. 7.4 LBRL). La pri-
mera cuestión la atendemos en la respuesta que se da a esta primera pregunta. De la segunda 
nos ocupamos después en las respuestas al segundo bloque de preguntas. 

1.1.2. Necesidad de precisar la cuestión. Se requiere determinar cuáles son 
las competencias que se quiere que gestione la cooperativa de servicio público

Para poder responder a la primera pregunta, si el municipio tiene o no competencia, así 
como el tipo de competencia de que se trata, es necesario conocer con precisión a qué com-
petencias se refiere la pregunta, que no precisa cuáles son, limitándose a identificar materias, 
no competencias.

En primer lugar, se ha de señalar que una competencia son potestades sobre materias. Y 
una característica de la competencia es su especificidad.

Así, poniendo un ejemplo, el deporte no es una competencia, sino una materia, para que haya 
una competencia es necesario atribuir potestades sobre esa materia. De esta forma, cuando la 
LAULA (art. 9.1.18) atribuye a los municipios andaluces competencias propias sobre deporte, lo 
hace identificando las potestades o funciones que puede ejercer el municipio sobre esa materia: 
promoción y gestión. De esta forma, con mayor precisión, sería competencia propia municipal 
“la promoción del deporte y gestión de equipamientos deportivos de uso público” (potestades: 
promoción y gestión + materias: deporte y equipamientos deportivos de uso público).

Este concepto de competencia es asumido por la LAULA, lo que se deriva con toda cla-
ridad del listado de competencias propias municipales que establece su artículo 9. Y supone 
una diferencia importante con la técnica empleada por el legislador estatal básico, que no 
siempre precisa las potestades o funciones, identificando en la mayoría de los casos sólo ma-
terias, como puede verse en el art. 25.2 LBRL. En la actualidad, el concepto legal más preciso 
de lo que es una competencia lo aporta el legislador vasco, que en su recién aprobada Ley 
2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi, contiene un precepto innovador, el 
art. 15.1, en el que puede leerse la siguiente definición: 

“Se entiende por competencia de las entidades locales territoriales el conjunto o haz 

de facultades y funciones que, de acuerdo con lo previsto en las leyes o en las normas 

forales, corresponden a aquellas en un ámbito material concreto o en un sector o insti-

tución particular”.

1.1.3. Identificación de las posibles competencias a que se refiere la pregunta 
formulada

Aunque la pregunta formulada no identifica con precisión las competencias por las que se 
pregunta, al referirse sólo a las materias, expondremos a continuación lo que seguro puede 
decirse sobre las posibles competencias que el municipio pueda tener sobre estas materias. 

Para ello, hay que estar a la identificación de un título competencial específico (en el caso de 
las competencias propias y de las delegadas) o de un título competencial genérico (en el caso 
de las competencias distintas de las propias y de las delegadas, esto es, las llamadas coloquial-
mente competencias impropias). En todo caso, el título competencial se identifica buscando 
en la LBRL y en la legislación sectorial, estatal y  autonómica. En relación a la legislación an-
daluza, hay que tener en cuenta su normativa sectorial, pero también la LAULA, que cumple 
la función de establecer un mínimo de competencias municipales propias (art. 9). 



9

A) Cementerio

El art. 25.2 de la LBRL establece que “el municipio ejercerá en todo caso como competen-
cias propias, en los términos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, 
en las siguientes materias”, la que se encuentra en la letra k), “Cementerios y actividades  fu-
nerarias”. 

A su vez, el art. 26.1.a) de la LBRL obliga a todos los municipios a prestar el servicio de “ce-
menterio”. Y aunque en esta caso la técnica jurídica empleada no es la de la atribución de una 
competencia, sino la de la imposición de una obligación al municipio y creación de un derecho 
del vecino (art. 18.1g LBRL), lo cierto es que en el listado de servicios municipales obligatorios 
del art. 26 LBRL puede identificarse un listado de competencias mínimas del municipio.

Finalmente, para Andalucía, tanto su Estatuto de Autonomía de 2007 (art. 92.2.n), como 
la LAULA (art. 9.19), han precisado como competencia municipal propia en esta materia la 
de “cementerio y servicios funerarios” (el primero) y “ordenación, planificación y gestión, así 
como el control sanitario de cementerios y servicios funerarios” (la segunda).

Por tanto, puede concluirse que, con la mayor precisión posible la LAULA (art. 9.19) iden-
tifica como competencia propia de todos los municipios andaluces la siguiente: “ordenación, 
planificación y gestión, así como el control sanitario de cementerios y servicios funerarios”. 

Esto es así sin perjuicio de que el municipio quisiera ejercer competencias distintas de 
las anteriores (impropias), habilitado por la cláusula general de competencia del art. 8 de la 
LAULA, que es un título competencial genérico. Si bien, en tal caso, deberá someterse a los 
requisitos establecidos por la Ley para el ejercicio de las mismas (art. 7.4 LBRL).

B) Deportes

El art. 25.2 de la LBRL establece que “el municipio ejercerá en todo caso como competen-
cias propias, en los términos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, 
en las siguientes materias”, la que se encuentra en la letra l), “Promoción del deporte e insta-
laciones deportivas y de ocupación del tiempo libre”. 

A su vez, el art. 26.1.c) de la LBRL obliga a los municipios con población superior a 20.000 
habitantes a prestar el servicio de “instalaciones deportivas de uso público”. Y aunque en este 
caso la técnica jurídica empleada no es la de la atribución de una competencia, sino la de la 
imposición de una obligación al municipio y creación de un derecho del vecino (art. 18.1g 
LBRL), lo cierto es que en el listado de servicios municipales obligatorios del art. 26 LBRL 
puede identificarse un listado de competencias mínimas del municipio.

Por otra parte, para Andalucía, tanto su Estatuto de Autonomía de 2007 (art. 92.2.m), como 
la LAULA (art. 9.18), han precisado como competencia municipal propia en esta materia la 
de “promoción del deporte y gestión de equipamientos deportivos de uso público” (ambos), si 
bien la segunda, con mayor especificación en la determinación de la competencia, desagrega 
a continuación el anterior título competencial en otras competencias, que son las siguientes: 

´D��/D�SODQLÀFDFLyQ��RUGHQDFLyQ��JHVWLyQ�\�SURPRFLyQ�GHO�GHSRUWH�GH�EDVH�\�GHO�GH-

porte para todos.

E��/D�FRQVWUXFFLyQ��JHVWLyQ�\�HO�PDQWHQLPLHQWR�GH�ODV�LQVWDODFLRQHV�\�HTXLSDPLHQWRV�
deportivos de titularidad propia.
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F��/D�RUJDQL]DFLyQ�\��HQ�VX�FDVR��DXWRUL]DFLyQ�GH�PDQLIHVWDFLRQHV�\�FRPSHWLFLRQHV�
deportivas que transcurran exclusivamente por su territorio, especialmente las de ca-

UiFWHU�SRSXODU�\�ODV�GHVWLQDGDV�D�SDUWLFLSDQWHV�HQ�HGDG�HVFRODU�\�D�JUXSRV�GH�DWHQFLyQ�
especial.

G��/D�IRUPXODFLyQ�GH�OD�SODQLÀFDFLyQ�GHSRUWLYD�ORFDO�µ

Con este último listado establecido en la LAULA (art. 9.18) se identifican en todo caso las 
competencias propias y mínimas que tiene el municipio de Villamanrique de la Condesa en 
materia de deporte, que pueden ser ampliadas por las leyes sectoriales (art. 6.2).

En relación a esto último, la recién aprobada Ley 5/2016, de 19 de julio, del Deporte de 
Andalucía (BOJA de 22 de julio de 2016), que ha sustituido a la anterior Ley 6/1998, de 14 
de diciembre, del Deporte, de la Comunidad Autónoma de Andalucía, se limita a respetar las 
competencias atribuidas por la LAULA, sin incrementar el nivel de las competencias propias 
municipales en esta materia. De esta manera, en su art. 12.1, se dispone que “son compe-
tencias propias de los municipios en materia de deporte las reguladas en el apartado 18 del 
artículo 9 de la Ley 5/2010, de 11 de junio”.

Por tanto, puede concluirse que, con la entrada en vigor de esta nueva Ley, el municipio 
de Villamanrique de la Condesa tiene como competencias propias en materia de deporte las 
identificadas en el art. 9.18 de la LAULA. 

Esto es así sin perjuicio del ejercicio por el mismo de otras competencias en materia de 
deporte, bien competencias que se le atribuyan por la Comunidad Autónoma como delega-
das (arts. 7.3 y 27 LBRL, 16 y 19-22 LAULA), bien competencias distintas de las anteriores 
(impropias), habilitado en este último caso por la cláusula general de competencia del art. 8 
de la LAULA, que es un título competencial genérico. Si bien, para el ejercicio de este último 
tipo de competencias, el municipio tendría que someterse a los requisitos establecidos por la 
Ley (art. 7.4 LBRL). 

Lo que en ningún caso tiene el municipio, como ya hemos dicho, es un servicio obligatorio 
en esta materia (art. 26.1 LBRL).

C) Escuela Infantil

La prestación de un servicio de escuela infantil (primer ciclo de educación infantil de 0 a 3 
años) no es en ningún caso una competencia propia municipal, puesto que no aparece iden-
tificada en tales términos ni en la LBRL (arts. 25.2 y 26) ni en la LAULA (art. 9.20) ni en la 
legislación sectorial (Ley 7/2007, de 10 de diciembre, de Educación de Andalucía).

La única competencia municipal propia relacionada con esta materia que puede identificar-
se en el art. 25.2.n) de la LBRL es la de “conservación, mantenimiento y vigilancia de los edi-
ficios de titularidad local destinados a centros públicos de educación infantil”, que, en ningún 
caso, puede decirse que se corresponda con una competencia de prestación del servicio público 
de escuela infantil, puesto que, como se puede apreciar en la comparación, potestades y ma-
terias son distintas. Además, como tiene dicho el Tribunal Constitucional desde hace ya años 
(STC 214/1989, de 21 de diciembre de 1989, Fundamento Jurídico 3º), el art. 25.2 LBRL no 
funciona como un título de atribución de competencias, sino como un mínimo de materias en 
las que el legislador sectorial tiene que atribuir competencias a los municipios. En este sentido, 
el legislador andaluz (art. 9.20.c LAULA) cuando ha precisado la atribución de competencia 
propia a sus municipios en esta materia, les ha atribuido la de “conservación, mantenimiento y 
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vigilancia de los edificios destinados a centros públicos de segundo ciclo de educación infantil”, 
mención ésta al segundo ciclo (3-6 años) que excluye el primer ciclo (0-3 años).

Pero más allá de que no sea posible identificar en los artículos 25.2.n) LBRL y art. 9.20.c) 
LAULA una competencia municipal para la prestación del servicio de escuela infantil, y de 
que en ambos artículos pueda detectarse una contradicción entre el mínimo garantizado en la 
LBRL y el reconocido en la LAULA, lo cierto es que el argumento de mayor peso para negar 
que los municipios andaluces tienen competencias propias en la prestación de estos servicios, 
lo constituye la existencia de una competencia autonómica clara en esta materia.

Así, el Estatuto de Autonomía para Andalucía de 2007 (art. 52.1) establece que la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía tiene competencia sobre “las enseñanzas de educación infantil”, lo 
que incluye, entre las muchas potestades que se desglosan en dicho precepto, competencia sobre 
“la programación y creación de centros públicos, su organización”, así como sobre “los servicios 
educativos”. Puede entonces concluirse que la prestación del servicio público de educación in-
fantil en Andalucía es una competencia propia de la Comunidad Autónoma, no del municipio.

A este planteamiento responde la Ley 7/2007, de 10 de diciembre, de Educación de Anda-
lucía, que regula la educación infantil en sus artículos 41 a 45. El art. 41.3 de esta Ley dispone 
lo que sigue:

´/D�$GPLQLVWUDFLyQ�HGXFDWLYD�JDUDQWL]DUi�SURJUHVLYDPHQWH�OD�H[LVWHQFLD�GH�SXHVWRV�
escolares en el primer ciclo de la etapa para atender la demanda de las familias. Con 

HVWD�ÀQDOLGDG��se crearán escuelas infantiles y se determinarán las condiciones en las 
que podrán establecerse convenios con las Corporaciones locales, otras administracio-

QHV�\�HQWLGDGHV�SULYDGDV�VLQ�ÀQHV�GH�OXFURµ��OD�FXUVLYD�HV�QXHVWUD���

Mientras que el apartado 1 de la Disposición adicional primera de la misma Ley 7/2007, 
establece esto otro:

“Los establecimientos autorizados por la Administración de la Junta de Andalucía como 

FHQWURV�GH�DWHQFLyQ�VRFLRHGXFDWLYD�D�PHQRUHV�GH�WUHV�DxRV��JXDUGHUtDV�LQIDQWLOHV�R�JXDU-
derías infantiles municipales quedan autorizados para impartir el primer ciclo de la edu-

cación infantil y, en el caso de centros públicos, se denominarán «escuelas infantiles»”. 

La creación de las escuelas infantiles en Andalucía, que requiere autorización de la Conseje-
ría competente en materia de educación, se sujeta a los artículos 7 a 16 del Decreto 149/2009, 
de 12 de mayo, por el que se regulan los centros que imparten el primer ciclo de la educación 
infantil. El artículo 51 de este mismo Decreto desarrolla la regulación de los convenios con las 
corporaciones locales a los que se refiere el art. 41.3 de la Ley 7/2007, cuyo objeto es la “finan-
ciación de los puestos escolares existentes en centros educativos que impartan exclusivamente 
el primer ciclo de la educación infantil de los que sean titulares las Corporaciones locales”.

Puede concluirse, pues, que, aunque ni la Ley 7/2007, de 10 de diciembre, de Educación 
de Andalucía, ni el Decreto 149/2009, de 12 de mayo, por el que se regulan los centros que 
imparten el primer ciclo de la educación infantil, lo establezcan con la claridad y precisión 
técnica que sería deseable, la competencia municipal de prestación del servicio público de 
escuelas infantiles es una competencia propia de la Comunidad Autónoma de Andalucía que 
el municipio de Villamanrique de la Condesa ejerce por delegación de ésta. La existencia de 
un convenio con la Junta de Andalucía, y que ésta asuma la financiación del ejercicio de la 
competencia por el municipio, nos conducen a esta conclusión. Se trata, por tanto, de una 
competencia municipal atribuida por delegación (art. 7.3 LBRL), que tiene el régimen carac-
terístico de estas competencias (art. 27 LBRL y arts. 16 y 19-22 LAULA). 
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A mayor abundamiento, puede decirse que el art. 27.3.e) de la LBRL identifica como 
competencia que la Comunidad Autónoma puede delegar en los municipios, “con el objeto 
de evitar duplicidades administrativas, mejorar la transparencia de los servicios públicos y el 
servicio a la ciudadanía y, en general, contribuir a los procesos de racionalización administra-
tiva, generando un ahorro neto de recursos”, la de “creación, mantenimiento y gestión de las 
escuelas infantiles de educación de titularidad pública de primer ciclo de educación infantil”. 
En nuestra opinión, esta última opción es la que viene ejerciendo la Comunidad Autónoma de 
Andalucía en los últimos años, con la finalidad de prestar mejor el servicio. 

D) Atención a los mayores: servicio de ayuda a domicilio

Lo primero que hay que decir al respecto es que ya la Orden de la Consejería de Asuntos 
Sociales de 22 de octubre de 1996, hoy derogada, regulaba el Servicio de Ayuda a Domicilio 
como prestación básica de los Servicios Sociales Comunitarios. Es por tanto, en el ámbito de 
los servicios sociales comunitarios, donde debe incardinarse la competencia en esta materia.

Es cierto que, tras la reciente reforma de la LBRL por la LRSAL, “la prestación de los 
servicios sociales y de promoción y reinserción social” ha salido del mínimo competencial 
garantizado por el legislador básico estatal (anterior 25.2.k LBRL), de tal forma que ahora 
sólo se garantiza una parte de éstos, la “evaluación e información de situaciones de necesidad 
social y la atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social” (vigente 
25.2.e LBRL). Lo mismo ha ocurrido con su consideración de servicio obligatorio en el art. 
26.1 LBRL, que también se ha visto mermada, en los mismo términos. Pero como ha dicho 
recientemente el Tribunal Constitucional (STC 41/2016, de 3 de marzo de 2016, Fundamento 
Jurídico 10º), la disminución del mínimo competencial garantizado por el legislador básico 
estatal en el art. 25.2 LBRL a resultas de la reforma efectuada por la LRSAL, no impide a las 
Comunidades Autónomas atribuir a los municipios competencias propias que vayan más allá 
de las garantizadas por el Estado. En consecuencia, debemos examinar la legislación andalu-
za, para ver qué competencias atribuye a los municipios en esta materia.

Debe partirse de la base de que el Estado, en el art. 15.1.c) de la Ley 39/2006, de 14 de diciem-
bre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de depen-
dencia, ha incluido dentro del catálogo de servicios propio de la misma, el “servicio de ayuda a 
domicilio”, que comprende: “(i) Atención de las necesidades del hogar; (ii) Cuidados personales”.

Pero ha sido la Orden de la Consejería para la Igualdad y el Bienestar Social de 15 de 
noviembre de 2007, por la que se regula el servicio de ayuda a domicilio en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, la que ha establecido, en su art. 15.1, lo que sigue: 

´(O�6HUYLFLR�GH�$\XGD�D�'RPLFLOLR�HV�GH�WLWXODULGDG�S~EOLFD�\�VX�RUJDQL]DFLyQ�HV�FRP-

SHWHQFLD�GH�ODV�&RUSRUDFLRQHV�/RFDOHV�GH�$QGDOXFtD��TXH�SRGUiQ�JHVWLRQDUOR�GH�IRUPD�
directa o indirecta”.

De esta forma, aunque no con toda la precisión y corrección técnica que debería, entende-
mos que esta Orden del año 2007 está atribuyendo a los municipios andaluces, lo que incluye 
a Villamanrique de la Condesa, una competencia propia para la prestación del servicio de 
ayuda a domicilio. Es cierto que tradicionalmente en nuestra Comunidad Autónoma las com-
petencias en materia de servicios sociales se han atribuido a los municipios como delegadas, 
como puede verse en el art. 19.2 de la Ley 2/1988, de 4 de abril, de Servicios Sociales de 
Andalucía, pero también es verdad que tras el Estatuto de Autonomía para Andalucía de 2007 
(art. 92.2.c), y con la aprobación de la LAULA esto ha cambiado (art. 9.3).
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El art. 92.2.c) del Estatuto de Autonomía para Andalucía de 2007 reconoce como compe-
tencia propia municipal la “gestión de los servicios sociales comunitarios”.

Y el art. 9.3 de la LAULA, atendiendo al mandato estatutario, atribuye a los municipios 
andaluces las siguientes competencias propias: 

´*HVWLyQ�GH�ORV�VHUYLFLRV�VRFLDOHV�FRPXQLWDULRV��FRQIRUPH�DO�3ODQ�\�0DSD�5HJLRQDO�
de Servicios Sociales de Andalucía, que incluye:

a)  Gestión de las prestaciones técnicas y económicas de los servicios sociales co-

munitarios.

E���*HVWLyQ�GHO�HTXLSDPLHQWR�EiVLFR�GH�ORV�VHUYLFLRV�VRFLDOHV�FRPXQLWDULRV���«�µ�

A su vez, debe decirse que el art. 56.1 del Proyecto de Ley de Servicios Sociales de Andalu-
cía (BOPA de 22 de febrero de 2016), que sustituirá a la Ley del año 1988, es respetuosa con 
esta atribución de competencias, al disponer que:

“Sin perjuicio de los dispuesto en la disposición adicional séptima, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 92 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, son compe-

tencias propias de las entidades locales de Andalucía en materia de servicios sociales las 

FRPSHWHQFLDV�JHQHUDOHV�HVWDEOHFLGDV�HQ�OD�/H\���������GH���GH�DEULO��UHJXODGRUD�GH�ODV�
%DVHV�GHO�5pJLPHQ�/RFDO��ODV�TXH�VH�GHWHUPLQDQ�FRPR�FRPSHWHQFLDV�SURSLDV�HQ�OD�/H\�
��������GH����GH�MXQLR��\�DTXHOODV�TXH�DVt�HVWpQ�GHÀQLGDV�SRU�OD�QRUPDWLYD�VHFWRULDO�µ�

Como se ha dicho antes, desde el año 1996, el servicio de ayuda a domicilio es conside-
rado parte de los servicios sociales comunitarios, por lo que, tanto a la vista del citado art. 
9.3 LAULA, como del art. 15.1 de la Orden de 2007, concluimos que éste debe considerarse 
una competencia propia municipal en Andalucía. A mayor abundamiento, debe apuntarse 
que esta es la misma tesis que se ha defendido en el Informe del Secretario General del Ayun-
tamiento de Sevilla, emitido el 27 de mayo de 2014, sobre diversas cuestiones relativas a la 
prestación del servicio de ayuda a domicilio por el Ayuntamiento de Sevilla a partir de 1 de 
enero de 2015.

Por razón de la precisión con la que se ha enunciado en este caso la competencia municipal, 
“servicio de ayuda a domicilio”, nos abstenemos de hacer consideraciones sobre otras posibles 
competencias de Villamanrique de la Condesa en materia de dependencia. No obstante, ello 
no obsta a que este municipio pudiera venir ejerciendo otras competencias en esta misma 
materia, bien competencias que se le atribuyan por la Comunidad Autónoma como delegadas 
(arts. 7.3 y 27 LBRL, 16 y 19-22 LAULA), bien competencias distintas de las anteriores (im-
propias), habilitado en este último caso por la cláusula general de competencia del art. 8 de la 
LAULA, que es un título competencial genérico. Si bien, para el ejercicio de este último tipo 
de competencias, Villamanrique de la Condesa tendría que someterse a los requisitos estable-
cidos por la Ley (art. 7.4 LBRL).

1.2. PREgUNTA

Dependiendo de la respuesta que se dé a la pregunta anterior:
1ª) ¿Cuál es el procedimiento de contratación en cuanto a la gestión?
2ª) ¿En qué posición queda el Ayuntamiento con respecto a estos servicios?
3ª) ¿Cuál es el procedimiento administrativo a llevar a cabo para cada servicio?
4ª) ¿Necesita algún título habilitante o documentación por parte de la Junta de 
Andalucía?
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RESPUESTA

1ª) El procedimiento de contratación de cada servicio público no es algo que dependa del 
tipo de competencia municipal. El procedimiento de contratación, una vez que se decida ges-
tionar de forma indirecta el servicio, lo determina el TRLCSP (Libros II y III), sin vinculación 
alguna con el tipo de competencia de que se trate. El que sea una competencia municipal sólo 
determina el tipo de contrato, que sería el contrato de gestión de servicios públicos (art. 8.1 
TRLCSP), lo que tampoco depende del tipo de competencia municipal que sea. 

2ª) La posición en que queda el Ayuntamiento con respecto a estos servicios es la misma 
en la que quedaría con respecto a cualquier contratista, como Administración Pública que 
contrata el servicio. En atención a la posición que le otorga el TRLCSP, el Ayuntamiento tiene 
potestades que le permiten controlar la ejecución del contrato por la cooperativa, y que se 
introducen en los pliegos del contrato. Además, el que el Ayuntamiento se integre en la coope-
rativa como socio público, también le permite controlar la prestación del servicio.

En cualquier caso, que el servicio público se gestione indirectamente por la cooperativa no 
implica que el Ayuntamiento pierda la titularidad de las competencias, que siguen siendo del 
mismo (art. 10 LAULA).

3ª) y 4ª) En principio, para poder seguir ejerciendo estas competencias, aunque sea bajo 
la gestión de una cooperativa de servicio público, no es preciso tramitar ningún procedimien-
to administrativo ni solicitar título habilitante alguno a la Junta de Andalucía por razón de 
las competencias ejercidas. Estas exigencias quedan descartadas en el caso de competencias 
propias y delegadas. En el caso de las competencias distintas de las propias y de las atribuidas 
por delegación (impropias), si éstas ya se venían ejerciendo por el Ayuntamiento antes de la 
entrada en vigor de la LRSAL, no es preciso trámite alguno, pero si se trata de competencias 
nuevas, habrá que estar al procedimiento exigido por el art. 7.4 LBRL (solicitud de dos infor-
mes a la Junta de Andalucía).

Distinto de esto es la necesidad de título habilitante por razones no relacionadas con el 
ejercicio específico de competencias distintas de las propias y de las delegadas. La legislación 
sectorial puede exigir títulos habilitantes específicos en aquellos casos en que el ejercicio de la 
competencia local afecte a intereses supralocales, como ocurre en los supuestos de escuelas 
infantiles y del servicio de ayuda a domicilio. 

FUNDAMENTACIÓN JURíDICA

1.2.1. Procedimiento de contratación del servicio público y tipo de 
competencia municipal

El procedimiento de contratación de cada servicio público no es algo que dependa del tipo 
de competencia municipal. El procedimiento de contratación, una vez que se decida gestionar 
de forma indirecta el servicio, lo determina el TRLCSP (Libros II y III), sin vinculación algu-
na con el tipo de competencia de que se trate. El que sea una competencia municipal sólo 
determina el tipo de contrato, que sería el contrato de gestión de servicios públicos (art. 8.1 
TRLCSP), lo que tampoco depende del tipo de competencia municipal que sea.

Es más, incluso en el caso de que se trate de una competencia delegada (art. 7.3 LBRL), 
debe respetarse “la potestad de autoorganización de la entidad local” (art. 19.2 LAULA), lo 
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que implica que el Ayuntamiento pueda decidir cómo gestionarla, sin perjuicio de las faculta-
des de dirección y control que se establezcan en la delegación. También el art. 4.5 de la CEAL, 
tratado internacional aplicable en España, dispone que, “en caso de delegación de poderes 
por una autoridad central o regional, las Entidades locales deben disfrutar en lo posible de la 
libertad de adaptar su ejercicio a las condiciones locales”.

En cuanto al procedimiento de contratación, debe distinguirse entre el expediente de pre-
paración del contrato (Libro II TRLCSP) y el procedimiento de selección del contratista (Libro 
III TRLCSP). 

En relación al expediente de preparación del contrato lo usual es la tramitación ordinaria 
del mismo (arts. 109 y 110 TRLCSP), mientras que las tramitaciones urgentes y de emergencia 
son sólo para los casos excepcionales previstos en la Ley (arts. 112 y 113 TRLCSP). Por tanto, 
si no concurre ninguno de los supuestos excepcionales, el Ayuntamiento de Villamanrique de 
la Condesa debe optar por la tramitación ordinaria del expediente de preparación del contrato.

En relación al procedimiento de selección del contratista, una vez que el Ayuntamiento ha 
decidido optar por utilizar la cooperativa de servicio público como modo de gestión del servi-
cio (art. 277.d TRLCSP), debe seleccionar los socios privados de la cooperativa igual que se 
selecciona a los contratistas, utilizando los procedimientos establecidos en el art. 138 TRLCSP. 
La adjudicación se realiza, ordinariamente, utilizando el procedimiento abierto o el procedi-
miento restringido. En los supuestos enumerados en los artículos 170 a 175, ambos inclusive, 
puede seguirse el procedimiento negociado (art. 138.2 TRLCSP).  

1.2.2. Posición del Ayuntamiento con respecto a la prestación de los servicios

El art. 101.2, último inciso, del RSCA establece que “las entidades públicas promotoras 
conservarán el control en cuanto a las condiciones de prestación de los servicios públi-
cos”. Esta cautela del reglamento andaluz no deja de ser un recordatorio, por lo demás, 
bastante obvio, de la posición jurídica de las entidades públicas en relación a sus compe-
tencias, sobre las que no pierden el control aunque decidan que éstas sean gestionadas 
por un tercero, como es el caso. Menos aún si la entidad pública se integra  en la entidad 
que se constituye para la gestión de la competencia, que es lo que ocurre, típicamente, en 
los supuestos en que se opta por sociedades de economía mixta, como es la cooperativa 
de servicios públicos.

Debe tenerse en cuenta, pues, que la posición en que queda el Ayuntamiento con respecto 
a estos servicios es la misma en la que quedaría con respecto a cualquier contratista, como 
Administración pública que contrata el servicio, puede exigir la ejecución del contrato, que, en 
este caso, es la prestación del servicio público. En este sentido, podrá exigir el cumplimiento de 
todas las cláusulas contenidas tanto en los pliegos como en el contrato, y muy específicamen-
te, las relativas a las condiciones de calidad, frecuencia, universalidad, precios, condiciones 
medioambientales, aspectos sociales, etc. con que hayan de prestarse el servicio. En atención 
a la posición que le otorga el TRLCSP (Libro IV), el Ayuntamiento tiene potestades que le 
permiten controlar la ejecución del contrato por la cooperativa. 

Destaca la previsión del art. 212.1 TRLCSP, que permite al Ayuntamiento imponer penali-
dades al contratista en los casos de cumplimiento defectuoso del contrato o para el supuesto 
de incumplimiento de los compromisos o de las condiciones especiales de ejecución del con-
trato que se hubiesen establecido, siempre y cuando estas penalidades se hayan incluido antes 
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en los pliegos o en el documento contractual. Las penalidades deberán ser proporcionales a la 
gravedad del incumplimiento y su cuantía no podrá ser superior al 10 por 100 del presupuesto 
del contrato.

También debe llamarse la atención sobre la norma específica que, para este tipo de contra-
to, establece el art. 279.2 del TRLCSP, según la cual, “en todo caso, la Administración conser-
vará los poderes de policía necesarios para asegurar la buena marcha de los servicios de que 
se trate”.

Pero es que, además, debe considerarse que el hecho de que el Ayuntamiento se integre 
en la cooperativa como socio público, también le permite controlar la prestación del servicio 
mediante el voto ponderado y la reserva orgánica previstos en la LSCA y en el RSCA. A este 
respecto, en el Libro verde de la Comisión, de 30 de abril de 2004, sobre la colaboración pú-
blica-privada y el Derecho comunitario en materia de contratación pública y concesiones, se 
dice que:

“La cooperación directa entre los socios público y privado en una entidad con perso-

nalidad jurídica permite que el socio público conserve un nivel de control relativamente 

HOHYDGR�VREUH�HO�GHVDUUROOR�GH�ODV�RSHUDFLRQHV��TXH�D�OR�ODUJR�GHO�WLHPSR�SXHGH�LU�DGDS-

tando en función de las circunstancias, a través de su presencia en el accionariado y en 

ORV�yUJDQRV�GH�GHFLVLyQ�GH�OD�HQWLGDG�FRP~Qµ��DSDUWDGR�����

1.2.3. Posición del Ayuntamiento con respecto a las competencias

En cualquier caso, debe tenerse en cuenta que el hecho de que el servicio público se 
gestione indirectamente por la cooperativa no implica que el Ayuntamiento pierda la titu-
laridad de las competencias, que siguen siendo del mismo (art. 10 LAULA). Simplemente, 
el Ayuntamiento ha optado por gestionarlo de forma indirecta, pero sin perder las com-
petencias, que ahora se ejercen por la cooperativa. Téngase en cuenta que lo propio del 
contrato de gestión de servicios públicos, que es nuestro caso, es que la Administración 
encomienda a una persona, en nuestro caso la cooperativa, la gestión de un servicio cuya 
prestación ha sido asumida como propio de su competencia por la Administración enco-
mendante (art. 8.1 TRLCSP).

La LAULA distingue entre titularidad y ejercicio, como dos dimensiones diferentes de la 
competencia, que normalmente van juntas, pero que también pueden ir separadas. Si bien, 
tratándose de competencias propias, el municipio nunca podrá perder su titularidad, aunque 
sí, temporalmente, no llevar a cabo directamente su ejercicio, precisamente para garantizar el 
mismo, y esto es lo que ocurre cuando decide que se ejerza a través de una cooperativa de 
servicio público.

El art. 10 de la LAULA, rubricado “Ejercicio y titularidad de las competencias locales”, 
establece lo siguiente:

“Para el ejercicio de sus competencias, la prestación de servicios y el desarrollo de 

iniciativas económicas, los municipios podrán asociarse entre sí o con otras entidades 

locales, administraciones públicas o entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro, 

GHOHJDU�R�HQFRPHQGDU�HO�HMHUFLFLR�GH�FRPSHWHQFLDV�\�XWLOL]DU�FXDQWDV�IRUPDV�GH�JHVWLyQ�
GLUHFWD�R�LQGLUHFWD�GH�VHUYLFLRV�SHUPLWDQ�ODV�OH\HV��VLQ�TXH�HQ�QLQJ~Q�FDVR�VH�YHDQ�DIHF-

WDGDV�QL�OD�WLWXODULGDG�GH�ODV�FRPSHWHQFLDV�QL�ODV�JDUDQWtDV�GH�ORV�FLXGDGDQRVµ�
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1.2.4. Títulos habilitantes y procedimientos necesarios para el ejercicio de 
estas competencias por razón de la LRSAL

En el ejercicio de competencias propias o de competencias atribuidas por delegación (art. 
7.1 LBRL) no exige ningún condicionante específico por razón del tipo de competencia de 
que se trate. Esto sólo es así en el caso de las competencias distintas de las propias y de las 
delegadas (competencias impropias), en atención a las exigencias establecidas por el art. 7.4 
LBRL tras la LRSAL. 

Las primeras se ejercen en función de un título competencial específico: la ley en el caso de 
las propias (art. 25.3 LBRL), el acuerdo o acto de delegación en el caso de las delegadas (art. 
7.3 LBRL). Las segundas en función de un título genérico (como el contenido en el art. 8 de la 
LAULA, en el vigente art. 7.4 de la LBRL, o en los arts. 25.1 y 28 de la LBRL en sus versiones 
previas a la LRSAL), lo que no quiere decir que no tengan un fundamento en la ley, pues es 
ésta la que permite su ejercicio. 

Esta interpretación ha sido asumida por el Tribunal Constitucional en su reciente STC 
41/2016, de 3 de marzo de 2016 (Fundamentos Jurídicos 10º a 12º). En esta misma línea, el 
Tribunal Constitucional en la misma sentencia (Fundamento Jurídico 10º), ha apuntado sobre 
este último tipo competencial (competencias impropias) lo siguiente:

´/D�GRFWULQD� ODV�KD�GHQRPLQDGR��HQ�SRVLWLYR��FRPSHWHQFLDV�SURSLDV�JHQHUDOHV��6H�
GLVWLQJXHQ�GH�ODV�FRPSHWHQFLDV�SURSLDV�GHO�DUW�����/%5/��QR�SRU�HO�QLYHO�GH�DXWRQRPtD�
de que dispone el municipio que las ejerce, sino por la forma en que están atribuidas. 

6L�ODV�UHJXODGDV�HQ�HO�DUW�����/%5/�VRQ�FRPSHWHQFLDV�GHWHUPLQDGDV�SRU�OD�OH\�VHFWRULDO��
ODV�SUHYLVWDV�HQ�HO�DUW������/%5/�HVWiQ�GLUHFWDPHQWH�KDELOLWDGDV�SRU�HO�OHJLVODGRU�EiVLFR��
quedando su ejercicio sujeto a la indicada serie de condiciones”.

Es por esta razón por la que al principio de este dictamen hemos llevado a cabo la tarea de 
buscar los títulos competenciales en cada una de las materias por las que se nos preguntaba. 
Como se puede ver ahora, que la competencia sea propia, atribuida por delegación o distinta 
de las anteriores, es algo que tiene trascendencia sobre el régimen de ejercicio de la misma, 
por razón de las limitaciones que ha impuesto la LRSAL.

En los casos en que se ha concluido que la competencia es propia o delegada, la LRSAL no 
exige requisito alguno para su ejercicio. Una vez atribuida la competencia, no hay requisitos 
específicos de ejercicio impuestos por la LRSAL, puesto que ésta sólo impone condicionantes 
en su atribución. 

No es éste el caso de las competencias distintas de las propias y de las atribuidas por de-
legación (impropias), en el que deben distinguirse dos supuestos, conforme a las exigencias 
del art. 7.4 de la LBRL, y atendiendo al desarrollo normativo efectuado por la Comunidad 
Autónoma de Andalucía en el Decreto-Ley 7/2014, de 20 de mayo, por el que se establecen 
medidas urgentes para la aplicación de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización 
y sostenibilidad de la Administración Local. 

Así, el caso de las competencias distintas de las propias y de las atribuidas por delegación 
(impropias), si éstas ya se venían ejerciendo por el Ayuntamiento antes de la entrada en vigor 
de la LRSAL, no es preciso solicitar informe alguno a la Junta de Andalucía. Por el contrario, si 
se trata de competencias nuevas, que no se ejercían antes de la entrada en vigor de la LRSAL, 
sí hay que solicitar los informes que acrediten que ni se incurre en duplicidad ni se pone en 
riesgo la sostenibilidad financiera de la hacienda municipal.



18

Para el primer supuesto, el art. 2.3 del citado Decreto-Ley 7/2014, establece lo siguiente:

“No será necesaria la solicitud de los informes mencionados en el supuesto de que 

VH�YLQLHUDQ�HMHUFLHQGR�GLFKDV�FRPSHWHQFLDV��FRQ�DQWHULRULGDG�D�OD�HQWUDGD�HQ�YLJRU�GH�
OD�FLWDGD�/H\����������GH����GH�GLFLHPEUH��HQ�YLUWXG�GHO�DUWtFXOR���GH�OD�/H\���������
GH����GH�MXQLR��GH�$XWRQRPtD�/RFDO�GH�$QGDOXFtD��\�GHO�DUWtFXOR����GH�OD�/H\���������
GH���GH�DEULO��DQWHV�GH�VX�VXSUHVLyQ�SRU�OD�/H\����������GH����GH�GLFLHPEUH��HQ�FX\R�
FDVR�VH�SRGUiQ�VHJXLU�SUHVWDQGR�ORV�VHUYLFLRV�R�GHVDUUROODQGR�ODV�DFWLYLGDGHV�TXH�VH�
llevaban a cabo, siempre que, previa valoración de la propia entidad local, no incurran 

HQ�VXSXHVWRV�GH�HMHFXFLyQ�VLPXOWiQHD�GHO�PLVPR�VHUYLFLR�S~EOLFR�\�FXHQWHQ�FRQ�ÀQDQ-

ciación a tal efecto”.

La previa valoración de la propia entidad local a que se refiere el precepto funciona a todos 
los efectos como una especie de autoinforme que deberá emitir el propio Ayuntamiento como 
único condicionante para el ejercicio de la competencia.

También debe tenerse en cuenta al respecto, el art. 2.3 del Decreto-Ley, que se refiere a 
actividades complementarias de las anteriores, no propiamente al ejercicio de nuevas compe-
tencias, lo que permite que:

“En los supuestos en los que la entidad local desee impulsar un determinado pro-

JUDPD�FRPSOHPHQWDULR��UHDOL]DU�XQD�DFWLYLGDG�FRQFUHWD�R�SURFHGD��HQ�VX�FDVR��D�OD�UHD-

lización de cualesquiera actividades propias del normal desenvolvimiento del servicio 

HQ�XQ�iPELWR�FRPSHWHQFLDO�TXH�VH�YHQJD�HMHUFLHQGR�GH�FRQIRUPLGDG�FRQ�ORV�DSDUWDGRV�
DQWHULRUHV��QR�GHEHUi�VHJXLUVH�HO�SURFHGLPLHQWR�UHJXODGR�HQ�ORV�DUWtFXORV�VLJXLHQWHV�GHO�
presente Decreto-ley”.

Para el segundo supuesto, el art. 2.2 del mismo Decreto-Ley 7/2014, dispone lo que sigue:

“Los informes previstos en el apartado anterior deberán solicitarse por la entidad 

local con carácter previo al inicio del ejercicio de competencias distintas de las propias 

\�GH�ODV�DWULEXLGDV�SRU�GHOHJDFLyQ��DVt�FRPR�HQ�ORV�VXSXHVWRV�GH�PRGLÀFDFLyQ�VXVWDQ-

FLDO�GH�ODV�DFWLYLGDGHV�R�VHUYLFLRV�TXH�VH�YHQJDQ�OOHYDQGR�D�FDER�R�SUHVWDQGR��HQPDU-
cados en el ejercicio de dichas competencias, que pudiesen provocar la existencia de 

GXSOLFLGDGHV�HQ�VX�SUHVWDFLyQ�R�DIHFWDU�D�OD�VRVWHQLELOLGDG�ÀQDQFLHUD�GHO�FRQMXQWR�GH�OD�
Hacienda local.”

En lo que hace al procedimiento, órganos competentes, documentación a presentar, todo 
ello, se regula en los artículos 2 a 4 del citado Decreto-Ley 7/2014, de 20 de mayo, por el que 
se establecen medidas urgentes para la aplicación de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 
racionalización y sostenibilidad de la Administración Local.

Aunque la entrada en vigor de este Decreto-Ley en Andalucía suscitó ciertas dudas de 
inconstitucionalidad al Gobierno de la Nación, que planteó la posible interposición de un re-
curso de inconstitucionalidad contra el mismo, debe decirse que la interpretación de la LRSAL 
realizada por Andalucía en este Decreto-Ley fue aceptada por el Estado, lo que evitó la inter-
posición del recurso. Puede verse al respecto el Acuerdo de la Subcomisión de Seguimiento 
Normativo, Prevención y Solución de Controversias de la Comisión Bilateral de Cooperación 
Administración General del Estado-Comunidad Autónoma de Andalucía en relación con el 
Decreto-Ley 7/2014, de 20 de mayo, por el que se establecen medidas urgentes para la aplica-
ción de la Ley 27/2013 de 27 de diciembre de Racionalización y Sostenibilidad de Administra-
ción Local (BOE de 23 de marzo de 2015). Por otra parte, debe apuntarse que la reciente STC 
41/2016, de 3 de marzo de 2016, que resuelve el recurso de inconstitucionalidad interpuesto 
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por la Asamblea de Extremadura contra la LRSAL, también ha contribuido a despejar gran 
parte de la inseguridad jurídica que generó la Ley estatal.

Cabe pues concluir que, tratándose de competencias propias o delegadas, el Ayuntamiento 
de Villamanrique de la Condesa no tendrá que realizar, en atención a la LRSAL, trámite algu-
no para su ejercicio. Y que tratándose de competencias distintas de las anteriores (impropias), 
bastará con el autoinforme municipal, salvo que se quieran ejercer nuevas competencias de 
este tipo, en cuyo caso habrá que solicitar los dos informes autonómicos.

1.2.5. Títulos habilitantes y procedimientos necesarios para el ejercicio de 
estas competencias por razones externas a la LRSAL

Distinto de la necesidad de solicitar los informes de sostenibilidad y duplicidad en el caso de 
ejercicio de competencias distintas de las propias y de las delegadas, es la necesidad de tener 
que contar, en su caso, con otros títulos habilitantes distintos, por razones que no se encua-
dran en las exigencias de la LRSAL. Así, la legislación sectorial puede exigir títulos habilitantes 
específicos en aquellos casos en que el ejercicio de la competencia local afecte a intereses 
supralocales. 

La existencia de títulos habilitantes autonómicos para el ejercicio de competencias munici-
pales casa mal con la autonomía local. Esto es así especialmente en el caso de las competen-
cias propias, que son manifestación directa de este principio constitucional (art. 137 CE), de tal 
modo que, como establece el art. 7.2 de la LBRL, “se ejercen en régimen de autonomía y bajo 
la propia responsabilidad, atendiendo siempre a la debida coordinación en su programación 
y ejecución con las demás Administraciones Públicas”. Distinto es el caso de las competencias 
delegadas, siendo así que en el art. 7.3 de la LBRL, se dispone que “las competencias dele-
gadas se ejercen en los términos establecidos en la disposición o en el acuerdo de delegación, 
según corresponda, con sujeción a las reglas establecidas en el artículo 27, y preverán técnicas 
de dirección y control de oportunidad y eficiencia”.

Para poder pronunciarse sobre si es necesario un título habilitante autonómico por razones 
distintas de la LRSAL, para el ejercicio de sus competencias por el Ayuntamiento de Villaman-
rique de la Condesa, debe precisarse antes la concreta competencia sobre la que se hace esta 
pregunta. Tomamos, a modo de ejemplo, la competencia del servicio de escuela infantil y la 
del servicio de ayuda a domicilio. 

Como ya se ha dicho en este informe, la competencia de prestación del servicio de escuela 
infantil se ejerce por el Ayuntamiento como competencia delegada. Para la creación de una es-
cuela infantil es necesaria autorización de la Consejería competente en materia de educación, 
conforme a lo establecido en el art. 10.2 del Decreto 149/2009, de 12 de mayo, por el que se 
regulan los centros que imparten el primer ciclo de la educación infantil. 

A este fin, es preciso reunir los requisitos establecidos en los artículos 11 a 15 del Decreto 
citado. El procedimiento para la autorización de apertura y funcionamiento, así como para la 
modificación, extinción o revocación de la misma, será el establecido en el Decreto 109/1992, 
de 9 de junio, sobre autorizaciones de centros docentes privados para impartir enseñanzas 
de régimen general, que ha sido modificado parcialmente por Decreto 140/2011, de 26 de 
abril. La Consejería competente en materia de educación inscribirá de oficio en el Registro de 
Centros Docentes de la Comunidad Autónoma de Andalucía los centros que sean autorizados 
para impartir el primer ciclo de educación infantil.
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A diferencia de la competencia que acabamos de ver, el servicio de ayuda a domicilio sí 
es una competencia propia, como ya se apuntó en este dictamen. Pese a ello, la existencia de 
intereses supralocales justifica que la Comunidad Autónoma haya previsto que para la gestión 
indirecta del servicio de ayuda a domicilio, las entidades o empresas que lo presten deban 
cumplir con una serie de requisitos de acreditación recogidos en el art. 17 de la Orden de la 
Consejería para la Igualdad y el Bienestar Social de 15 de noviembre de 2007, por la que se 
regula el servicio de ayuda a domicilio en la Comunidad Autónoma de Andalucía. Así lo dis-
pone el art. 15.2 de la misma Orden. 

Esto supone la necesidad de obtener una acreditación autonómica para poder ejercer el 
servicio de ayuda a domicilio mediante una cooperativa de servicio público. Para ello, hay que 
estar al procedimiento regulado en el art. 18 de la Orden citada. 

II. FORMAS DE CONSTITUCIÓN DE UNA COOPERATIVA DE 
SERVICIO PÚBLICO

Francisco Toscano Gil
Profesor Acreditado Titular de Derecho Administrativo

Universidad Pablo de Olavide

Laura López de la Cruz
Profesora Acreditada Titular de Derecho Civil

Universidad Pablo de Olavide

2. PREgUNTA

¿Cuáles son las vías para la constitución de una Cooperativa de Servicio Público?

RESPUESTA

Existen dos vías principales para poner en marcha o constituir una cooperativa de servicios 
públicos: a) el Ayuntamiento promueve la constitución de la sociedad cooperativa, buscando 
los socios que se incorporen a la misma; b) el Ayuntamiento se incorpora como socio a una 
sociedad cooperativa ya constituida, y ésta se convierte después en cooperativa de servicios 
públicos. 

Los pasos exactos que exigen una u otra vía de constitución se irán precisando con detalle, 
pero en primer lugar se han de determinar dos cuestiones previas necesarias: la decisión de 
establecer el servicio y de gestionarlo a través de una Cooperativa de Servicios Públicos.

FUNDAMENTACIÓN JURíDICA

2.1. Los pasos previos necesarios: establecer el servicio y optar por 
gestionarlo mediante cooperativa de servicios públicos 

La puesta en marcha de una Cooperativa de Servicios Públicos pasa por la adopción de 
dos decisiones previas por parte del Ayuntamiento, que serán desarrolladas con más detalle en 
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otra parte del dictamen, pero que deben apuntarse ya aquí, a fin de que se tenga una visión 
global del proceso. Estas dos decisiones son las siguientes: 1ª) la decisión de establecer el ser-
vicio; 2ª) la decisión de gestionar el servicio mediante una cooperativa de servicios públicos.

La primera decisión, crear el servicio (art. 30 LAULA), la damos por tomada, puesto que el 
Ayuntamiento de Villamanrique de la Condesa viene de hecho gestionando ya estos servicios, 
si bien bajo otras modalidades de gestión distintas de la que ahora se quiere. No obstante, 
haremos algunas consideraciones sobre este tema en próximas páginas.

En lo que hace a la segunda decisión, optar por gestionar el servicio mediante una coope-
rativa de servicios públicos (arts. 85.2 LBRL y 33 LAULA), la forma en que tal decisión debe 
tomarse será analizada más adelante, pues lo que nos interesa ahora en este apartado es inci-
dir sobre lo que es específico de la constitución de este tipo de sociedades.

2.2. Las dos vías de constitución de una cooperativa de servicios 
públicos 

Por tanto, partiendo de la base de que el Ayuntamiento optó ya por establecer los servicios, 
así como por gestionarlos mediante este concreto modo de gestión que establece el art. 101 
RSCA, debe pasarse ahora a exponer las dos formas que existen para poner en marcha o 
constituir una cooperativa de servicios públicos: 

a) El Ayuntamiento promueve la constitución de la sociedad cooperativa, 
buscando los socios que se incorporen a la misma

En esta primera forma de poner en marcha una cooperativa de servicios públicos, la pro-
moción de la constitución de la cooperativa por el Ayuntamiento (art. 101.2 RSCA) presupone 
que la cooperativa es una entidad nueva, que no existía hasta ahora, y que se constituye por 
el Ayuntamiento, como socio promotor, y con los socios privados que concurren con éste en 
la constitución de la cooperativa.

En este proceso, los principales pasos a seguir son los siguientes: 1º) selección de los socios 
privados, 2º) licitación del servicio público, y 3º) constitución de la sociedad. 

b) El Ayuntamiento se incorpora como socio a una sociedad cooperativa ya 
constituida, y ésta se convierte después en cooperativa de servicios públicos

En esta segunda forma de poner en marcha una cooperativa de servicios públicos, la coo-
perativa no es una entidad nueva, sino un ente preexistente, ya constituido, si bien, no es una 
cooperativa de servicios públicos, sino otro tipo de cooperativa, una de las previstas en el art. 
83 de la LSCA. Ello exige transformar la cooperativa, del tipo que sea, en cooperativa de ser-
vicios públicos tras la incorporación del Ayuntamiento a la misma (arts. 78 LSCA y 65 RSCA).

En este proceso, los principales pasos a seguir son los siguientes: 1º) selección de la coope-
rativa, 2º) licitación del servicio público, y 3º) transformación de la sociedad. 

A lo largo de este dictamen se analizarán cada uno de estos procedimientos, de forma siste-
mática y ordenada, al hilo de las distintas preguntas y problemas que se le plantean.
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III. LIMITACIONES IMPUESTAS POR EL APARTADO 1 DE LA 
DISPOSICIÓN ADICIONAL 9ª DE LA LBRL

Francisco Toscano Gil
Profesor Acreditado Titular de Derecho Administrativo

Universidad Pablo de Olavide

3. PREgUNTA

La Disposición adicional 9ª de la LBRL establece restricciones que pueden afectar 
a la constitución de una cooperativa de servicios públicos. Teniendo en cuenta 
que, en todo caso, la constitución de una cooperativa implica la aportación eco-
nómica al capital social de la misma, ¿Es viable cuando un Ayuntamiento se en-
cuentra bajo la vigencia de un plan de ajuste? 

RESPUESTA

La prohibición de la Disposición Adicional 9ª de la LBRL de constituir o participar en todo 
tipo de entidades mientras esté vigente un plan de ajuste, afecta a la constitución de una Coo-
perativa de Servicios Públicos. 

Pese a ello, el Ayuntamiento tiene dos opciones: a) esperar a que termine la vigencia del 
plan de ajuste para constituir la cooperativa de servicios públicos; b) integrarse en una coope-
rativa ya constituida, no afectada por estas restricciones, y promover a continuación su trans-
formación en cooperativa de servicios públicos. 

Las limitaciones que también prevé la Disposición Adicional 9ª de la LBRL a la realización 
de aportaciones patrimoniales o a la suscripción de ampliaciones de capital no son aplicables 
a este supuesto, puesto que afectan sólo a las entidades públicas empresariales locales y a las 
sociedades mercantiles locales, lo que no es el caso, puesto que una sociedad cooperativa es 
otra cosa. Y aunque se entendiera que sí le es aplicable, hay que tener en cuenta las excepcio-
nes que establece la misma Disposición.

FUNDAMENTACIÓN JURíDICA

3.1. Importante cuestión previa para la constitución de una cooperativa 
de servicios públicos por una Administración local

Con la justificación de atender al cumplimiento de los principios de estabilidad presupues-
taria y sostenibilidad financiera en el ámbito local (art. 135 CE), en el año 2013 el legislador 
español aprobó la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de 
la Administración Local (LRSAL), cuya entrada en vigor supuso la aplicación de importantes 
limitaciones y restricciones a la actividad de las entidades locales españolas. 

Entre las medidas adoptadas por la LRSAL deben destacarse en este momento las recogi-
das en la nueva Disposición adicional novena de la LBRL, que lleva por rúbrica “Redimen-
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sionamiento del sector público local”. Se trata de una serie de normas que, en su aplicación 
a supuestos bien heterogéneos, lo que pretende en el fondo es reducir el tamaño del sector 
público local, de tal modo que este redimensionamiento al que alude la disposición no es más 
que un eufemismo que encubre los términos adelgazamiento, reducción o eliminación.

El sector público local comprende entidades muy heterogéneas, de Derecho público (or-
ganismos autónomos, entidades públicas empresariales, consorcios) y de Derecho privado 
(fundaciones, sociedades mercantiles), dependientes o vinculadas a la Administración local, 
con participación íntegramente pública o incluso parcial. Tales son los términos, ampliados a 
propósito, con los que se pronuncia la Ley, con la intención de afectar, sin apenas discriminar, 
al mayor número de sujetos posibles.

En la medida en que una sociedad cooperativa es una sociedad, y la Disposición Adicional 
9ª se refiere expresamente a este tipo de entidades, en sentido amplio, debe plantearse como 
una importante cuestión previa, que determinará la viabilidad o no del proyecto, en qué me-
dida afectan estas restricciones a la constitución de una Sociedad Cooperativa de Servicios 
Públicos.

3.2. La inclusión de la constitución de una Cooperativa de Servicios 
Públicos en el supuesto de hecho del primer párrafo del apartado 1 de la 
Disposición adicional novena de la LBRL

El apartado 1 de la Disposición adicional novena de la LBRL, establece lo siguiente:

´/DV�(QWLGDGHV�/RFDOHV�GHO�DUWtFXOR�����GH�HVWD�/H\��«��QR�SRGUiQ�DGTXLULU��FRQVWLWXLU�
R�SDUWLFLSDU�HQ�OD�FRQVWLWXFLyQ��GLUHFWD�R�LQGLUHFWDPHQWH��GH�QXHYRV�RUJDQLVPRV��HQWLGD-

des, sociedades, consorcios, fundaciones, unidades y demás entes durante el tiempo 

GH�YLJHQFLD�GH�VX�SODQ�HFRQyPLFR�ÀQDQFLHUR�R�GH�VX�SODQ�GH�DMXVWH�µ

Entre las entidades afectadas por esta prohibición se encuentra el municipio. En la medida 
en que un Ayuntamiento se encuentre bajo la vigencia de un plan de ajuste, esta limitación le 
será directamente aplicable mientras dicho plan esté vigente. 

La aprobación de un plan de ajuste es una medida prevista en la Disposición adicional pri-
mera de la LOEPSF, que se erige en requisito para que las entidades locales puedan solicitar 
al Estado medidas extraordinarias o mecanismos adicionales de apoyo a la liquidez. El plan 
de ajuste debe ser acorde al cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y de 
deuda pública. Se regula en el art. 7 del Real Decreto-ley 4/2012, de 24 de febrero, por el que 
se determinan obligaciones de información y procedimientos necesarios para establecer un 
mecanismo de financiación para el pago a los proveedores de las entidades locales. En éste 
se dispone que el plan de ajuste aprobado se extenderá durante el período de amortización 
previsto para la operación de endeudamiento establecida.

Por tanto, esta limitación sí afectaría tanto a la constitución como a la participación en una 
Cooperativa de Servicio Público por el Ayuntamiento, puesto que, aunque las cooperativas de 
servicios públicos no están incluidas expresamente en el elenco de entidades enumeradas en 
este apartado, se trata de un listado de carácter abierto en cuanto a estos entes, cuyo sentido, 
además, está claro, impedir que la constitución o participación en nuevas entidades, del tipo 
que sea, altere el cumplimiento del plan de ajuste. 
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No obstante, una vez que termine la vigencia del plan de ajuste, esta limitación dejaría de 
ser aplicable al Ayuntamiento, que sí podría constituir o participar en la constitución de una 
cooperativa de servicios públicos.

3.3. La aplicación de la excepción del segundo párrafo del apartado 1 de 
la Disposición Adicional 9ª de la LBRL 

Hemos también de plantearnos la posibilidad de aplicar, como excepción a la prohibición 
que acabamos de exponer, lo que se establece por la misma Disposición Adicional 9ª LBRL 
en el siguiente párrafo:

´/DV�HQWLGDGHV�PHQFLRQDGDV�HQ�HO�SiUUDIR�DQWHULRU�GXUDQWH�HO�WLHPSR�GH�YLJHQFLD�GH�
VX�SODQ�HFRQyPLFR�ÀQDQFLHUR�R�GH�VX�SODQ�GH�DMXVWH�QR�SRGUiQ�UHDOL]DU�DSRUWDFLRQHV�
patrimoniales ni suscribir ampliaciones de capital de entidades públicas empresariales 

R�GH�VRFLHGDGHV�PHUFDQWLOHV� ORFDOHV�TXH�WHQJDQ�QHFHVLGDGHV�GH�ÀQDQFLDFLyQ��([FHS-

cionalmente las Entidades Locales podrán realizar las citadas aportaciones patrimo-

niales si, en el ejercicio presupuestario inmediato anterior, hubieren cumplido con los 

REMHWLYRV�GH�HVWDELOLGDG�SUHVXSXHVWDULD�\�GHXGD�S~EOLFD�\�VX�SHUtRGR�PHGLR�GH�SDJR�D�
proveedores no supere en más de treinta días el plazo máximo previsto en la normativa 

de morosidad.”

Aunque es cierto que esta Disposición establece una excepción, debe tenerse en cuenta que 
dicha excepción no es una excepción a la prohibición que antes hemos expuesto, de constituir 
o participar en nuevas entidades, como una cooperativa de servicio público que se quisiera 
constituir en el futuro o en cuya constitución futura se quisiera participar. Se trata de una prohi-
bición distinta, es una prohibición a participar en entidades ya constituidas, preexistentes, que 
tengan problemas de financiación, y referida además sólo a determinados tipos de entidades.

En una primera lectura la prohibición enunciada en el segundo párrafo de la Disposición 
Adicional 9ª LBRL parece reiterativa de la establecida en el primer párrafo, pero no lo es, 
porque, como decimos, no se refiere a nuevas entidades, en cuyo caso esta norma no tendría 
sentido, ya que bastaría con aplicar la prohibición del primer párrafo, que está formulada en 
términos muy amplios, sin necesidad de especificación alguna. 

La primera diferencia, por tanto, con la prohibición del primer párrafo, es que esta otra pro-
hibición no se refiere a nuevas entidades, sino a entidades ya constituidas, preexistentes, en el 
momento de entrada en vigor de la LRSAL, o antes de que el municipio aprobara su plan de 
ajuste. Además, se trata de entidades con necesidades de financiación, aspecto que coadyuva 
en la interpretación de que no son entidades nuevas, sino entidades ya constituidas, que están 
funcionando. 

Por otro lado, la significación de esta última expresión, tener necesidades de financiación, 
es lo de menos, pues lo relevante aquí es la realización de aportaciones patrimoniales o la sus-
cripción de ampliaciones de capital de otra entidad, que puede afectar al recto cumplimiento 
del plan de ajuste por el Ayuntamiento, razón por la que se proscribe.

La segunda diferencia es que no se refiere a todo tipo de entidades, sino sólo a entidades 
públicas empresariales y sociedades mercantiles locales. Y una sociedad cooperativa no es 
una sociedad mercantil, aunque ambas tengan notas, e incluso normas, comunes. Aunque 
algún sector de la doctrina defiende que la sociedad cooperativa es una entidad mercantil, 
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otros muchos autores de reconocido prestigio lo niegan. Y de hecho, el Tribunal Constitucional 
ha reconocido la competencia de las Comunidades Autónomas para legislar en materia de 
cooperativas (STC 72/1983, de 29 de julio), algo impensable si se identificara a la sociedad 
cooperativa como una sociedad mercantil, pues se estaría incumpliendo el art. 149.1.6ª CE 
(véase también la STS de 1 de febrero de 1992). En todo caso, ello no impide que a las coo-
perativas se les pueda aplicar alguna norma mercantil en materias concretas, por ejemplo, en 
materia de contabilidad.

Podría plantearse en este punto la extensión de esta prohibición a las cooperativas de ser-
vicio público, dada la analogía existente entre estas sociedades y las sociedades mercantiles. 
Si bien, hay que apuntar, en primer lugar, que no es lo mismo una sociedad mercantil local, 
controlada mayoritariamente por entidades locales (gestión directa), que una cooperativa de 
servicio público, en la que el Ayuntamiento no puede tener más de un 49% (gestión indirecta). 
Y, en segundo lugar, que, al tratarse de una prohibición o restricción, una norma de carácter 
limitativo, no debe hacerse esta interpretación extensiva, conforme a lo que dispone el artículo 
4 del Código Civil.

3.4. La opción alternativa para eludir la prohibición establecida por el 
apartado 1 de la Disposición Adicional 9ª de la LBRL: participar en una 
cooperativa ya constituida 

Pese a las limitaciones expuestas en los apartados anteriores, existe, en nuestra opinión, 
una opción a considerar. Constatado que el Ayuntamiento que esté bajo la vigencia de un plan 
de ajuste no puede ni constituir ni participar en la constitución de una cooperativa de servicio 
público hasta que termine la vigencia de éste, la opción alternativa a esperar a que termine el 
plan de ajuste sería que se incorporara como socio a una cooperativa ya constituida. Se trata 
del segundo de los modos de constitución de una cooperativa de servicios públicos al que ya 
nos hemos referido en páginas anteriores.

Al tratarse de una entidad ya constituida, la cooperativa ya existente no estaría afectada 
por la prohibición del primer párrafo del apartado 1 de la Disposición Adicional 9ª LBRL, que 
es, como hemos razonado antes, para entidades nuevas. Para ello, hay que entender, que la 
incorporación del Ayuntamiento a una cooperativa ya constituida no es creación de un nuevo 
ente, sino mutación, transformación o modificación del mismo, en el caso de que, a continua-
ción, pase de ser sociedad cooperativa (del tipo que sea) a Cooperativa de Servicio Público, lo 
que no exige la creación de una nueva persona jurídica, de una entidad nueva (arts. 78 LSCA 
y art. 65 RSCA).

Aunque se trate de una entidad preexistente, puede defenderse que, al no ser ni entidad 
pública empresarial ni sociedad mercantil local, no puede aplicársele por analogía el régimen 
excepcional o limitativo del segundo párrafo del apartado 1 de la Disposición Adicional 9ª 
LBRL, que prohíbe la realización de aportaciones patrimoniales o la suscripción de ampliacio-
nes de capital. Aunque esta calificación de la cooperativa como entidad no mercantil, como ya 
se ha indicado, no goza de apoyo unánime entre los juristas, por lo que en última instancia se 
tendría que estar a la interpretación que hicieran los tribunales de justicia, en su caso.

Por ello, aún en el caso de que se le aplicara esta prohibición, entraría en juego la excepción 
prevista en el mismo párrafo, según la cual, el Ayuntamiento podrá “realizar las citadas apor-
taciones patrimoniales si, en el ejercicio presupuestario inmediato anterior, hubieren cumplido 
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con los objetivos de estabilidad presupuestaria y deuda pública y su período medio de pago 
a proveedores no supere en más de treinta días el plazo máximo previsto en la normativa de 
morosidad”. 

Por tanto, aunque un Ayuntamiento, al estar bajo la vigencia de un plan de ajuste, no puede 
constituir o participar en la constitución de una cooperativa de servicio público de nueva crea-
ción hasta que el plan expire, lo que sí puede hacer es incorporarse como socio a una sociedad 
cooperativa ya constituida, que posteriormente se transformará en Sociedad Cooperativa de 
Servicio Público. A este supuesto no le es de aplicación ninguna de las prohibiciones del apar-
tado 1 de la Disposición Adicional 9ª de la LBRL.

IV. ESTABLECIMIENTO DEL SERVICIO Y ELECCIÓN DEL MODO 
DE GESTIÓN

Francisco Toscano Gil
Profesor Acreditado Titular de Derecho Administrativo

Universidad Pablo de Olavide

4. PREgUNTAS

¿Qué pasos previos hay que seguir para la constitución de una Cooperativa de 
Servicios Públicos? ¿Estaríamos ante un modo de gestión directa o indirecta de 
los servicios públicos? ¿Qué modalidad debe adoptar el contrato de gestión de 
servicios públicos necesario para la puesta en marcha de la cooperativa? 

RESPUESTAS

La constitución de una cooperativa de servicios públicos exige, en primer lugar, esta-
blecer o crear el servicio que se quiere gestionar. Si el servicio no estuviera ya creado por 
el Ayuntamiento, sería necesario seguir las normas que para ello establece la LAULA, que 
exige que el servicio público se cree mediante ordenanza local. A continuación, el Pleno 
del Ayuntamiento debe elegir la modalidad de gestión del servicio, que, en nuestro caso, es 
gestión indirecta, mediante el contrato de gestión de servicios públicos, en su modalidad de 
sociedad de economía mixta. La cooperativa de servicios públicos encaja en el concepto 
de sociedad de economía mixta, establecido por la legislación de contratación pública, y se 
somete a sus normas.

FUNDAMENTACIÓN JURíDICA

Como se ha apuntado ya en las páginas precedentes, la puesta en marcha de una Coopera-
tiva de Servicios Públicos pasa por la adopción de dos decisiones previas por parte del Ayun-
tamiento. Estas dos decisiones son las siguientes: 1ª) la decisión de establecer el servicio; 2ª) 
la decisión de gestionar el servicio mediante una cooperativa de servicios públicos. A analizar 
ambas cuestiones dedicamos las siguientes páginas.
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4.1. El establecimiento o creación del servicio público

Para abordar esta primera cuestión, hay que partir del concepto de servicio público local 
que nos proporciona la LAULA.

Así, en su art. 26.1, bajo la rúbrica “Servicios locales de interés general”, puede leerse que:

´6RQ�VHUYLFLRV�ORFDOHV�GH�LQWHUpV�JHQHUDO�ORV�TXH�SUHVWDQ�R�UHJXODQ�\�JDUDQWL]DQ�ODV�
entidades locales en el ámbito de sus competencias y bajo su responsabilidad, así como 

las actividades y prestaciones que realizan a favor de la ciudadanía orientadas a hacer 

efectivos los principios rectores de las políticas públicas contenidos en el Estatuto de 

Autonomía para Andalucía.”

A continuación, el art. 26.2 de la misma Ley, reconoce que:

“Las entidades locales, actuando de forma individual o asociada, tienen plena liber-

WDG�SDUD�FRQVWLWXLU��UHJXODU��PRGLÀFDU�\�VXSULPLU�ORV�VHUYLFLRV�ORFDOHV�GH�LQWHUpV�JHQHUDO�
de su competencia, de acuerdo con la ley y el Derecho europeo.”

Se reconoce de esta manera en este precepto la potestad de constituir los servicios públicos, 
que engloba también la de su modificación y supresión, así como la regulación del mismo. Esta 
potestad pública se enmarca dentro de la más amplia potestad de autoorganización, que es, 
de entre las potestades administrativas, la que como mínimo se reconoce a toda organización 
pública, la potestad más característica de éstas (véase, en el ámbito local, la STC 214/1989, de 
21 de diciembre de 1989, Fundamento Jurídico 6º). Tal potestad aparece expresamente reco-
nocida para las entidades locales andaluzas, en su conexión con el principio de autonomía lo-
cal, en el art. 5.1 de la LAULA. A su vez, la plena libertad de la que gozan las entidades locales 
para el ejercicio de la potestad de autoorganización en su vertiente dinámica de organización 
del servicio, aparece reconocida desde antiguo por nuestra jurisprudencia (STS de 8 de marzo 
de 1935, pero también STS de 21 de febrero de 1979, así como con carácter más reciente: 
SSTS de 11 de marzo de 1988, de 26 de febrero de 1990 y 18 de julio de 1997).

Por otra parte, según el art. 27 de la LAULA, “el régimen de los servicios locales de interés 
general de la Comunidad Autónoma de Andalucía se inspira y fundamenta en los siguientes 
principios:

1. Universalidad.

2. Igualdad y no discriminación.

3. Continuidad y regularidad.

4. Precio adecuado a los costes del servicio.

5. Economía, suficiencia y adecuación de medios.

6. Objetividad y transparencia en la actuación administrativa.

7. Prevención y responsabilidad por la gestión pública.

8. Transparencia financiera y en la gestión.

9. Calidad en la prestación de actividades y servicios.

10. Calidad medioambiental y desarrollo sostenible.

11. Adecuación entre la forma jurídica y el fin de la actividad encomendada como límite de 
la discrecionalidad administrativa.”
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Puede concluirse hasta aquí que los servicios que son objeto de este dictamen, a las que 
nos referimos en las primeras páginas, pueden incluirse, sin ninguna duda, en el concepto 
de servicios locales de interés general que establece la LAULA, asumiendo el Derecho de la 
Unión Europea.

Una vez aclarado esto, que estamos ante servicios locales de interés general, hay que res-
ponder a la pregunta de si estos servicios se prestan en régimen de servicio público o en 
régimen de servicio reglamentado, partiendo de la base de que la Ley otorga a las entidades 
locales la potestad de utilizar ambas opciones, si bien con requisitos y bajo condicionantes 
distintos (art. 28.1 LAULA).

Dice la Ley (art. 28.2 LAULA) que “los servicios locales de interés general se prestan en 
régimen de servicio público cuando la propia entidad local realiza, de forma directa o median-
te contrato administrativo, la actividad objeto de la prestación”. Por otra parte, “los servicios 
locales de interés general se prestan en régimen de servicio reglamentado cuando la actividad 
que es objeto de la prestación se realiza por particulares conforme a una ordenanza local del 
servicio que les impone obligaciones específicas de servicio público en virtud de un criterio de 
interés general” (art. 28.3 LAULA).

Habida cuenta de que lo que el Ayuntamiento quiere es prestar el servicio mediante la 
constitución de una Cooperativa de Servicios Públicos, creemos que no hay ninguna duda en 
que estamos ante un servicio que se va a prestar en régimen de servicio público. Es por esto 
que la norma aplicable para el establecimiento del servicio es el art. 30 LAULA, no el 29, que 
es para los servicios que se prestan en régimen de servicio reglamentado.

El art. 30 LAULA regula la creación de servicios públicos mediante ordenanza local. Exige, 
pues, que se establezca una regulación, aprobada por el Pleno, y que ésta adopte en todo caso 
la forma de ordenanza local (art. 22.2.d LBRL). 

Dice el art. 30.1 LAULA lo siguiente:

´/DV�HQWLGDGHV�ORFDOHV�DFRUGDUiQ��SRU�PHGLR�GH�RUGHQDQ]D��OD�FUHDFLyQ�\�HO�UpJLPHQ�
de funcionamiento de cada servicio público local. La prestación del servicio se iniciará 

D�OD�HQWUDGD�HQ�YLJRU�GH�OD�RUGHQDQ]D�FRUUHVSRQGLHQWH�µ

El art. 30.3 LAULA determina el contenido mínimo de la ordenanza creadora y reguladora 
del servicio público, que debe establecer al menos lo siguiente:

a) Alcance, carácter, contenido y regularidad de las prestaciones que incluya.

b) Forma de financiación del servicio, especificando, cuando estén previstas aportaciones 
de los usuarios, si se establecen o no diferencias económicas en beneficio de las personas 
o los grupos sociales de menor capacidad económica o merecedoras de especial protec-
ción.

c) Modalidades de gestión y sanciones que se puedan imponer al prestador.

d) Estándares de calidad del servicio.

e) Derechos y deberes de los usuarios.

f) Régimen de inspección y de valoración de calidad de cada servicio.

En cuanto a la mayoría que necesita el Pleno del Ayuntamiento para aprobar esta Orde-
nanza, por la que se crea y regula el servicio, estimamos que es suficiente mayoría simple, ya 
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que la LBRL sólo exige mayoría absoluta para la elección del modo de gestión del servicio (art. 
47.2.k), por lo que debe aplicarse la regla general (art. 47.1).

Finalmente, debe tenerse en cuenta que, una vez creado el servicio público, el art. 30.4 
LAULA dispone que “todo ciudadano o ciudadana podrá exigir en la vía administrativa, o 
en el orden jurisdiccional correspondiente, la prestación del servicio público en los estrictos 
términos regulados en la correspondiente ordenanza”. Es cierto que los supuestos que esta-
mos analizando en este dictamen no son necesariamente servicios públicos obligatorios, cuya 
prestación viene impuesta por el legislador básico estatal en el art. 26 LBRL, y cuya exigencia 
en vía judicial es un derecho del vecino, conforme al art. 18.1.g) LBRL. No obstante, una vez 
creado el servicio, y en virtud de la LAULA, existe una acción pública a favor de todo ciuda-
dano para exigir en vía administrativa o en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, 
la prestación del servicio público local en los estrictos términos regulados en la correspondiente 
ordenanza. 

4.2. La elección del modo de gestión del servicio público

Una vez creado el servicio, procede adoptar una decisión sobre la concreta forma de gestión 
del mismo, eligiendo una en concreto de entre las diversas opciones que ofrece el ordenamien-
to jurídico. Esto último es lo que en el Derecho español se ha conocido tradicionalmente como 
los modos de gestión de los servicios públicos, y constituye una parte medular de la disciplina 
del Derecho administrativo, y, en particular, de la teoría del servicio público. La elección de 
la forma de gestión del servicio entra de lleno dentro de las potestades que tiene la entidad 
local sobre el servicio público, que pasan, como hemos señalado, por su creación, regulación, 
modificación, extinción, y también, claro está, la decisión sobre cómo gestionarlo. Todas estas 
potestades públicas se insertan en la más genérica potestad de autoorganización local a la que 
ya también nos hemos referido.

La LBRL distingue en su art. 85.3 entre la gestión directa y la gestión indirecta. Esta misma 
línea divisoria es asumida por la LAULA en su art. 33. La competencia de nuestra Comunidad 
Autónoma para regular los modos de gestión de los servicios públicos locales la establece el 
art. 60.1.c) del Estatuto de Autonomía para Andalucía de 2007, y a ello responde el art. 33 de 
la LAULA, amparándose en esta competencia las innovaciones que pueda introducir el legis-
lador andaluz con respecto a los arts. 85 y ss. de la LBRL, como, por ejemplo, la regulación de 
las fundaciones públicas locales.

A este esquema competencial entendemos que responde también la regulación específica 
de un nuevo modo de gestión del servicio público por Andalucía, la cooperativa de servicios 
públicos, en los artículos 107 de la LSCA y 101 del RSCA. Es cierto que, como veremos más 
adelante, la asimilación de las cooperativas de servicios públicos con las sociedades de econo-
mía mixta previstas en los artículos 277.d) del TRLCSP y 85.2.B) LBRL, le da cierto anclaje 
básico a esta nueva forma de gestión. De tal forma que, lo que habría hecho el legislador 
andaluz sería desarrollar este régimen básico en la LSCA y en su RSCA. Lo criticable sería 
que, en favor de una buena sistemática, no lo haya hecho mediante una modificación de la 
LAULA, incorporando a ésta la nueva regulación de esta forma de gestión del servicio públi-
co, o encajándola dentro de la empresa mixta de colaboración público-privada regulada por 
esta Ley (art. 43). Pese a estas objeciones, que son más de técnica normativa que otra cosa, 
pensamos que existen asideros suficientes (los preceptos citados) para defender que lo que 
ha hecho Andalucía con los artículos 107 de la LSCA y 101 del RSCA es, o bien establecer 
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un nuevo modo de gestión de los servicios públicos locales, o bien desarrollar la sociedad de 
economía mixta como modo de gestión ya establecido por el Estado, todo ello en el ejercicio 
de las competencias que le atribuye el Estatuto de Autonomía. 

Debe decirse que, aunque esta figura específica de la cooperativa de servicios públicos re-
sulte una fórmula novedosa, sólo prevista hasta ahora en la Comunidad Autónoma de Valen-
cia (art. 99 de la ya derogada Ley 8/2003, de 24 de marzo, de Cooperativas de la Comunidad 
Valenciana, art. 99 del vigente Decreto legislativo 2/2015, de 15 de mayo, del Consell, por 
el que aprueba el texto refundido de la Ley de Cooperativas de la Comunitat Valenciana), la 
sociedad cooperativa como forma de gestión del servicio ya se recogía en otras Comunidades 
Autónomas (art. 198 de la Ley Foral 6/1990 de 2 de julio, de la Administración local de Nava-
rra; art. 308 de la Ley 5/1997, de 22 de julio, de Administración local de Galicia; art. 216 de 
la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración local de Aragón; art. 217 de la Ley 1/2003, de 
3 de marzo de la Administración local de La Rioja; art. 266 del Decreto Legislativo de 2/2003, 
de 28 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Municipal y de Régimen 
Local de Cataluña; art. 171 de la Ley 20/2006, de 15 de diciembre, Municipal y Régimen 
Local de Illes Balears; art. 295 del Decreto 179/1995, de 13 de junio, por el que se aprueba 
el Reglamento de Obras, Actividades y Servicios de las Entidades Locales de Cataluña; y art. 
315 del Decreto 347/2002, de 19 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de 
Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón). Además, resulta 
interesante recordar que las sociedades cooperativas, como modo de gestión de los servicios 
públicos, aparecían expresamente en la redacción del art. 85.4 de la LBRL que estuvo vigente 
en España desde su aprobación en 1985 hasta 2003 (Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de 
medidas para la modernización del Gobierno local).

Pero es que, además, se debe defender el carácter abierto para los entes locales de los mo-
dos de gestión de los servicios públicos, entendiendo que, pese al elenco cerrado que contiene 
la enumeración del art. 85.2 LBRL, las propias entidades locales pueden elegir otras formas 
de gestión no previstas expresamente en este artículo. El fundamento de esta argumentación 
es, una vez más, el amplio alcance de la potestad de autoorganización (art. 4.1.a LBRL) en su 
conexión con el principio de autonomía local (art. 137 CE).

En todo caso, la competencia para elegir el modo de gestión corresponde al Pleno del 
Ayuntamiento (art. 22.2.f LBRL), mediante acuerdo del mismo que debe adoptarse por ma-
yoría absoluta, ya que así lo exige expresamente el art. 47.2.k) de la LBRL.

4.3. La diferenciación entre gestión directa e indirecta

El art. 33.1 de la LAULA establece, asumiendo la clásica división marcada por el legislador 
básico estatal, lo siguiente:

´/RV�VHUYLFLRV�S~EOLFRV�ORFDOHV�SXHGHQ�JHVWLRQDUVH�de forma directa, por la propia 

entidad, o de forma indirecta, mediante modalidades contractuales de colaboración”.

Añade en el art. 33.2 LAULA qué es gestión directa:

´7LHQH� OD� FRQVLGHUDFLyQ�GH�JHVWLyQ�SURSLD�R�GLUHFWD� OD�SUHVWDFLyQ�GH� ORV� VHUYLFLRV�
públicos que las entidades locales desarrollen por sí o a través de sus entes vinculados 

o dependientes”.
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Y en el art. 33.4 LAULA:

“Son modalidades contractuales de colaboración las previstas con este carácter en 

OD�OHJLVODFLyQ�EiVLFD�VREUH�FRQWUDWRV�GHO�VHFWRU�S~EOLFR�SDUD�HO�FRQWUDWR�GH�JHVWLyQ�GH�
servicios públicos”.

La gestión directa se caracteriza porque el servicio público se gestiona por la propia entidad 
local, bien mediante sus propios servicios u organización interna, bien a través de entidades 
instrumentales vinculadas o dependientes de la misma, ya sean entidades de derecho público 
(agencias), ya sean de derecho privado (sociedades y fundaciones). Esto es, otras entidades, 
con personalidad jurídica diferenciada de la del Ayuntamiento, pero, en todo caso, dependien-
tes del mismo. 

Pero al hilo de esto último debe destacarse la que es una importante nota definitoria de la 
gestión directa. Si se utiliza una entidad instrumental de derecho privado, como una sociedad 
mercantil (art. 38 LAULA), ésta debe estar en todo caso íntegramente participada por el Ayun-
tamiento, o incluso por varios Ayuntamientos, si estamos ante una sociedad interlocal (art. 
39 LAULA). Pero sin que se dé nunca espacio a la participación privada, por terceros ajenos 
al sector público. Esto es, la sociedad mercantil tiene que ser enteramente pública, no cabe 
participación privada, pues si hubiera tal, se estaría dando entrada en la gestión del servicio 
público a un particular, y entonces estaríamos ante una modalidad de gestión indirecta. Con 
toda claridad, lo exige el art. 38.3 LAULA, que al regular la sociedad mercantil local como 
modalidad de gestión directa, dispone que “su capital social será íntegramente de titularidad 
directa o indirecta de una entidad local” (también el art. 39.1 LAULA para la sociedad in-
terlocal, que requiere “capital exclusivo público local, con prohibición expresa de entrada de 
capital privado”.

Por el contrario, la gestión indirecta se caracteriza porque el servicio público se asume por 
un tercero, al que el Ayuntamiento le cede el ejercicio de la competencia, que no la titulari-
dad, siendo esto lo característico del contrato de gestión de servicios públicos, en la forma 
en que aparece regulado por el art. 8.1 del TRLCSP. Recordemos que en este precepto se 
establece que:

´(O�FRQWUDWR�GH�JHVWLyQ�GH�VHUYLFLRV�S~EOLFRV�HV�DTXHO�HQ�FX\D�YLUWXG�XQD�$GPLQLVWUD-

FLyQ�3~EOLFD��«��HQFRPLHQGD�D�XQD�SHUVRQD��QDWXUDO�R�MXUtGLFD��OD�JHVWLyQ�GH�XQ�VHUYLFLR�
cuya prestación ha sido asumida como propia de su competencia por la Administración 

�«��HQFRPHQGDQWHµ�

La presencia de terceros en la gestión del servicio es lo que justifica el recurso a las mo-
dalidad contractuales de colaboración público-privada previstas en el TRLCSP. No es la Ad-
ministración ni ninguna de sus entidades dependientes la que presta el servicio público, el 
ordenamiento permite a la Administración elegir que lo gestione un tercero, pero para que 
este tercero colabore con ella es necesario que se celebre un contrato entre ambos, y que el 
contratista sea seleccionado mediante un procedimiento basado en la libre concurrencia, exi-
gencias éstas de nuestro Derecho interno (art. 1 TRLCSP), pero también del Derecho europeo 
(Directiva 2004/18/CE y Directiva 2014/24/UE). 

Este contrato es el contrato de gestión de servicios públicos (art. 8.1 TRLCSP), puesto que 
éste constituye propiamente su objeto, en los términos que acabamos de ver. Y las modali-
dades del mismo aparecen enunciadas en el art. 277 del TRLCSP. De todas ellas, concesión, 
gestión interesada y concierto, tienen en común el que la Administración no se integra en la 
organización de la gestión del servicio por el tercero.
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Es distinto el caso de la sociedad de economía mixta, en la que la Administración participa 
por sí o por medio de una entidad pública, en concurrencia con personas naturales o jurídicas. 
Esto es, en esta modalidad de contratación, la Administración sí participa en la organización 
de la gestión del servicio con el tercero, integrándose con éste en la persona jurídica que se 
crea a tal efecto, la sociedad de economía mixta. Estamos ante lo que el Libro verde de la 
Comisión, de 30 de abril de 2004, sobre la colaboración pública-privada y el Derecho comu-
nitario en materia de contratación pública y concesiones, ha denominado, diferenciándola de 
las formas de colaboración contractuales en sentido estricto, colaboración institucionalizada 
(apartado 20).

Es cierto que en este último supuesto la Administración participa de la constitución de una 
nueva personificación jurídica, una sociedad en la que se integra, y de la que forma parte. 
Podría pensarse que el hecho de que el Ayuntamiento se integre en esta sociedad para gestio-
nar el servicio es tanto como gestionarlo por sí misma, que el Ayuntamiento y la sociedad son 
la misma persona, cayendo en la tentación de asimilar esta sociedad a una forma de gestión 
directa. Este planteamiento debe descartarse de forma tajante por varias razones. 

La primera, porque la mera presencia de terceros en la sociedad que se constituye supone 
ya la participación de éstos en la gestión, particulares externos a la titularidad y al ejercicio de 
poderes públicos, cuya presencia inclina la balanza del lado de la gestión indirecta (Sentencia 
del TJCE, Asunto C-26/03, Stadt Halle, Rec. 2005, I-1, apartado 49), obligando a arbitrar el 
mecanismo que les dé participación, por mínima que ésta sea, en el ejercicio de competencias 
públicas (este mecanismo sería el contrato). 

La segunda porque aún en el caso de que se obviara esta primera objeción, debe tenerse 
en cuenta que en la Sociedad Cooperativa de Servicios Públicos la participación del Ayunta-
miento no puede ser nunca superior a un 49%, según exigencia legal (art. 54.3 LSCA). Esto 
último implica la falta de control mayoritario o de posición dominante en la sociedad por parte 
de la entidad local. Lo que no obsta, recordemos, a que el Ayuntamiento tenga potestades 
que le permitan controlar la prestación del servicio durante la ejecución del contrato por la 
cooperativa, que haría las veces de contratista de la Administración. Pero en cualquier caso, 
y precisamente también por esto último que acabamos de decir, teniendo bien claro que la 
Sociedad Cooperativa de Servicios Públicos no es el Ayuntamiento.

Así, a diferencia de una sociedad mercantil local íntegramente participada por la Adminis-
tración local (art. 38.3 LAULA), y a la que el Ayuntamiento puede hacerle encomiendas de 
gestión como medio propio del mismo, sin necesidad de someter el encargo a licitación pública 
(arts. 24.6 y 4.1.n TRLCSP, y, recuérdese, además, en el primero de estos artículos, que “si se 
trata de sociedades, además, la totalidad de su capital tendrá que ser de titularidad pública”), 
la Cooperativa de Servicios Públicos no es el Ayuntamiento, no es medio propio del mismo, 
y la gestión del servicio por ésta exige en todo caso una licitación. Otra cosa será, cómo y en 
qué momento se haga esta licitación, cuestiones éstas que analizaremos más adelante.

4.4. La Cooperativa de Servicios Públicos como sociedad de economía 
mixta

Como ya se ha dicho, la consideración de las sociedades cooperativas como sociedades de 
economía mixta aparecía en la versión inicial de la LBRL de 1985 (art. 85.4), aunque se eli-
mina en el año 2003, cuando se decide no enumerar en la LBRL las modalidades del contrato 
de gestión de servicios públicos, sino simplemente remitir a la enumeración que se hiciera en 
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la ley de contratación pública. Pese a ello, la cuestión no debe plantear mayores dudas, puesto 
que algunas Comunidades Autónomas han seguido utilizando a las cooperativas como mo-
dalidad de gestión de los servicios públicos (en una regulación similar a la andaluza, Valencia, 
pero no sólo). No cabe duda de que, cuando se plantean las distintas formas societarias que 
pueden encajar en la modalidad de la sociedad de economía mixta, se han de incluir sin nin-
gún reparo a las sociedades cooperativas.

La sociedad de economía mixta se caracteriza, según el art. 277.d) TRLCSP, por ser una 
sociedad mixta participada por la Administración, directamente o a través de sus entes instru-
mentales, y en concurrencia con personas naturales o jurídicas. Es claro que en este concepto 
encaja como un guante la Sociedad Cooperativa de Servicios Públicos regulada en el art. 101 
del RSCA. Piénsese que esta sociedad: 1) se constituye para la prestación de servicios públicos 
(art. 101.1 RSCA); 2) cuenta con participación pública y privada (art. 101.2 RSCA).

Es cierto que puede inducir a cierta confusión la expresión del art. 101.1 RSCA, que habla 
de “prestación directa” de los servicios por la cooperativa. En nuestra opinión, no es más que 
una desafortunada expresión terminológica que no debe llevar a pensar que estamos ante 
una modalidad de gestión directa. Como decimos, la presencia de particulares en la sociedad 
descarta tajantemente esta interpretación.

En el TRRL se distinguen entre las sociedades locales como forma de gestión directa (art. 
103) y las sociedades como forma de gestión indirecta (arts. 104 y 105). Estamos ante una 
norma estatal cuyos preceptos, al menos en este punto, no tienen carácter básico, salvo en lo 
que coincidan con la LBRL (Disposición final 7ª TRRL), pero que sí es de aplicación supletoria 
a las entidades locales.

Atendemos a los arts. 104 y 105 TRRL, pues, como se ha explicado, la sociedad de economía 
mixta es una modalidad de gestión indirecta. Pues bien, en el art. 104.1 TRRL, se dice que:

´3DUD�OD�JHVWLyQ�LQGLUHFWD�GH�ORV�VHUYLFLRV�SRGUiQ�ODV�(QWLGDGHV�ORFDOHV�XWLOL]DU� ODV�
formas de Sociedad mercantil o cooperativa cuyo capital social sólo parcialmente per-

tenezca a la Entidad”.

El art. 105 TRRL dispone que:

´(Q�ODV�6RFLHGDGHV�PHUFDQWLOHV�R�FRRSHUDWLYDV�D�TXH�VH�UHÀHUH�HO�DUWtFXOR�DQWHULRU��
la responsabilidad de la Entidad local se limitará a lo que expresamente conste en la 

HVFULWXUD�GH�FRQVWLWXFLyQ��VLQ�TXH��HQ�QLQJ~Q�FDVR��VHD�LQIHULRU�DO�YDORU�GH�ORV�ELHQHV�R�
derechos aportados por aquélla”.

También al respecto, el art. 103 del RSCL, establece que:

“Las Empresas mixtas se constituirán, mediante escritura pública, en cualquiera de 

las formas de Sociedad mercantil comanditaria, anónima o de responsabilidad limitada”.

Esto es, una sociedad cooperativa que se configure como sociedad de economía mixta es 
una sociedad con limitación de responsabilidad. Ni más ni menos que lo ya es de por sí una 
sociedad cooperativa, conforme a su configuración legal (art. 53.2 LSCA). Ningún problema, 
por tanto, a este respecto.

La LAULA también dedica un artículo a la regulación de la sociedad de economía mixta, 
que realmente añade poco a lo establecido por la legislación básica estatal, con la que es 
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plenamente respetuosa. Así, en el art. 43 de la LAULA, bajo la rúbrica “La empresa mixta de 
colaboración pública-privada”, se puede leer lo que sigue:

´���/RV�HQWHV� ORFDOHV�SXHGHQ�JHVWLRQDU� ORV�VHUYLFLRV� ORFDOHV�GH� LQWHUpV�HFRQyPLFR�
JHQHUDO�PHGLDQWH�OD�FRQVWLWXFLyQ�R�SDUWLFLSDFLyQ�HQ�HPSUHVDV�PL[WDV��/D�HPSUHVD�PL[WD�
es una sociedad mercantil con limitación de responsabilidad cuyo capital sólo parcial-

mente pertenece, directa o indirectamente, a la entidad local.

���(Q�WRGR�FDVR��HO�SURFHVR�GH�FRQVWLWXFLyQ�GH�HVWDV�VRFLHGDGHV�WLHQH�TXH�DVHJXUDU�
OD�OLEUH�FRQFXUUHQFLD�\�OD�LJXDOGDG�GH�RSRUWXQLGDGHV�GHO�FDSLWDO�SULYDGR��SRU�OR�TXH�OD�
selección del socio privado estará sujeta a los procedimientos de concurrencia que re-

VXOWHQ�GH�DSOLFDFLyQ�VHJ~Q�OD�OHJLVODFLyQ�GH�FRQWUDWRV�GHO�VHFWRU�S~EOLFR�µ

En este punto hubiera sido deseable que el legislador andaluz hubiera modificado este 
precepto para dar cabida en buena técnica normativa a las cooperativas de servicios públicos. 
Hubiera bastado con que en el art. 43.1 LAULA se hubiera suprimido el adjetivo “mercantil”. 
Pese a ello, como ya hemos dicho, nada obsta a incluir a las cooperativas de servicios públicos 
dentro de esta figura, en la medida en que comparten las notas características de la empresa 
mixta de colaboración pública-privada, y, en todo caso, lo que es más relevante, la de las fór-
mulas institucionalizadas de colaboración público-privada a las que se refiere el Libro verde 
de la Comisión, de 30 de abril de 2004, sobre la colaboración pública-privada y el Derecho 
comunitario en materia de contratación pública y concesiones (apartado 53).

4.5. La Sociedad Cooperativa de Servicios Públicos no es una sociedad 
de mercado sino una sociedad de servicio público

Existe una última cuestión que debemos tratar aquí, en pos de la claridad conceptual y 
terminológica, y a fin de evitar la aplicación de normas que no vienen al caso. No debe con-
fundirse la utilización de la sociedad de economía mixta como sociedad de servicio público, 
que es nuestro caso, con su uso como sociedad de mercado, que no lo es. 

Esta diferenciación es la que subyace en la acertada regulación separada que ha hecho 
la LAULA de la empresa mixta de colaboración pública-privada (art. 43), por un lado, y la 
empresa pública local (art. 46), de otro. La primera es una  sociedad de servicio público, la 
segunda una sociedad de mercado. 

El objeto de una sociedad de servicio público es gestionar servicios de interés general (art. 
43.1 LAULA). El objeto de una sociedad de mercado es canalizar la potestad que la CE (art. 
128.2) atribuye a las entidades locales para el ejercicio de actividades económicas (art. 46.1 
LAULA). La empresa pública local realiza “actividades comerciales o de gestión de servicios 
en régimen de mercado, actuando bajo el principio de la libre competencia” (art. 46.3 LAU-
LA), lo que no es el caso de la empresa mixta de colaboración pública-privada, que actúa en 
un régimen de servicio público (art. 30 LAULA).

Ambas tienen en común la participación pública-privada (arts. 43.1 y 46.2 LAULA), pero 
sólo la sociedad de servicio público exige libre concurrencia en el proceso de selección de los 
socios privados (art. 43.2 LAULA), porque tiene por objeto la gestión de un servicio público, y 
la libre concurrencia es una exigencia de la legislación de contratos públicos y de las directivas 
europeas en materia de contratación. 
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En cualquier caso, esta matización lleva a una importante consecuencia. Los preceptos 
sobre la empresa pública local previstos en la LAULA (arts. 46 y ss.) no se aplican para la 
constitución de una cooperativa de servicios públicos.

V. SELECCIÓN DEL SOCIO PRIVADO Y LICITACIÓN DEL SERVICIO

Francisco Toscano Gil
Profesor Acreditado Titular de Derecho Administrativo

Universidad Pablo de Olavide 

5. PREgUNTAS

1ª) Siendo dos las modalidades: la licitación de socios o la licitación del servicio, 
¿Qué procedimiento es más fácil y rápido?
2ª) ¿Cuál de ellas proporciona mayores posibilidades de que el desarrollo econó-
mico y social que se pretende quede en el municipio, es decir, que no sea gestio-
nado por una empresa externa con trabajadores no locales?
3ª) ¿Qué procedimiento es primero, el de creación de la cooperativa a nivel muni-
cipal o el de licitación de los socios?
4ª) ¿Cuánto es el tiempo total de duración de cada uno de estos procedimientos? 

RESPUESTAS

1ª) Lo más práctico (fácil y rápido) es hacerlo a la vez, se licitan los socios y el servicio al 
mismo tiempo. Esto es, en la licitación de los socios se incluye la licitación del servicio, y éstos 
se seleccionan en atención a ésta.

Sólo habría que realizar una nueva licitación del servicio si, posteriormente a la constitución 
de la cooperativa, se quisiera que ésta gestione algún otro servicio que no se tuvo en cuenta 
cuando se seleccionaron los socios. En este caso, son dos las opciones posibles: a) ampliar 
participaciones y socios vinculados al nuevo servicio, se licitan de nuevos los dos al mismo 
tiempo, en la misma forma en que se hizo la primera vez; b) no se amplían participaciones y 
socios, sólo se licita el servicio, la cooperativa concurre a la licitación, y de resultar adjudicata-
ria gestiona el servicio como concesionario.

2ª) Que el adjudicatario del servicio sea la cooperativa u otra empresa no es algo que de-
penda, en principio, del procedimiento que se emplee. 

No obstante, deben valorarse las posibles ventajas que puede suponer el que, licitando 
socios y servicios al mismo tiempo, no se hagan posteriormente nuevas licitaciones una vez 
constituida la cooperativa. Ello requiere que en la primera licitación se tengan en cuenta todos 
los servicios que se quieran prestar en el futuro. 

De tener que realizarse nuevas licitaciones en el futuro, en atención a servicios no previstos, 
deberían ponderarse también las posibles ventajas de hacerlo ampliando socios y participa-
ciones.
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Estas opciones deben conjugarse con la inclusión de cláusulas sociales en los pliegos del 
contrato.

3ª) Primero se seleccionan los socios y se licita el servicio, atendiendo a la normativa de 
contratación pública, y luego se constituye la cooperativa, conforme a la LSCA y al RSCA. Si 
bien, en la selección de los socios y licitación del servicio se tiene que tener en cuenta ya la 
constitución de la sociedad de economía mixta, que adoptará, en su caso, la forma de coope-
rativa. Eso sí, no puede hacerse determinando de forma cerrada un concreto tipo societario, 
porque ello sería discriminatorio, contrario a los principios que rigen la contratación pública.

Distinto es el caso de que se trate de una cooperativa ya creada, en la que se integre el 
municipio. En este supuesto, primero se seleccionan los socios de una entidad ya constituida, 
licitándose el servicio al mismo tiempo, atendiendo a la normativa de contratación pública. Si 
como resultado de la licitación el contrato se adjudica a la cooperativa, tras la integración del 
Ayuntamiento en la misma, se procede a la transformación de ésta en cooperativa de servicios 
públicos, conforme a la LSCA y al RSCA. También en este caso, en la selección de los socios 
y licitación del servicio debe tenerse en cuenta la futura transformación en cooperativa de 
servicios públicos, si fuera una cooperativa la adjudicataria del contrato.

4ª) No se puede determinar con precisión el tiempo exacto de duración de cada procedi-
miento, pues éste variará en función de las diversas hipótesis concurrentes, las que resulten de 
las distintas opciones que ofrece la normativa de contratación pública (TRLCSP), en atención 
a los diversos tipos de expedientes de preparación del contrato, así como a los distintos pro-
cedimientos que existen para la selección del contratista. Además, cada uno de estos procedi-
mientos presenta múltiples especialidades en atención a opciones diversas que pueden llevar 
a caminos y plazos muy distintos.

FUNDAMENTACIÓN JURíDICA

Como ya se ha expuesto en este dictamen, existen dos vías principales para poner en mar-
cha una cooperativa de servicios públicos: a) el Ayuntamiento promueve la constitución de la 
sociedad cooperativa, buscando los socios que se incorporen a la misma; b) el Ayuntamiento 
se incorpora como socio a una sociedad cooperativa ya constituida, y ésta se convierte des-
pués en cooperativa de servicios públicos. En ambos casos, dado que el objeto de la coope-
rativa será la gestión de servicios públicos, la selección de los socios privados debe hacerse 
mediante procedimientos que impliquen libre y pública concurrencia y eviten las discrimina-
ciones, porque así lo exigen los principios del Derecho de la contratación pública, tanto interno 
como europeo.

La LAULA atiende a estos principios en su art. 43.2, cuando para la constitución de una 
sociedad de economía mixta gestora de servicios públicos, como lo que es la cooperativa de 
servicios públicos, exige lo siguiente:

´(Q�WRGR�FDVR��HO�SURFHVR�GH�FRQVWLWXFLyQ�GH�HVWDV�VRFLHGDGHV�WLHQH�TXH�DVHJXUDU�OD�
OLEUH�FRQFXUUHQFLD�\�OD�LJXDOGDG�GH�RSRUWXQLGDGHV�GHO�FDSLWDO�SULYDGR��SRU�OR�TXH�OD�VHOHF-

ción del socio privado estará sujeta a los procedimientos de concurrencia que resulten 

GH�DSOLFDFLyQ�VHJ~Q�OD�OHJLVODFLyQ�GH�FRQWUDWRV�GHO�VHFWRU�S~EOLFR�µ

En esta parte del dictamen utilizaremos como fundamento de nuestras afirmaciones la Co-
municación interpretativa de la Comisión relativa a la aplicación del Derecho comunitario en 



37

materia de contratación pública y concesiones a la colaboración público-privada institucio-
nalizada (CPPI) (2008/C 91/02). Esta Comunicación no crea ninguna normativa nueva, pero 
refleja la interpretación que la Comisión hace del Tratado CE, las directivas sobre los contratos 
públicos y la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (TJCE). Por 
tanto, aún no siendo propiamente una fuente del Derecho, constituye un recurso de indudable 
autoridad.

5.1. Selección del socio privado y licitación del servicio para el caso de 
que el Ayuntamiento quiera constituir una cooperativa ex novo

Si se quiere constituir una cooperativa de servicio público ex novo, los artículos 104 RSCL 
y 104.2 TRRL ofrecen dos opciones para la selección del socio privado:

a) La suscripción pública, no de acciones, sino de participaciones en el capital social. 

b) El concurso de iniciativas en el que los concursantes formulen propuestas respecto a la 
futura sociedad (modo de constituir el capital social, participación reservada al Ayunta-
miento en la dirección, etc.).

A continuación, una vez seleccionados los socios, debe procederse a licitar el servicio, lo 
que se haría eligiendo el contrato de gestión de servicios públicos en el expediente de prepara-
ción (art. 8.1 y arts. 109 y ss. TRLCSP), y utilizando alguno de los procedimientos de licitación 
previstos en el art. 138 TRLCSP. 

No obstante, la Comisión Europea considera que lo más práctico es seleccionar socios y 
licitar el servicio al mismo tiempo, esto es, que la selección de los socios se haga en atención a 
la prestación del servicio. Para ello, los socios deberán reunir las condiciones objetivas de capa-
cidad y solvencia que se requieran para la prestación del concreto servicio (art. 54 TRLCSP).

Así, en la Comunicación interpretativa de la Comisión relativa a la aplicación del Derecho 
comunitario en materia de contratación pública y concesiones a la colaboración público-pri-
vada institucionalizada (CPPI), se establece lo siguiente:

´/D�&RPLVLyQ�FRQVLGHUD�D�HVWH�UHVSHFWR�TXH�XQD�GREOH�OLFLWDFLyQ��OD�SULPHUD�SDUD�OD�
VHOHFFLyQ�GHO�VRFLR�SULYDGR�GH�OD�&33,��\�OD�VHJXQGD��SDUD�OD�DGMXGLFDFLyQ�GHO�FRQWUDWR�
público o la concesión a la entidad de capital mixto) no resulta muy práctica.

Una de las posibilidades que se ofrecen para crear una CPPI conforme con los prin-

FLSLRV�GH�OD�OHJLVODFLyQ�FRPXQLWDULD��HYLWDQGR�ORV�SUREOHPDV�GHULYDGRV�GH�OD�GREOH�OLFL-
WDFLyQ��HV�DFWXDU�GH� OD�PDQHUD�VLJXLHQWH��HO�VRFLR�SULYDGR�HV�VHOHFFLRQDGR�PHGLDQWH�
un procedimiento de licitación transparente y competitivo cuyo objeto es el contrato 

público o la concesión que se ha de adjudicar a la entidad de capital mixto y la contri-

EXFLyQ�RSHUDWLYD�GHO�VRFLR�SULYDGR�D� OD�HMHFXFLyQ�GH�HVDV�WDUHDV�\�R�VX�FRQWULEXFLyQ�
DGPLQLVWUDWLYD�D�OD�JHVWLyQ�GH�OD�HQWLGDG�GH�FDSLWDO�PL[WR��/D�VHOHFFLyQ�GHO�VRFLR�SULYDGR�
va acompañada de la creación de la CPPI y la adjudicación del contrato público o la 

FRQFHVLyQ�D�OD�HQWLGDG�GH�FDSLWDO�PL[WR�µ��DSDUWDGR������

Por tanto, debe entenderse que, lo que recomienda la Comisión, como fórmula más respe-
tuosa de los principios de contratación pública es:

1. Licitación simultánea de socios y servicios, respetuosa de los principios de libre concu-
rrencia y no discriminación.



38

2. Que en la licitación se tenga en cuenta la contribución del socio privado a la prestación 
y gestión del servicio. Esto es, el socio se selecciona en atención a su capacidad para 
prestar y gestionar el servicio público.

3. Que en la licitación se incluya que el servicio se gestionará mediante la modalidad de 
sociedad de economía mixta. Pero sin cerrarla a un concreto tipo societario, como la 
cooperativa, lo que sería discriminatorio.

4. Si se quiere dejar abierta la posibilidad de que en el futuro la sociedad preste otros ser-
vicios, deberá preverse desde el principio, teniéndose en cuenta en la licitación inicial de 
socios y servicios. 

5.1.1. Sobre la necesidad de respetar el principio de libre concurrencia en la 
selección del socio privado, se ha pronunciado también de forma tajante la Comisión en 
el Libro verde de la Comisión, de 30 de abril de 2004, sobre la colaboración pública-privada 
y el Derecho comunitario en materia de contratación pública y concesiones:

´/D�&RPLVLyQ�WDPELpQ�GHVHD�UHFRUGDU�TXH�OD�SDUWLFLSDFLyQ�GHO�RUJDQLVPR�DGMXGLFDGRU�
en la entidad mixta, que se convierte en cotitular del contrato al término del procedimien-

WR�GH�VHOHFFLyQ��QR� MXVWLÀFD�TXH�QR�VH�DSOLTXH�HO�'HUHFKR�HQ�PDWHULD�GH�FRQWUDWDFLyQ�
pública y concesiones en la selección del socio privado, puesto que la aplicación de dicho 

Derecho comunitario no depende del carácter público, privado o mixto del contratista del 

RUJDQLVPR�DGMXGLFDGRU��&RPR�FRQÀUPy�HO�7ULEXQDO�GH�-XVWLFLD�HQ�HO�DVXQWR�Teckal, el De-

UHFKR�PHQFLRQDGR�VH�DSOLFD�FXDQGR�XQ�RUJDQLVPR�DGMXGLFDGRU�GHFLGH�FRQÀDU�XQD�WDUHD�D�
XQ�WHUFHUR��HV�GHFLU��XQD�SHUVRQD�MXUtGLFDPHQWH�GLVWLQWDµ���DSDUWDGR�����

En el mismo sentido, puede leerse en la Comunicación interpretativa de la Comisión relati-
va a la aplicación del Derecho comunitario en materia de contratación pública y concesiones 
a la colaboración público-privada institucionalizada (CPPI), lo que sigue:

´/DV�GLVSRVLFLRQHV�GH� OD� OHJLVODFLyQ�FRPXQLWDULD�HQ�PDWHULD�GH�FRQWUDWRV�S~EOLFRV�
y concesiones imponen a la entidad adjudicadora la observancia de un procedimiento 

equitativo y transparente a la hora de seleccionar al socio privado que, en el marco de 

su participación en la entidad de capital mixto, realiza suministros, obras o servicios, 

o cuando adjudica un contrato público o una concesión a la entidad de capital mixto. 

En cualquier caso, las entidades adjudicadoras no pueden «recurrir a mecanismos diri-

JLGRV�D�HQPDVFDUDU�OD�DGMXGLFDFLyQ�GH�FRQWUDWRV�S~EOLFRV�GH�VHUYLFLRV�D�HPSUHVDV�GH�
HFRQRPtD�PL[WDªµ��DSDUWDGR������

5.1.2. Acerca de los criterios de selección y adjudicación en la determinación 
del socio privado, en la Comunicación interpretativa de la Comisión relativa a la aplicación 
del Derecho comunitario en materia de contratación pública y concesiones a la colaboración 
público-privada institucionalizada (CPPI), puede leerse que:

´6HJ~Q�OD�&RPLVLyQ��HO�'HUHFKR�FRPXQLWDULR�REOLJD�D�OD�HQWLGDG�DGMXGLFDGRUD�D�SX-

blicar los criterios de selección y adjudicación para la determinación del socio privado 

GH�OD�&33,��/RV�FULWHULRV�DSOLFDGRV�GHEHQ�UHVSHWDU�HO�SULQFLSLR�GH�QR�GLVFULPLQDFLyQ���«��
La selección de candidatos a participar en el procedimiento y la selección de ofertas se 

han de efectuar tomando como base esos criterios, y la entidad adjudicadora debe ob-

VHUYDU�ODV�UHJODV�GH�SURFHGLPLHQWR�\�ORV�UHTXLVLWRV�IXQGDPHQWDOHV�ÀMDGRV�LQLFLDOPHQWHµ�
´/DV�GLUHFWLYDV�VREUH�ORV�FRQWUDWRV�S~EOLFRV�SUHYpQ�REOLJDFLRQHV�HVSHFtÀFDV�HQ�OR�TXH�

VH�UHÀHUH�D�ODV�FDSDFLGDGHV�SHUVRQDOHV�GHO�VRFLR�SULYDGR��FRPR�VRQ�OD�VLWXDFLyQ�SHUVRQDO�
GHO�FDQGLGDWR��VX�FDSDFLGDG�HFRQyPLFD�\�ÀQDQFLHUD��VX�KDELOLWDFLyQ�SDUD�HMHUFHU�OD�DFWL-
YLGDG�SURIHVLRQDO�HQ�FXHVWLyQ�\�VX�FDSDFLGDG�WpFQLFD�\�R�SURIHVLRQDO�µ��DSDUWDGR��������
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5.1.3. Sobre la necesidad de tener en cuenta en la licitación que el servicio se 
gestionará mediante la modalidad de sociedad de economía mixta, considerando 
la futura constitución de la misma, la Comunicación interpretativa de la Comisión relati-
va a la aplicación del Derecho comunitario en materia de contratación pública y concesiones 
a la colaboración público-privada institucionalizada (CPPI), establece que:

´/RV�SULQFLSLRV�GH�LJXDOGDG�GH�WUDWR�\�QR�GLVFULPLQDFLyQ�LPSOLFDQ�XQD�REOLJDFLyQ�GH�
WUDQVSDUHQFLD�TXH�FRQVLVWH�HQ�JDUDQWL]DU��D�IDYRU�GH�FXDOTXLHU�OLFLWDGRU�SRWHQFLDO��XQ�JUD-

do de publicidad adecuado que permita la apertura del mercado a la competencia. En 

HO�PDUFR�GH�OD�FUHDFLyQ�GH�XQD�&33,��HVWD�REOLJDFLyQ�LPSOLFD��VHJ~Q�OD�&RPLVLyQ��TXH�OD�
HQWLGDG�DGMXGLFDGRUD�LQFOX\D�HQ�HO�DQXQFLR�GH�OLFLWDFLyQ��R�HQ�HO�SOLHJR�GH�FRQGLFLRQHV��
OD�LQIRUPDFLyQ�IXQGDPHQWDO�VREUH�ORV�GRFXPHQWRV�VLJXLHQWHV��HO�FRQWUDWR�S~EOLFR�\�R�OD�
concesión que se ha de adjudicar a la entidad de capital mixto que habría de crearse y 

los estatutos de dicha entidad, el pacto entre accionistas y todos los demás elementos 

SRU�ORV�TXH�VH�ULJH��SRU�XQ�ODGR��OD�UHODFLyQ�FRQWUDFWXDO�HQWUH�OD�HQWLGDG�DGMXGLFDGRUD�\�
el socio privado y, por otro, la relación entre la entidad adjudicadora y la entidad de ca-

SLWDO�PL[WR�TXH�GHEH�FUHDUVH��6L�OD�HQWLGDG�DGMXGLFDGRUD�DSOLFD�HO�GLiORJR�FRPSHWLWLYR�R�
HO�SURFHGLPLHQWR�QHJRFLDGR��HV�SRVLEOH�TXH�XQD�SDUWH�GH�HVD�LQIRUPDFLyQ�QR�WHQJD�TXH�
ÀMDUVH�SRU�DQWLFLSDGR��(VWRV�HOHPHQWRV�VH�SXHGHQ�GHWHUPLQDU�GXUDQWH�HO�GLiORJR�R� OD�
QHJRFLDFLyQ�FRQ�ODV�HPSUHVDV�FDQGLGDWDV��/D�FRQYRFDWRULD�GH�OLFLWDFLyQ�GHEHUtD�LQFOXLU�
información sobre la duración prevista del contrato público que la entidad de capital 

PL[WR�KD�GH�HMHFXWDU�R�GH�OD�FRQFHVLyQ�TXH�KD�GH�H[SORWDU�µ��DSDUWDGR��������

5.1.4. La posibilidad de que la sociedad preste otros servicios en el futuro, debe 
preverse desde el principio, para que pueda tenerse en cuenta en la licitación ini-
cial de socios y servicios. Así, en la Comunicación interpretativa de la Comisión relativa a 
la aplicación del Derecho comunitario en materia de contratación pública y concesiones a la 
colaboración público-privada institucionalizada (CPPI), puede leerse que:

“Las CPPI deben conservar su campo de actividad inicial y no pueden obtener, en 

principio, nuevos contratos públicos o concesiones sin un procedimiento de licitación 

que respete el Derecho comunitario en materia de contratos públicos y concesiones.”

´6LQ�HPEDUJR��FRPR�OD�&33,�VH�VXHOH�FUHDU�SDUD�SUHVWDU�XQ�VHUYLFLR�GXUDQWH�XQ�SH-

UtRGR�EDVWDQWH�ODUJR��GHEH�HVWDU�HQ�FRQGLFLRQHV�GH�DGDSWDUVH�D�GHWHUPLQDGRV�FDPELRV�
operados en el entorno económico, jurídico o técnico. Las disposiciones comunitarias 

sobre contratos públicos y concesiones no impiden tener en cuenta estas evoluciones 

VLHPSUH�TXH�VH� FXPSODQ� ORV�SULQFLSLRV�GH� LJXDOGDG�GH� WUDWR� \�GH� WUDQVSDUHQFLD��$Vt��
FXDQGR�OD�HQWLGDG�DGMXGLFDGRUD�GHVHD��SRU�PRWLYRV�FRQFUHWRV��TXH�DOJXQDV�FRQGLFLRQHV�
de la adjudicación se puedan ajustar tras la elección del adjudicatario, se ha de prever 

expresamente esa posibilidad de adaptación, así como sus modalidades de aplicación, 

HQ�HO�DQXQFLR�GH�OLFLWDFLyQ�R�HQ�ORV�SOLHJRV�GH�FRQGLFLRQHV��\�GHÀQLU�HO�PDUFR�HQ�HO�TXH�
se ha de desarrollar el procedimiento, de manera que todas las empresas interesadas 

HQ�SDUWLFLSDU�WHQJDQ�FRQRFLPLHQWR�GH�HOOR�GHVGH�HO�LQLFLR�\�VH�HQFXHQWUHQ��SRU�OR�WDQWR��
HQ�SLH�GH�LJXDOGDG�HQ�HO�PRPHQWR�GH�SUHVHQWDU�VX�RIHUWD�µ��DSDUWDGR����

Y en otro apartado de la misma Comunicación interpretativa de la Comisión se dice que:

´6HJ~Q�OD�&RPLVLyQ��HO�SULQFLSLR�GH�WUDQVSDUHQFLD�LPSRQH�TXH�VH�LQGLTXH�FODUDPHQWH�
HQ�OD�GRFXPHQWDFLyQ�GHO�DQXQFLR�GH�OLFLWDFLyQ�ODV�SRVLELOLGDGHV�GH�UHQRYDFLyQ�R�PRGLÀ-

cación del contrato público o de la concesión adjudicada a la entidad de capital mixto, e 

indicar las posibilidades de adjudicación opcional de nuevas tareas. La documentación 

debería indicar, al menos, el número y las condiciones de aplicación de esas opciones. 
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/D�LQIRUPDFLyQ�DVt�RIUHFLGD�GHEH�VHU�OR�EDVWDQWH�GHWDOODGD�SDUD�JDUDQWL]DU�XQD�DSHUWXUD�
D�OD�FRPSHWHQFLD�HTXLWDWLYD�\�HÀFD]�µ��DSDUWDGR��������

También al respecto, en nuestro Derecho interno, debe tenerse en cuenta la Disposición adi-
cional 29ª del TRLCSP, que lleva por rúbrica “Fórmulas institucionales de colaboración entre 
el sector público y el sector privado”, y que es una plasmación de la jurisprudencia del TJCE 
en esta materia. Su texto dice así:

´��� /RV� FRQWUDWRV�S~EOLFRV� \� FRQFHVLRQHV�SRGUiQ�DGMXGLFDUVH�GLUHFWDPHQWH�D�XQD�
sociedad de economía mixta en la que concurra capital público y privado, siempre que 

la elección del socio privado se haya efectuado de conformidad con las normas estable-

cidas en esta Ley para la adjudicación del contrato cuya ejecución constituya su objeto, 

y en su caso, las relativas al contrato de colaboración entre el sector público y el sector 

SULYDGR��\�VLHPSUH�TXH�QR�VH�LQWURGX]FDQ�PRGLÀFDFLRQHV�HQ�HO�REMHWR�\�ODV�FRQGLFLRQHV�
del contrato que se tuvieron en cuenta en la selección del socio privado.

���6LQ�SHUMXLFLR�GH�OD�SRVLELOLGDG�GH�XWLOL]DU�PHGLRV�GH�ÀQDQFLDFLyQ�WDOHV�FRPR�HPL-
VLyQ�GH�REOLJDFLRQHV��HPSUpVWLWRV�R�FUpGLWRV�SDUWLFLSDWLYRV��ODV�VRFLHGDGHV�GH�HFRQRPtD�
mixta constituidas para la ejecución de un contrato público previstas en esta disposi-

ción adicional podrán:

a)  Acudir a ampliaciones de capital, siempre que la nueva estructura del mismo no 

PRGLÀTXH�ODV�FRQGLFLRQHV�HVHQFLDOHV�GH�OD�DGMXGLFDFLyQ�VDOYR�TXH�KXELHUD�HVWDGR�
prevista en el contrato.

b)  Titulizar los derechos de cobro que ostenten frente a la entidad adjudicadora del 

FRQWUDWR�FX\D�HMHFXFLyQ�VH�OH�HQFRPLHQGH��SUHYLD�DXWRUL]DFLyQ�GHO�yUJDQR�GH�FRQ-

tratación, cumpliendo los requisitos previstos en la normativa sobre mercado de 

valores.”

5.2. gestión de servicios que no se incluyeron en la licitación

Si una vez constituida la Sociedad Cooperativa de Servicios Públicos, se quiere que ésta 
gestione servicios que no se tuvieron en cuenta en la licitación, caben dos opciones:

a) Ampliar participaciones y socios vinculados al nuevo servicio, se licitan de nuevos los dos 
al mismo tiempo, en la misma forma en que se hizo la primera vez.

b) No se amplían participaciones y socios, sólo se licita el servicio, la cooperativa concurre 
a la licitación, y de resultar adjudicataria gestiona el servicio como concesionario.

La nueva licitación del servicio no puede eludirse de ninguna de las maneras, porque 
vulneraría los principios de contratación pública (Sentencia del TJCE de 15 de octubre de 
2009, asunto C-196/08, Acoset SpA contra Conferenza Sindaci e Presidenza Prov. Reg. ATO 
Idrico Ragusa, etc.). Esto es, el Ayuntamiento no puede atribuir nuevas tareas o servicios a la 
cooperativa sin pasar por una licitación. Recuérdese, además, que la cooperativa no es medio 
propio del Ayuntamiento (arts. 24.6 y 4.1.n TRLCSP).

Al respecto, puede leerse en la Comunicación interpretativa de la Comisión relativa a la 
aplicación del Derecho comunitario en materia de contratación pública y concesiones a la 
colaboración público-privada institucionalizada (CPPI), lo siguiente:

´&XDOTXLHU�PRGLÀFDFLyQ�GH�ORV�WpUPLQRV�HVHQFLDOHV�GHO�FRQWUDWR�TXH�QR�VH�KD\D�SUH-

YLVWR�HQ�HO�SOLHJR�GH�FRQGLFLRQHV�H[LJH�XQ�QXHYR�SURFHGLPLHQWR�GH�OLFLWDFLyQ��(O�7-&(�FRQ-
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sidera que un término es esencial, en particular, cuando se trata de una estipulación 

TXH��GH�KDEHU�ÀJXUDGR�HQ�HO�DQXQFLR�GH�OLFLWDFLyQ�R�HQ�HO�SOLHJR�GH�FRQGLFLRQHV��KDEUtD�
permitido a los licitadores presentar una oferta sustancialmente distinta. Cabe citar, 

como ejemplo de términos esenciales del contrato, el objeto de las obras o los servicios 

que ha de prestar el adjudicatario, o los cánones impuestos a los usuarios del servicio 

prestado por el adjudicatario.”

“En Derecho comunitario, la entidad de capital mixto es libre, como cualquier ope-

rador económico, de participar en las licitaciones públicas. Esto vale también para las 

DGMXGLFDFLRQHV�TXH�VRQ�QHFHVDULDV�SRU�XQD�PRGLÀFDFLyQ�LPSRUWDQWH�R�XQD�SURORQJD-

ción de los contratos públicos o las concesiones ya adjudicados a la entidad de capital 

mixto por la entidad adjudicadora que la creó. En ese caso, la entidad adjudicadora 

GHEH�SUHVWDU�HVSHFLDO�DWHQFLyQ�D�OD�REOLJDFLyQ�GH�WUDQVSDUHQFLD�\�D�OD�LJXDOGDG�GH�WUD-

WR�GH�WRGRV�ORV�OLFLWDGRUHV��'HEHQ�WRPDUVH�PHGLGDV�GH�VDOYDJXDUGLD�HVSHFtÀFDV�SDUD�
JDUDQWL]DU�OD�VHSDUDFLyQ�HVWULFWD�GH�ODV�SHUVRQDV�TXH�SUHSDUDQ�OD�OLFLWDFLyQ�\�GHFLGHQ�
sobre la adjudicación de la misión dentro de la entidad adjudicadora, por una parte, 

\�ODV�TXH�VH�RFXSDQ�GH�OD�JHVWLyQ�GH�OD�&33,��SRU�RWUD��\�SDUD�LPSHGLU�FXDOTXLHU�WUDQV-

PLVLyQ�GH�LQIRUPDFLyQ�FRQÀGHQFLDO�GH�OD�HQWLGDG�DGMXGLFDGRUD�D�OD�HQWLGDG�GH�FDSLWDO�
PL[WR�µ��DSDUWDGR����

E, igualmente, en otro apartado de la Comunicación interpretativa de la Comisión, desde 
la perspectiva de las cuestiones que deben tenerse en cuenta en la primera licitación, puede 
leerse que: 

´(V�GHVHDEOH�TXH�HO�FRQWUDWR�HQWUH�OD�HQWLGDG�DGMXGLFDGRUD�\�HO�VRFLR�SULYDGR�GHÀ-

QD��GH�HQWUDGD��HO�FDPLQR�D�VHJXLU�FXDQGR�QR�VH�DGMXGLFD�QLQJXQD�WDUHD�DGLFLRQDO�D�OD�
HQWLGDG�GH�FDSLWDO�PL[WR�\�R�FXDQGR�QR�VH�UHQXHYDQ�ORV�FRQWUDWRV�S~EOLFRV�TXH�WLHQH�
HQFRPHQGDGRV��6HJ~Q� OD�&RPLVLyQ�� FRQYLHQH� IRUPXODU� ORV� HVWDWXWRV� GH�PDQHUD�TXH�
permitan un cambio posterior de socio privado. Como el socio privado no se puede ex-

FOXLU�GH�RÀFLR�GH�XQ�QXHYR�SURFHGLPLHQWR�GH�OLFLWDFLyQ��OD�HQWLGDG�DGMXGLFDGRUD�GHEHUi�
SUHVWDU�HVSHFLDO�DWHQFLyQ��HQ�HVH�FDVR��D�OD�REOLJDFLyQ�GH�WUDQVSDUHQFLD�\�D�OD�LJXDOGDG�
GH�WUDWR�GH�WRGRV�ORV�OLFLWDGRUHV�µ��DSDUWDGR��������

Finalmente, también puede leerse sobre este tema en el Libro verde de la Comisión, de 30 
de abril de 2004, sobre la colaboración pública-privada y el Derecho comunitario en materia 
de contratación pública y concesiones:

´3RU�~OWLPR��FRQYLHQH�UHFRUGDU�TXH��VL�OD�HQWLGDG�PL[WD�WLHQH�FDOLGDG�GH�RUJDQLVPR�
DGMXGLFDGRU��GLFKD�FDOLGDG�OH�REOLJD�WDPELpQ�D�UHVSHWDU�HO�'HUHFKR�DSOLFDEOH�HQ�PDWHULD�
GH�FRQWUDWDFLyQ�S~EOLFD�\�FRQFHVLRQHV�D�OD�KRUD�GH�DVLJQDU�DO�VRFLR�SULYDGR�WDUHDV�TXH�
no hayan sido sacadas a concurso por parte del poder adjudicador con anterioridad a 

la constitución de la entidad mixta. El socio privado no puede aprovechar su posición 

SULYLOHJLDGD�HQ�OD�HQWLGDG�PL[WD�SDUD�UHVHUYDUVH�GHWHUPLQDGDV�WDUHDV�VLQ�FRQYRFDWRULD�
GH�FRQFXUVR�SUHYLDµ���DSDUWDGR�����

Además, los estatutos de la cooperativa deben incluir la posibilidad de ampliar a nuevos  y 
concretos servicios (art. 11 LSCA).
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5.3. Condiciones más favorables para que el servicio se gestione por la 
cooperativa

Que el adjudicatario del servicio sea la cooperativa u otra empresa no es algo que dependa, 
en principio, del procedimiento que se emplee. 

No obstante, deben valorarse las posibles ventajas que pudiera suponer el que, licitando 
socios y servicios al mismo tiempo, no se hagan posteriormente nuevas licitaciones una vez 
constituida la cooperativa. Como ya se ha dicho en los apartados precedentes, ello requiere 
que en la primera licitación se tengan en cuenta todos los servicios que se quieran prestar en 
el futuro, lo que necesariamente deberá ir vinculado a la capacidad y solvencia de los socios 
que se seleccionen. 

De tener que realizarse nuevas licitaciones en el futuro, en atención a servicios no previstos, 
deberían ponderarse también las posibles ventajas de hacerlo ampliando socios y participacio-
nes de la cooperativa ya constituida. Esto es, se trataría de llevar a cabo una nueva licitación 
que atienda a la selección de nuevos socios en atención a nuevos servicios, que también se 
licitan, en lugar de optar por licitar únicamente el nuevo servicio mediante la modalidad con-
tractual de la concesión.

Para obtener las condiciones más favorables posibles a que el servicio se gestione por la 
cooperativa, todas estas opciones deben conjugarse con la inclusión de cláusulas sociales en 
los pliegos del contrato, en la forma establecida en el TRLCSP, como condiciones especiales 
de ejecución del contrato (art. 118), como criterios de valoración de las ofertas (art. 150) o 
como criterios de desempate o preferencia en caso de empate entre ofertas de los licitadores 
(Disposición Adicional 4ª).

5.4. Selección del socio privado y licitación del servicio para el caso de 
que el Ayuntamiento se quiera integrar en una cooperativa preexistente

Si lo que se quiere es integrar al Ayuntamiento en una cooperativa ya constituida, y trans-
formar luego ésta en cooperativa de servicios públicos, estaríamos en el supuesto descrito en 
el art. 104.1ª del RSCL:

“Adquisición por la Corporación interesada de participaciones o acciones de Empre-

VDV�\D�FRQVWLWXLGDV��HQ�SURSRUFLyQ�VXÀFLHQWH�SDUD�FRPSDUWLU�OD�JHVWLyQ�VRFLDO�µ

Este procedimiento exigiría modificación de los estatutos de la cooperativa  de acuerdo con 
lo establecido en el art. 105 del RSCL:

´���&XDQGR�OD�&RUSRUDFLyQ�LQWHUYLQLHUH�HQ�XQD�(PSUHVD��D�WHQRU�GHO�Q~PHUR�����GHO�
DUWtFXOR�DQWHULRU��OD�6RFLHGDG�FRQWLQXDUi�ULJLpQGRVH�SRU�VXV�SURSLRV�(VWDWXWRV�

���/D�-XQWD�*HQHUDO�SRGUi��QR�REVWDQWH��FRQ�HO�©TXyUXPª�GLVSXHVWR�SDUD�OD�PRGLÀFD-

FLyQ�GH�ORV�(VWDWXWRV��PRGLÀFDUORV�SDUD�TXH�OD�(PSUHVD�SDVH�D�VHU�SURSLDPHQWH�PL[WD�R�
VRPHWLGD�DO�SUHVHQWH�5HJODPHQWR�µ
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Finalmente, habría que pasar en todo caso por una modificación de la cooperativa, para 
transformarla en cooperativa de servicios públicos, siguiendo el procedimiento establecido en 
la LSCA y en el RSCA (arts. 74 LSCA y art. 59 RSCA), que expondremos en otra parte de 
este dictamen.

Lo que diferenciaría esta forma de constitución de la cooperativa de servicio público de la 
que expusimos en primer lugar, es que en este supuesto la cooperativa ya está constituida, si 
bien, sin participación del municipio, que no forma parte de la misma. Lo primero que hace el 
Ayuntamiento en este supuesto es licitar socios y servicios, siendo lo último la transformación 
de la cooperativa preexistente en cooperativa de servicio público, eso sí, en el caso de que 
resulte adjudicataria del contrato tras el procedimiento de selección.

Debe tenerse bien presente que este modo de constitución de la cooperativa de servi-
cio público tiene en común con el primero, los siguientes condicionantes derivados del 
Derecho de la contratación pública, que no pueden obviarse porque se haga de esta otra 
manera:

1) Licitación simultánea de socios y servicios, respetuosa de los principios de libre concu-
rrencia y no discriminación.

2) Que en la licitación se tenga en cuenta la contribución del socio privado a la prestación 
y gestión del servicio. Esto es, el socio se selecciona en atención a su capacidad para 
prestar y gestionar el servicio público.

3) Que en la licitación se incluya que el servicio se gestionará mediante la modalidad de 
sociedad de economía mixta. Pero sin cerrarla a un concreto tipo societario, como la 
cooperativa, lo que sería discriminatorio.

 Estimamos que, en este supuesto, debe preverse también la futura transformación de 
la sociedad en una cooperativa de servicio público, aunque sólo para el caso de que 
resultara adjudicataria del contrato una entidad cooperativa. Si no se hiciera con esta 
salvedad, también sería discriminatorio.

4) Si se quiere dejar abierta la posibilidad de que en el futuro la sociedad preste otros ser-
vicios, deberá preverse desde el principio, teniéndose en cuenta en la licitación inicial de 
socios y servicios. 

Por lo demás, el tema de la asignación de nuevos servicios a la cooperativa, no previstos 
inicialmente en los pliegos, se solventa aquí de la misma manera que en el supuesto anterior, 
por lo que debemos remitirnos en este punto a las soluciones y argumentos que ya dimos 
entonces.

A su vez, damos por reproducidos aquí los fundamentos jurídicos que, basados en la Co-
municación interpretativa de la Comisión relativa a la aplicación del Derecho comunitario en 
materia de contratación pública y concesiones a la colaboración público-privada instituciona-
lizada (CPPI), esgrimimos en apartados precedentes, puesto que, como ya se ha dicho, son 
comunes a este otro modo de constitución de la cooperativa de servicio público.

Para finalizar, debemos apuntar que también en este caso el contrato a elegir durante el 
expediente de preparación será el de gestión de servicios públicos (art. 8.1 y arts. 109 y ss. 
TRLCSP), debiendo utilizarse igualmente alguno de los procedimientos de licitación previstos 
en el art. 138 TRLCSP. 
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VI. SOCIOS DE LA COOPERATIVA DE SERVICIOS PÚBLICOS: SU 
CLASIFICACIÓN, LOS PORCENTAJES DE PARTICIPACIÓN DE LOS 
SOCIOS PRIVADOS, Y EL MOMENTO EN QUE DEBE HACERSE SU 
SELECCIÓN

Francisco Toscano Gil
Profesor Acreditado Titular de Derecho Administrativo

Universidad Pablo de Olavide

Laura López de la Cruz
Profesora Acreditada Titular de Derecho Civil

Universidad Pablo de Olavide

6. PREgUNTAS

1ª) ¿Cuáles son los tipos de socios en este tipo de cooperativa en concreto?
2ª) ¿Quién define el número de socios a licitar? ¿El número de socios es limitado? 
¿Cómo se llevan a cabo las limitaciones?
3ª) ¿Cuál podría ser la mínima aportación de capital social de los socios trabaja-
dores?
4ª) ¿Qué requisitos subjetivos deben reunir los socios como contratistas del sec-
tor público?

RESPUESTAS

1ª) En una cooperativa de servicios públicos existen socios públicos y socios privados. En 
nuestro caso, el socio público es el Ayuntamiento de Villamanrique de la Condesa, aunque 
también pueden incluirse otras entidades públicas. Los socios privados pueden ser socios 
trabajadores y socios usuarios. Pero también puede contarse de esta parte con entidades pri-
vadas que tengan experiencia demostrada en el sector.

2ª) De entre los socios privados, el tipo de socios y el número de socios a licitar es una de-
cisión del Ayuntamiento, que debe plasmar en los pliegos de la licitación, pero que cuenta con 
ciertas limitaciones impuestas por la normativa de cooperativas andaluza.

3ª) La normativa andaluza impone un porcentaje máximo de aportación de capital social 
para los socios trabajadores, que debe ser del 25%.

4ª) Los requisitos que debe reunir el contratista para poder contratar con el sector público se 
pueden resumir en tres: capacidad, solvencia y no estar incurso en prohibición para contratar.

FUNDAMENTACIÓN JURíDICA

6.1. Los tipos de socios en esta cooperativa de servicios públicos

El art. 101.2 del RSCA establece, respecto de la composición de las cooperativas de servi-
cios públicos, lo que sigue:

“En estas sociedades cooperativas participarán como personas socias promotoras 

la entidad o entidades públicas competentes y, en su caso, entidades privadas con ex-



45

periencia demostrada en el sector; asimismo, podrán participar las personas usuarias 

de los servicios que sean objeto de la sociedad cooperativa así como las personas so-

cias trabajadoras que presten su trabajo personal en la sociedad, en este último caso 

hasta alcanzar el veinticinco por ciento del capital de la misma.”

De este precepto resultan dos tipos de socios en una cooperativa de servicios públicos: so-
cios públicos y socios privados. 

En lo que hace a los socios públicos, en nuestro caso éste sería el Ayuntamiento de Villa-
manrique de la Condesa, como entidad pública que tiene la competencia sobre los servicios 
públicos que se quiere que gestione la cooperativa, y que, por tanto, promueve su constitu-
ción. No obstante, como entidad asociativa que es la cooperativa, nada impide que participen 
otras entidades públicas, siempre y cuando tengan algún tipo de competencia o interés sobre 
los servicios públicos que va a gestionar la cooperativa.

También pueden participar en la promoción de la cooperativa como socios privados, entida-
des privadas que tengan experiencia demostrada en el sector. En nuestro caso, se tratarían de los 
siguientes sectores: servicios funerarios, deportes, escuelas infantiles y ayuda a domicilio.

Finalmente, estarían, también como socios privados, que no promueven la cooperativa 
sino que se incorporan a la misma, los socios trabajadores y socios usuarios. De ambos se 
requiere la vinculación con los servicios que va a prestar la cooperativa, seleccionándose en 
atención a los mismos. De esta manera, los socios trabajadores tendrán que ser personas con 
capacidad y solvencia acreditada en la prestación del servicio de que se trate, y los socios 
usuarios tendrán que ser usuarios de dichos servicios. En todo caso, la licitación de socios y 
servicios deberá atender a tales requisitos subjetivos, que deberán incluirse en los pliegos del 
contrato y anunciarse en la convocatoria de la licitación, conforme al TRLCSP.

6.2. Tipos de socios privados y número de socios a licitar 

Los tipos de socios privados con los que contará la cooperativa y el número de socios a 
licitar es una decisión del Ayuntamiento. Esta decisión entra dentro del margen de discreciona-
lidad propio de la potestad de autoorganización de los servicios (art. 5.1 LAULA). La decisión 
debe plasmarse en los pliegos del contrato de gestión de servicios públicos (art. 8.1 TRLCSP), 
dándosele publicidad a través del anuncio de licitación en la convocatoria de la misma (art. 
142 TRLCSP). 

No obstante, esta decisión municipal cuenta con algunas limitaciones impuestas por la 
normativa de cooperativas andaluza. Unas tienen que ver con los tipos de socios privados, en 
cuya determinación los márgenes de discrecionalidad son mayores, otras con sus porcentajes 
de participación en la sociedad, cuya fijación es menos discrecional.

6.2.1. Limitaciones a la decisión municipal sobre el tipo de socios privados

En lo que hace a los tipos de socios privados, la normativa (art. 101.2 RSCA) no impone 
la participación como promotora de las entidades privadas con experiencia demostrada en el 
sector. La expresión “en su caso” que utiliza el precepto es muy determinante. Tampoco parece 
imponer la presencia de socios usuarios y de socios trabajadores, “podrán participar”, dice el 
precepto (art. 101.2 RSCA).
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Ahora bien, en nuestra opinión, si se tiene en cuenta la concepción de lo que es una coo-
perativa de servicios públicos resulta difícil admitir que en esta no participen al menos socios 
trabajadores. 

En cuanto a las cuestiones referentes a las personas socias trabajadoras que no hayan sido 
libremente estipuladas en los estatutos de la cooperativa, se atenderá a la LSCA de 2011 (arts. 
84 y ss.) y a su desarrollo Reglamentario (arts. 70 y ss.) en lo regulado para Socios de trabajo 
de cooperativas de trabajo asociado, y a la Legislación Laboral Correspondiente.

6.2.3. Limitaciones a la decisión municipal sobre los porcentajes de 
participación de los socios privados

En lo que hace a los porcentajes de participación de los socios privados, lo que condiciona 
el número de socios, existen dos limitaciones a la discrecionalidad de la decisión municipal.

La primera limitación viene dada por el art. 101.2 del RSCA, en el que se dispone que los 
socios trabajadores aporten su trabajo personal en la sociedad “hasta alcanzar el veinticinco 
por ciento del capital de la misma”. La segunda obedece al art. 54.3 de la LSCA, según el cual, 
“el importe total de las aportaciones de cada socio o socia al capital social de las sociedades 
cooperativas de primer grado no podrá superar el cuarenta y cinco por ciento del mismo”. 
En el caso de las cooperativas de segundo o ulterior grado, la LSCA fija el límite en el 75%, 
debiendo pertenecer al menor el 51% de dicho capital a sociedades cooperativas (arts. 54.3 
y 108.3 LSCA).

De la lectura de estos preceptos se extraen las siguientes conclusiones:

1. Entre todos los socios trabajadores deben aportar como máximo el 25% del capital so-
cial.

2. Cualquier socio privado, sea socio trabajador o socio usuario, no podrá aportar, indivi-
dualmente, más de un 45% del capital social.

3. En caso de cooperativas de segundo o ulterior grado, el límite se amplía hasta el 75%, 
pero con la condición de que el 51% queda en manos cooperativas.

6.3. Los requisitos subjetivos que tienen que reunir los socios como 
contratistas del sector público

Los requisitos que debe reunir el contratista para poder contratar con el sector público se 
regulan en los artículos 54 y ss. del TRLCSP. Estos requisitos se pueden resumir en tres:

1. Capacidad.

2. Solvencia.

3. No estar incurso en prohibición para contratar.

1) Capacidad

En lo que hace a la capacidad, la capacidad para contratar se corresponde con la capacidad 
de obrar propia del Derecho civil, con los requisitos específicos que, en su caso, pudiera añadir 
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el Derecho administrativo. En este sentido, el art. 54.1 TRLCSP se limita a decir que podrán 
contratar con el sector público “las personas naturales o jurídicas, españolas o extranjeras, que 
tengan plena capacidad de obrar”. Por tanto, en principio, no se aprecia en esta norma ningún 
requisito jurídico-administrativo que matice la capacidad de obrar civil.

Ahora bien, en el art. 54.2 TRLCSP, se añade como requisito específico que, “los empresarios 
deberán contar, asimismo, con la habilitación empresarial o profesional que, en su caso, sea 
exigible para la realización de la actividad o prestación que constituya el objeto del contrato”. 

Así, por ejemplo, el art. 16.1 del Decreto 149/2009, de 12 de mayo, por el que se regulan 
los centros que imparten el primer ciclo de la educación infantil, exige como requisitos del 
personal de estos centros, lo siguiente:

“Los centros educativos que impartan el primer ciclo de la educación infantil conta-

rán con profesionales que posean el título de maestro o maestra con la especialización 

HQ�HGXFDFLyQ�LQIDQWLO�R�HO�WtWXOR�GH�JUDGR�HTXLYDOHQWH��$VLPLVPR��GHEHUiQ�FRQWDU�SDUD�
OD�DWHQFLyQ�HGXFDWLYD�\�DVLVWHQFLDO�GHO�DOXPQDGR�FRQ�SHUVRQDO�FXDOLÀFDGR�TXH�SRVHD�HO�
título de técnico superior en educación infantil o cualquier otro título declarado equiva-

lente a efectos académicos y profesionales”.

De esta manera, conforme al art. 54.2 del TRLCSP, los trabajadores que se presenten a la 
licitación de la prestación del servicio de escuela infantil deberán contar con la habilitación 
profesional establecida en este Decreto del año 2009, para poder concurrir a ésta. No les bas-
tará con la genérica capacidad de obrar establecida en el art. 54.1 TRLCSP.

2) Solvencia

El art. 54.1 del TRLCSP exige que los contratistas “acrediten su solvencia económica, fi-
nanciera y técnica o profesional”. A través de la exigencia de la solvencia, el ente contratante 
puede verificar si el contratista reúne las condiciones mínimas de aptitud para la ejecución del 
contrato. La solvencia es, pues, a diferencia del concepto de capacidad de obrar, un concepto 
relativo que depende de las características del contrato que se quiera celebrar. Según el objeto 
del contrato, según la prestación que el ente del sector público esté contratando, se requerirá 
una cualificación o aptitud concreta acorde a ese objeto. De ahí que el TRLCSP en abstracto 
no pueda regular la cualificación o solvencia que se necesita para todos los contratos sino que 
se hace en cada caso a través de los pliegos del contrato. 

En concreto lo que dispone el TRLCSP es que los requisitos que en los pliegos del contrato 
se pidan para acreditar la solvencia, tengan  que estar vinculados al objeto del contrato y ser 
proporcionales al mismo (art. 62.2 TRLCSP).

En todo caso, el TRLCSP sí distingue dos  tipos  de  solvencia que ha de requerirse: la  econó-
mica y financiera, y la técnica o profesional (art. 62.1). Ambas se acreditarán mediante la aporta-
ción de los documentos que el órgano de contratación elija de entre los previstos en los artículos 
75, para la solvencia económica y financiera, y 78-79, para la solvencia técnica o profesional en 
los contratos de gestión de servicios públicos, que es nuestro caso (art. 74.1 TRLCSP). 

3) No estar incurso en prohibición para contratar

Finalmente, el empresario que aspire a la contratación pública, con cualquier entidad del 
sector público, no debe incurrir en una prohibición de contratar de las recogidas en el art. 60 
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TRLCSP, que las relaciona como numerus clausus. Por tanto, no basta sólo con tener capa-
cidad y solvencia, sino que se exige una especial legitimación, o lo que se ha denominado 
gráficamente una honorabilidad, pues de no ser así podría perjudicarse al interés público. La 
apreciación de la concurrencia de la prohibición aparece regulada en el art. 61, y sus efectos 
en el 61 bis.

La acreditación de no estar incurso en prohibición se hace mediante testimonio judicial o 
certificación administrativa, según los casos, y cuando dicho documento no pueda ser expe-
dido por la autoridad competente, podrá ser sustituido por una declaración responsable del 
licitador otorgada ante una autoridad administrativa, notario público u organismo profesional 
cualificado (art. 73.1 TRLCSP).

VII. APORTACIONES AL CAPITAL SOCIAL POR EL SOCIO 
PÚBLICO

Francisco Toscano Gil
Profesor Acreditado Titular de Derecho Administrativo

Universidad Pablo de Olavide

Laura López de la Cruz
Profesora Acreditada Titular de Derecho Civil

Universidad Pablo de Olavide

7. PREgUNTAS

1ª) ¿Cuál es el procedimiento para llevar a cabo la aportación del capital, diferen-
ciando si es en efectivo o en especie?
2ª) ¿Cuál es la mejor distribución del capital social para la mejor viabilidad de la 
cooperativa?
3ª) En cuanto al traspaso de fondos desde el presupuesto municipal al presupues-
to de la cooperativa, ¿cómo se llevaría a cabo? ¿Es una cuantía fija o puede ser 
variable?
4ª) En el caso de aportaciones en especie, ¿para la Administración cuáles son 
los títulos jurídicos habilitantes más favorables para llevar a cabo la cesión de 
inmuebles?

RESPUESTAS

1ª) Las aportaciones de bienes inmuebles y de dinero al capital social se realizan por razón de las 
participaciones que el Ayuntamiento recibe en la cooperativa. Por tanto, no es precisa la tramitación 
GH�XQ�SURFHGLPLHQWR�MXUtGLFR�DGPLQLVWUDWLYR�HVSHFt¿FR�SDUD�OD�DSRUWDFLyQ�GH�DPERV�WLSRV�GH�ELHQHV�
DO�FDSLWDO�VRFLDO��PHQRV�D~Q�XQD�OLFLWDFLyQ�HVSHFt¿FD��SXHVWR�TXH�OD�DSRUWDFLyQ�VH�UHDOL]D�HQ�FRQFHSWR�
de constitución de la sociedad de economía mixta, y se tiene en cuenta ya en la licitación que da 
lugar a la misma.
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3RU�RWUD�SDUWH��H[LVWHQ�UHTXLVLWRV�HVSHFt¿FRV�VREUH�OD�IRUPD�HQ�TXH�GHEHQ�UHDOL]DUVH�ODV�DSRUWDFLRQHV��
pero no son requisitos de Derecho administrativo, sino jurídico-privados, regulados en la LSCA y 
el RSCA.

2ª) No es posible pronunciarse sobre cuál es la mejor distribución del capital social para 
la mejor viabilidad de la cooperativa, ya que la respuesta exige una valoración política o de 
oportunidad, no jurídica. Tampoco es posible dar una respuesta desde el criterio de la expe-
riencia, ya que la figura es nueva.

3ª) La cuantía que se aporte por el Ayuntamiento al capital social de la cooperativa, en 
concepto de aportaciones dinerarias, deberá ser una cuantía fija, no pudiendo ser variable. Si 
el Ayuntamiento quiere aportar dinero a la cooperativa en cuantías variables, puede hacerlo 
mediante subvenciones nominativas, que no formarían parte del capital social.

4ª) La normativa sobre bienes de las entidades locales de Andalucía establece una solu-
ción interesante para la cesión de bienes a la cooperativa, que es la cesión gratuita de bienes 
patrimoniales, para lo que se requiere que la cooperativa sea declarada de interés público por 
el Ayuntamiento. Estos bienes no formarían parte del capital social.

FUNDAMENTACIÓN JURíDICA

Se ha de distinguir entre capital social estatutario, que es el que consta en los estatutos, y el 
capital social contable, constituido por las aportaciones suscritas en cada momento, que es sus-
ceptible de variar a lo largo de la vida de la cooperativa (art. 54 LSCA). De hecho, el principio de 
puertas abiertas que caracteriza a estas sociedades, el cual permite la entrada y salida de socios 
sin grandes restricciones, conlleva la variabilidad del capital social contable (como consecuencia 
de las nuevas aportaciones en caso de entrada y de los reembolsos de capital, si se producen 
las salidas). Además, este capital, puesto que supone la garantía de la solvencia de la sociedad 
cooperativa frente a terceros, no puede disminuir por debajo del establecido estatutariamente, 
en cuyo caso habrá que proceder a la reducción de éste último (arts. 54.2 y 79.1.f LSCA).  

En lo que se refiere a las aportaciones, se ha de partir de lo que establece el art. 54.2 LSCA, 
en virtud del cual, el capital social deberá estar suscrito en su totalidad, y desembolsado al 
menos en un cincuenta por ciento, salvo excepciones. Estas excepciones consisten en que, 
de preverse estatutariamente, el órgano de administración puede autorizar que las personas 
aspirantes a la condición de socio desembolsen una cantidad inferior a la que les corresponda 
e incluso, si la situación económica de la sociedad cooperativa lo permite, a no desembolsar 
cantidad alguna en el momento de su ingreso, aplazando dicha obligación al momento en que 
se les satisfagan los anticipos, o se les hagan efectivos los retornos acordados por dicho órga-
no, que igualmente podrá decidir su prorrateo (art. 58.3 LSCA).   

En cuanto a las aportaciones, éstas se realizarán en moneda de curso legal y, si lo autoriza 
la Asamblea General, podrán consistir en bienes y derechos evaluables económicamente, en 
cuyo caso, se estará a lo dispuesto en la normativa legal aplicable en lo que a su entrega y 
saneamiento se refiere (Código Civil, para el contrato de compraventa y Código de Comer-
cio, en cuanto a la transmisión de riesgos en este mismo tipo contractual) (arts. 54.4 LSCA y 
43.2 RSCA). La expresada autorización podrá tener un carácter general, sin que sea preciso 
su acuerdo en cada caso. Además, las aportaciones que consistan en bienes y derechos patri-
moniales deberán ser desembolsadas íntegramente en el momento de la suscripción, a menos 
que su naturaleza permita el desembolso parcial (art. 43.1 RSCA).
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La valoración de las aportaciones no dinerarias se realizará por las personas promotoras 
en el momento de la constitución de la cooperativa o por las personas gestoras designadas en 
la Asamblea constituyente; en un momento posterior, la valoración será hecha por el órgano 
de administración de la entidad. En todo caso, deberá ser ratificada por la primera Asamblea 
General que se celebre tras la valoración. Hay que tener en cuenta que, dentro de los tres 
meses siguientes a la valoración, cualquier persona socia podrá solicitar a su costa del Registro 
de Cooperativas Andaluzas la realización de una nueva valoración por una persona experta 
independiente  (art. 43.3 RSCA).

7.1. El objeto de las aportaciones al capital social y su distribución 

En lo que hace a la aportación del Ayuntamiento al capital social, el art. 104.3 del TRRL 
establece lo siguiente: 

“Las Entidades locales podrán aportar exclusivamente la concesión, debidamente 

valorada a efectos de responsabilidad económica, u otra clase de derechos, así como 

LQVWDODFLRQHV��HTXLSDPLHQWRV�R�QXPHUDULR��VLHPSUH�TXH�WHQJDQ�OD�FRQGLFLyQ�GH�ELHQHV�
patrimoniales”.

Se distingue así entre tres tipos de bienes o derechos que pueden ser aportados por el Ayun-
tamiento como su aportación al capital de la cooperativa:

1. Instalaciones, equipamientos. Esto es, bienes inmuebles, con la condición de bienes pa-
trimoniales.

2. Numerario. Esto es, dinero, con la condición de bien patrimonial.

3. La concesión. Esto es, un derecho real sobre un bien demanial.

Como puede observarse, de la lectura del art. 104.3 TRRL, en principio, para que un 
bien se pueda aportar al capital social éste ha de tener necesariamente la condición de bien 
patrimonial. Esto es así porque sólo este tipo de bienes públicos pueden ser objeto de tráfico 
jurídico, mientras que, como es sabido, los bienes demaniales son inalienables (art. 132.1 CE). 
Distinto es que en el caso de estos últimos no se aporte el bien en sí, sino un derecho sobre el 
mismo, como es la concesión, lo que veremos más adelante. 

Por otra parte, el art. 5.2.b) del RBELA establece que tendrán el carácter de bienes patri-
moniales “las cuotas, partes alícuotas y títulos representativos de capital de empresas, coope-
rativas, asociaciones o de cualquier otra fórmula asociativa que pertenezcan al ente local”. Por 
tanto, las participaciones del Ayuntamiento en la cooperativa tendrán en todo caso la condi-
ción de bienes patrimoniales, lo que es relevante en lo que hace a un posible tráfico jurídico 
posterior que se hiciera con las mismas (art. 61 LSCA).

Adviértase que no es posible pronunciarse sobre cuál es la mejor distribución del capital 
social para la mejor viabilidad de la cooperativa. Primero, porque este es un informe jurídico, 
y la respuesta a esta pregunta exige una valoración política o de oportunidad. Lo único que 
podemos decir al respecto es que la normativa reguladora de las cooperativas andaluzas exige 
la autorización de la Asamblea General para la aportación de bienes y derechos patrimoniales 
distintos del dinero (art. 54.4 LSCA). Segundo, porque no existen experiencias de cooperati-
vas de servicio público en nuestra Comunidad Autónoma, lo que impide pronunciarse en base 
a una experiencia previa.
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Por otra parte, aunque lo que entendemos que se nos pregunta es por la distribución en el 
capital social entre dinero e inmuebles, se puede también preguntar sobre la distribución entre 
capital público y privado. Y, sobre esta cuestión, sí podemos dar algunas respuestas en base 
a fundamentos jurídicos, puesto que las normas reguladoras de este tipo de cooperativas sí 
imponen algunas limitaciones que deben tenerse en cuenta.

Así, en lo que hace al porcentaje de participación pública en la cooperativa, ni la LAULA 
(art. 43) ni la LBRL o el TRRL establecen un porcentaje mínimo para las sociedades de eco-
nomía mixta. Tampoco se establece un porcentaje máximo en la legislación local, aunque hay 
uno muy claro, el que marca la propia lógica de lo que es una sociedad de economía mixta. 
Esto es, la participación pública no puede ser del total del capital de la sociedad, pues en ese 
caso no estaríamos ante una sociedad de economía mixta, que requiere participación privada.

Es la LSCA como norma específica reguladora del tipo societario que se quiere utilizar para 
la sociedad de economía mixta (la cooperativa) la que establece un porcentaje máximo de 
participación pública aplicable a esta concreta forma societaria, y que es el 49% (art. 54.3). 
En nuestro caso, sería el Ayuntamiento de Villamanrique de la Condesa el que como máximo 
podría tener un 49% de participación en la cooperativa. No se establece, por el contrario, en 
ninguna norma un porcentaje mínimo, aunque cierta doctrina al estudiar las sociedades de 
economía mixta recomienda un mínimo de un 25%, a efectos de garantizar la participación y 
el control del socio público sobre la gestión de la sociedad.

7.2. La aportación de bienes patrimoniales

Dentro de los bienes patrimoniales que puede aportar el Ayuntamiento al capital social, 
debemos distinguir entre la aportación de dinero (numerario) y la aportación de bienes inmue-
bles (instalaciones, equipamientos).

7.2.1. La aportación de dinero

En lo que hace a las aportaciones dinerarias en concepto de participaciones al capital 
de la cooperativa, si estas participaciones tienen, como se ha dicho, la condición de bienes 
patrimoniales (art. 5.2.b RBELA), la aportación de dinero por el Ayuntamiento a cambio de 
participaciones en la sociedad sería tanto como una adquisición onerosa de bienes muebles. 
En definitiva, se trataría de un contrato de adquisición, que no se regiría por el TRLCSP (art. 
4.1.p) sino por la legislación patrimonial de las Administraciones Públicas. 

Es cierto que los contratos que realiza la Administración están sujetos a principios de con-
currencia y publicidad, ya se sujeten a la legislación de contratos (art. 1 TRLCSP) o se suje-
ten a la legislación patrimonial (art. 10 LBELA). Pero en este caso sería absurdo realizar una 
licitación específica de la compra de estas participaciones por el Ayuntamiento, puesto que la 
adquisición de las mismas se realiza en el marco de la constitución de una sociedad de eco-
nomía mixta, una modalidad de contrato de gestión de servicios públicos que lleva su propia 
licitación, en la que ya se tiene en cuenta la adquisición de estas participaciones.

Salvadas estas precisiones de orden jurídico-administrativo, la forma concreta en que deba 
realizarse la aportación dineraria a la sociedad vendrá determinada por la regulación espe-
cífica que establece la normativa andaluza de cooperativas (arts. 54, 55 y 56 LSCA y art. 42 
RSCA). En concreto, el art. 55.3 establece que el importe de las aportaciones obligatorias al 
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capital deberá desembolsarse como mínimo en un cincuenta por ciento, en el momento de su 
suscripción, y el resto, en las condiciones y plazos que fijen los estatutos, con el límite máxi-
mo de tres años. Además, los estatutos podrán determinar que la cuantía de las aportaciones 
obligatorias sea igual para todos o que varíe según la clase de socio o la actividad cooperati-
vizada desarrollada, conforme a módulos de participación cuantificados objetivamente en los 
estatutos (art. 55. 4 LSCA).  

Pero hay que tener en cuenta que el art. 109 RSCL, en su apartado 2, establece que:

“El capital efectivo que aporten las Corporaciones locales deberá estar completa-

mente desembolsado desde la constitución.”

Esto es completado por el art. 44.1 del RBELA, según el cual:

“Las aportaciones dinerarias de las Entidades Locales a las sociedades mercantiles 

HQ�FX\R�FDSLWDO�VRFLDO�SDUWLFLSHQ�tQWHJUD�R�SDUFLDOPHQWH�DVt�FRPR�D�ODV�FRRSHUDWLYDV�\�
VRFLHGDGHV�FLYLOHV�HQ� ODV�TXH� OHJDOPHQWH� WXYLHUHQ�SDUWLFLSDFLyQ� \� FX\R�REMHWR� VHD� OD�
prestación de servicios o actividades económicas desarrolladas en el ámbito de su com-

petencia, deberán estar totalmente desembolsadas y representadas por sus correspon-

dientes títulos”.

A su vez, el apartado 1 del art. 109 del RSCL dispone que:

´(Q�OD�HVFULWXUD�IXQGDFLRQDO�GHEHUi�ÀMDUVH�HO�YDORU�GH�OD�DSRUWDFLyQ�GHO�0XQLFLSLR�R�
de la Provincia por todos los conceptos, incluido el de la concesión, si la hubiere.”

Por todo ello entendemos que la cuantía que se aporte por el Ayuntamiento al capital social 
de la cooperativa, en concepto de aportaciones dinerarias, deberá ser una cuantía fija, no 
pudiendo ser variable. 

Ahora bien, si lo que el Ayuntamiento quiere es inyectar más dinero a la cooperativa, en 
atención a necesidades variables, lo puede hacer utilizando otra fórmula, mediante la aporta-
ción de subvenciones nominativas. Esto es, subvenciones municipales otorgadas directamen-
te, previstas en los presupuestos del Ayuntamiento, conforme al art. 22.2.a) de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 

Si bien, al respecto, deben hacerse dos precisiones:

1) Estas subvenciones no formarían parte del capital social, no siendo aportaciones.

2) Estas subvenciones deben otorgarse con especial atención a no falsear la competencia 
en el mercado, habida cuenta de la posición ventajosa en que situarían al socio privado 
(art. 8.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones).

7.2.2. La aportación de inmuebles

Si se entiende la aportación de bienes inmuebles por el Ayuntamiento a la sociedad como 
una enajenación de estos bienes a cambio de participaciones en la misma, entonces estaría-
mos ante un contrato de enajenación de inmuebles, que habría de regirse por la LBELA y el 
RBELA. 

No obstante, igual que ocurría en el caso anterior, aunque la enajenación de inmuebles por 
un Ayuntamiento también está sujeta en la legislación patrimonial a procedimientos de licita-
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ción (arts. 52.2 LAULA y 37 RBELA), sería absurdo realizar una licitación específica de esta 
enajenación, puesto que la misma se realiza en el marco de la constitución de una sociedad 
de economía mixta, una modalidad de contrato de gestión de servicios públicos que lleva su 
propia licitación, en la que ya se tiene en cuenta la adquisición de participaciones a cambio 
de inmuebles.

El art. 23.1 de la LBELA establece lo que sigue, aceptando la aportación por el Ayunta-
miento de bienes inmuebles a una cooperativa, previa valoración de los mismos:

“Las Entidades Locales podrán aportar la propiedad u otros derechos reales sobre 

ELHQHV��VLHPSUH�TXH�WHQJDQ�OD�FRQGLFLyQ�GH�SDWULPRQLDOHV��SUHYLD�YDORUDFLyQ��WDQWR�D�ORV�
entes públicos de su dependencia, o vinculados a ella, como a las sociedades mercan-

WLOHV�HQ�FX\R�FDSLWDO�VRFLDO�SDUWLFLSDUHQ��tQWHJUD�R�SDUFLDOPHQWH��DVt�FRPR�D�ODV�FRRSH-

rativas”.

En lo que hace a la valoración de estos bienes, en el art. 44.2 del RBELA se dispone que:

“Las aportaciones no dinerarias constituidas por la propiedad u otros derechos rea-

les sobre bienes de carácter patrimonial deberán ser valoradas de conformidad con la 

OHJLVODFLyQ�PHUFDQWLO��\�FXPSOLU�ODV�GHPiV�UHJODV�SUHYLVWDV�HQ�OD�QRUPDWLYD�GH�VHUYLFLRV�
de las Corporaciones Locales.”

Finalmente, al margen de las cuestiones de orden jurídico-administrativo, habrá que estar 
en lo que hace a la forma de realizar la aportación de los bienes inmuebles a la sociedad, a lo 
establecido con carácter específico en la normativa sobre cooperativas de Andalucía, debien-
do destacarse la obligación de formalizar escritura pública en este caso, al tratarse de bienes 
inmuebles (arts. 5.2 RSCA y 119.1 LSCA).

7.3. La aportación de bienes demaniales

La aportación de bienes demaniales por el Ayuntamiento a una cooperativa de servicios 
públicos, a cambio de participaciones en la misma, no es una opción. Esta posibilidad está 
vedada por nuestro ordenamiento jurídico, por razón de la condición inalienable de este tipo 
de bienes (art. 132.1 CE). La solución que da en este caso el legislador es que, no aportándose 
el bien demanial como tal, cuya titularidad no se puede ceder por el Ayuntamiento, se aporte 
su concesión (art. 104.3 TRRL), esto es, un derecho de uso sobre el mismo, que tiene la con-
dición de derecho real de naturaleza administrativa, y que sí puede trasmitirse.

El primer párrafo del art. 23.3 de la LBELA establece al respecto lo que sigue:

“Cuando se trate de sociedades mercantiles en cuyo capital social participasen ínte-

JUD�R�SDUFLDOPHQWH��ODV�(QWLGDGHV�/RFDOHV�SRGUiQ�DSRUWDU�OD�FRQFHVLyQ�GHPDQLDO�GHEL-
damente valorada. Dicha concesión será además abonada a la Entidad Local mediante 

OD�ÀMDFLyQ�GH�XQ�FDQRQ�µ

Sobre este canon, el art. 45 del RBELA dispone lo siguiente, en su apartado 1:

´/D� DSRUWDFLyQ� GH� XQD� FRQFHVLyQ� GHPDQLDO� GDUi� OXJDU� D� OD� ÀMDFLyQ� GH� XQ� FDQRQ��
previa valoración técnica, que deberá ser abonado a la Entidad Local, cuya aprobación 

FRUUHVSRQGHUi�DO�yUJDQR�FRPSHWHQWH�GH�OD�PLVPD�µ
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Y, en su apartado 2, el art. 45 del RBEAL añade que:

´(Q�HO�FDVR�GH�QR�SUHVWDUVH�HO�FRUUHVSRQGLHQWH�VHUYLFLR�HQ�UpJLPHQ�GH�PRQRSROLR��
OD�FXDQWtD�HVWDEOHFLGD�SDUD�HO�FDQRQ�JDUDQWL]DUi�TXH�VH�FXPSOHQ�ODV�H[LJHQFLDV�GH�OD�
OHJLVODFLyQ�GH�OD�8QLyQ�(XURSHD�HQ�PDWHULD�GH�OLEUH�FRPSHWHQFLD�µ

Finalmente, como requisitos jurídico-administrativos de procedimiento que deben obser-
varse para poder aportar la concesión a la sociedad, el art. 23.4 de la LBELA establece: 

´6HUiQ�UHTXLVLWRV�QHFHVDULRV�HQ�OD�WUDPLWDFLyQ�GHO�H[SHGLHQWH�D�TXH�Gp�OXJDU�OD�DSRU-
WDFLyQ�UHJXODGD�HQ�HO�SiUUDIR�DQWHULRU�XQ�LQIRUPH�MXUtGLFR�\�XQ�HVWXGLR�HFRQyPLFR�ÀQDQ-

ciero, al que se acompañará tasación pericial que valore la concesión aportada, deter-

PLQDGD�HQ�IXQFLyQ�GHO�YDORU�GH�ORV�ELHQHV�DIHFWDGRV�SRU�OD�PLVPD�\�GHO�FDQRQ�H[LJLGR��
(O�DFXHUGR�GH�DSRUWDFLyQ�GHEHUi�DGRSWDUVH�SRU�OD�PD\RUtD�DEVROXWD�GHO�Q~PHUR�OHJDO�GH�
miembros de la corporación.”

7.4. La cesión de bienes que no se aportan al capital social

Nos hemos referido antes a la aportación de dinero a la cooperativa por el Ayuntamiento 
en concepto distinto del de aportaciones al capital social, dinero que no se aporta a cambio de 
participaciones en la sociedad, sino como una fórmula complementaria de financiar la coope-
rativa. En la misma línea, sin computar en el capital social, la normativa andaluza sobre bienes 
públicos también permite la cesión gratuita de inmuebles y la aportación de una concesión 
demanial como prestación accesoria.

7.4.1. La cesión gratuita de inmuebles a la cooperativa

El art. 26 de la LBELA regula la cesión gratuita de bienes, estableciendo lo siguiente:

´/DV�(QWLGDGHV�/RFDOHV�SRGUiQ�FHGHU�GH�IRUPD�WRWDO�R�SDUFLDOPHQWH�JUDWXLWD�VXV�ELH-

nes patrimoniales:

a)  A otras Administraciones o Entidades públicas.

b)  A Entidades privadas declaradas de interés público siempre que los destinen a 

ÀQHV�GH�XWLOLGDG�S~EOLFD�R� LQWHUpV�VRFLDO��TXH�FXPSODQ�R�FRQWULEX\DQ�DO�FXPSOL-
miento de los propios de la Entidad Local.”

Entre estos bienes patrimoniales puede incluirse la cesión de inmuebles, que podría ser 
gratuita o sin contraprestación, no formando parte del capital de la cooperativa, pero siendo 
de utilidad al cumplimiento de los fines de la misma.

El principal problema estribaría en los sujetos destinatarios de la cesión, pues la cooperativa 
de servicios públicos no es propiamente una entidad pública, habida cuenta de la presencia de 
particulares en su seno. La solución pasaría por considerar a la cooperativa una entidad pri-
vada declarada de interés público, en cuyo caso sí podría constituirse en destinataria de estas 
cesiones gratuitas de inmuebles.

Para ello, el precepto exige: 1) que la cooperativa sea declarada de interés público; y b) que 
los bienes se destinen por ésta a fines de utilidad pública o interés social, que cumplan o con-
tribuyan al cumplimiento de los propios de la Entidad Local. Este último requisito es evidente, 
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por cuanto la cooperativa de servicios públicos es un modo de gestión indirecta de un servicio 
cuya titularidad corresponde al Ayuntamiento.

La declaración de interés público se regula mínimamente en el art. 50.3 del RBELA. El 
precepto no es lo suficientemente clarificador. En nuestra opinión, de su lectura, en conjun-
ción con la regulación de la potestad de autoorganización municipal en el art. 5.1 LAULA, 
debe concluirse que el Ayuntamiento tiene la potestad para declarar de interés público una 
cooperativa de servicios públicos. Esto es, debe descartarse que esta declaración de interés 
público tenga que reconducirse necesariamente a la propia de la legislación asociativa. Es una 
potestad del Ayuntamiento.

En este sentido la Sentencia del Tribunal Supremo de 8 de julio de 2002, al interpretar el 
artículo 79.2 del TRRL dispuso que: 

´/D�FDOLÀFDFLyQ�FRPR� LQVWLWXFLRQHV�SULYDGDV�GH� LQWHUpV�S~EOLFR�VLQ�iQLPR�GH� OXFUR�
no esta vinculada a la declaración de utilidad pública de la asociación. En efecto la 

H[SUHVLyQ�XWLOL]DGD�SRU�OD�OHJLVODFLyQ�ORFDO�HV�XQ�FRQFHSWR�MXUtGLFR�LQGHWHUPLQDGR�FX\D�
concreción debe llevarse a efecto en el momento de la cesión”.

Por lo demás, el régimen jurídico de la cesión se establece en los artículos 27 de la LBELA y 
50-53 del RBELA, que incluyen, entre otros, el correspondiente procedimiento administrativo 
para llevarla a cabo.

7.4.2. La aportación a la cooperativa de una concesión demanial como 
prestación accesoria

El art. 23.3 de la LBELA, en sus párrafos segundo y tercero, establece que:

“La aportación de la concesión demanial podrá revestir la forma de prestación ac-

FHVRULD��UHWULEXLGD�R�QR��\�HQ�WDO�FDVR�QR�SRGUi�LQWHJUDU�HO�FDSLWDO�VRFLDO�GH�OD�HPSUHVD��
GHELHQGR�HVWDEOHFHUVH�HQ�OD�HVFULWXUD�VRFLDO�PHGLDQWH�VX�FRQVLJQDFLyQ�HQ�ORV�HVWDWXWRV�
de la sociedad.

,JXDOPHQWH�VH�FRQVLGHUDUi�FRPR�SUHVWDFLyQ�DFFHVRULD�UHWULEXLGD�OD�DSRUWDFLyQ�D�OD�
sociedad de bienes demaniales afectos al servicio público municipal cuya prestación 

VHD�REMHWR�GH�DTXpOOD��TXH�WDPSRFR�SRGUi�LQWHJUDU�HO�FDSLWDO�VRFLDO�GH�OD�HPSUHVD�µ

La aportación de una concesión demanial como prestación accesoria está sujeta a los mis-
mos requisitos de procedimiento que la aportación de una concesión al capital social, que 
establece el art. 23.4 LBELA, como ya vimos.

Cuenta, no obstante, con requisitos específicos, recogidos en el art. 46 del RBELA, según 
el cual:

´(O�H[SHGLHQWH�TXH�VH�WUDPLWH�FRQIRUPH�DO�DUWtFXOR�����DSDUWDGR����GH�OD�/H\���������
GHEHUi�FRQWHQHU�XQD�PHPRULD�TXH� MXVWLÀTXH�GHELGDPHQWH�HQ� ORV�DVSHFWRV�HFRQyPL-
cos-jurídicos y técnicos la opción de aportar la concesión demanial con el carácter de 

SUHVWDFLyQ�DFFHVRULD��7DO�RSFLyQ�SRGUi�HVWDU�PRWLYDGD�HQ�OD�JUDWXLGDG�\�QDWXUDOH]D�GH�
los servicios que se presten.”
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También al respecto, en el art. 45.3 del RBELA se establecen las siguientes normas, a tener 
en cuenta:

“La aportación de la concesión demonial podrá revestir la forma de prestación acce-

VRULD��UHWULEXLGD�R�QR��TXH�GHEHUi�FXPSOLU�ORV�VLJXLHQWHV�UHTXLVLWRV�

D���+DEUi�GH�HVWDEOHFHUVH�HQ�OD�HVFULWXUD�GH�FRQVWLWXFLyQ�GH�OD�VRFLHGDG��FRQVLJQiQ-

dose en sus Estatutos con indicación del socio o socios a quienes se impone la 

prestación así como motivando su conveniencia.

b)  En cualquier momento la Entidad Local que la haya establecido o vaya a estable-

FHU�OD�SUHVWDFLyQ�SRGUi�PRGLÀFDUOD�R�WUDQVIRUPDUOD�SRU�HO�SURFHGLPLHQWR�GH�PRGL-
ÀFDFLyQ�GH�ORV�(VWDWXWRV�

F���/D�SUHVWDFLyQ�DFFHVRULD��HQ�QLQJ~Q�FDVR��SRGUi�LQWHJUDU�HO�FDSLWDO�VRFLDO�µ

VIII. CONSTITUCIÓN DE LA COOPERATIVA: PROCEDIMIENTO 
ESPECÍFICO

Laura López de la Cruz
Profesora Acreditada Titular de Derecho Civil

Universidad Pablo de Olavide

8. PREgUNTA

¿Cuáles son los pasos a seguir para la constitución de una Sociedad Cooperativa 
de Servicios Públicos? 

RESPUESTA

El último de los pasos a seguir para la constitución de una Sociedad Cooperativa de Servicios Pú-
EOLFRV��WUDV�OD�IDVH�MXUtGLFR�DGPLQLVWUDWLYD�GH�VHOHFFLyQ�GH�ORV�VRFLRV�SULYDGRV�\�OLFLWDFLyQ�GHO�VHUYL-
cio público, es la constitución propiamente dicha de la sociedad cooperativa. En el caso de que el 
Ayuntamiento opte por sumarse a una cooperativa ya constituida, este paso no tiene lugar, porque 
\D�VH�GLR��SHUR�Vt�TXH�HV�QHFHVDULR�SURFHGHU�D�XQD�~OWLPD�IDVH��OD�WUDQVIRUPDFLyQ�GH�OD�FRRSHUDWLYD�
en Cooperativa de Servicios Públicos.

FUNDAMENTACIÓN JURíDICA

Tras la fase jurídico-administrativa de constitución de la cooperativa de servicios públicos, 
que es la que hemos analizado en las páginas precedentes, viene la fase jurídico-privada, la de 
la constitución de la forma societaria conforme a la normativa propia de Derecho privado que 
le sea aplicable, en nuestro caso, la LSCA y el RSCA.

En este punto hay que distinguir según la modalidad de constitución de la cooperativa que 
se haya adoptado: a) constitución ex novo de una Sociedad Cooperativa de Servicios Públi-
cos por el Ayuntamiento; b) incorporación del Ayuntamiento a una cooperativa preexistente 
y transformación posterior de ésta en una Sociedad Cooperativa de Servicios Públicos. En el 
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primer caso tendremos que analizar el procedimiento de constitución propiamente dicho de la 
cooperativa. En el segundo el procedimiento de transformación.

8.1. Procedimiento de constitución de una cooperativa nueva

Como para la constitución de cualquier otra sociedad cooperativa, en el caso de las de 
servicio público habrán de respetarse los requisitos previstos en la LSCA y en su Reglamento, 
como normas especiales. 

Los pasos para la constitución de la cooperativa se encuentran regulados en los artículos 8 
y ss. LSCA y 5 y ss. RSCA, y son los siguientes:

8.1.1. Celebración de una Asamblea Constituyente

Para la constitución de una cooperativa de primer grado se requiere la concurrencia de 
tres personas (art. 10 LSCA). Es por ello que cronológicamente, se requiere en primer lugar la 
licitación de socios y después la constitución de la sociedad cooperativa.

Las personas promotoras celebrarán entonces una Asamblea Constituyente.

En esta Asamblea deberán determinar: la cifra de capital social necesario para iniciar la 
actividad y el montante de las aportaciones individuales a realizar. En caso de aportaciones 
no dinerarias, la aprobación de su valoración. La aprobación de los estatutos sociales. Y la 
elección de la estructura y miembros del primer órgano de administración.

A continuación, se levantará el Acta de constitución. Esta acta será firmada por todas las 
personas promotoras de la sociedad cooperativa, y deberá contener (art. 6 RSCA):

a) La relación de las personas promotoras con los siguientes datos: si son personas físicas, 
nombre y apellidos, fecha de nacimiento, nacionalidad, número de identificación fiscal 
y domicilio; si son personas jurídicas, nombre o razón social, nacionalidad, código de 
identificación fiscal y domicilio social; nombre, apellidos y número de identificación fiscal 
de su representante legal.

b) Manifestación de las personas promotoras sobre el cumplimiento de los requisitos nece-
sarios para adquirir la condición de persona socia de la sociedad cooperativa, de acuer-
do con las normas establecidas en la LSCA, en el RSCA, y en los respectivos estatutos.

c) La voluntad de las personas promotoras de constituir una sociedad cooperativa y la clase 
de cooperativa de que se trate.

d) La aprobación de los estatutos sociales que han de regir la futura sociedad cooperativa (art. 
11 LSCA), debiendo incorporarse dichos estatutos al acta de la Asamblea constituyente.

e) La total suscripción del capital con el que se constituye la sociedad cooperativa, que 
deberá incluir, al menos, el establecido estatutariamente y el desembolso de, al menos, 
el cincuenta por ciento de aquel.

f) En el caso de aportaciones no dinerarias, valoración de las mismas, realizada con arre-
glo a lo establecido en el artículo 43 del RSCA, acompañada, en su caso, del informe o 
informes emitidos por expertos independientes designados, asimismo, conforme a dicho 
artículo.
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g) Identificación de la persona o personas gestoras para que actúen en nombre de la futura 
sociedad, de procederse a su nombramiento.

h) Determinación de las personas que ejercerán los cargos sociales una vez inscrita la socie-
dad cooperativa en el Registro de Cooperativas Andaluzas. En el Acta deberá constar su 
aceptación, así como la declaración de que no se hallan incursas en causas de incapaci-
tación, prohibición o incompatibilidad (art. 48 LSCA). 

i) Declaración de que no existe otra entidad, con denominación coincidente o semejante, 
conforme al certificado de denominación no coincidente, expedido por el Registro de 
Cooperativas Andaluzas en la forma determinada en el artículo 163 del RSCA.

A partir de ese momento, las personas promotoras ya pueden actuar y realizar todos los 
trámites necesarios para la constitución de la sociedad, siempre que los promotores no hayan 
decidido delegar tales tareas en gestores designados por ellos mismos.

8.1.2. Solicitud del nombre y liquidación de impuestos

El nombre elegido para la sociedad no puede ser igual al de otra ya existente o con tal grado 
de semejanza que induzca a confusión, e incluirá necesariamente las palabras Sociedad Coo-
perativa Andaluza o su abreviatura S. Coop. And. Tampoco podrán las sociedades cooperati-
vas andaluzas adoptar nombres equívocos, que generen confusión en relación con su ámbito, 
objeto social o tipología, ni con otro tipo de entidades (art. 161 RSCA).

Para ello, debe solicitarse un certificado de denominación no coincidente que debe incluir:

 – Los datos personales de la persona solicitante (domicilio, D.N.I., etc.).

 – El nombre que se solicita para la cooperativa.

 – La firma digital de la persona solicitante.

La solicitud se realizará a través de la plataforma telemática, utilizando para ello, por el so-
licitante certificado de firma digital.

La obligación de liquidación del impuesto de transmisiones patrimoniales y actos jurídicos 
documentados (Modelo 600) se materializa ante la Delegación Territorial de la Consejería de 
Hacienda y Administraciones Públicas.

Igualmente, el modelo 600 podrá ser recabado directamente de la Consejería competente, 
por las Unidades Registrales de Cooperativas siempre que el ciudadano haya consignado en 
la solicitud telemática su consentimiento expreso.

8.1.3. Inscripción

Las sociedades cooperativas deberán inscribir el Acta de la Asamblea constituyente o, en 
su caso, la escritura pública de constitución (art. 7 RSCA) en el Registro de Cooperativas An-
daluzas. 

La solicitud de inscripción se realizará en todo caso telemáticamente, con certificado de fir-
ma digital tal y como se prevé en la Orden 26 de julio de 2012, de la Consejería de Economía, 
Innovación, Ciencia y Empleo por la que se regula la tramitación telemática de los procedi-
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mientos de inscripción y de certificación relativos al Registro de Cooperativas de Andalucía y 
al Registro de Sociedades Laborales de Andalucía.

Hay que señalar que las sociedades cooperativas podrán iniciar la actividad en que con-
sista su objeto social desde el momento en que celebren la Asamblea constituyente si bien, 
hasta su inscripción registral, que deberán solicitar en el plazo máximo de seis meses desde 
la celebración de la citada Asamblea, deberán acompañar en sus relaciones con terceros, la 
expresión «en constitución» y durante este período, la responsabilidad de las personas socias 
por la actividad desplegada será ilimitada y solidaria.

En cualquier caso, las sociedades cooperativas deberán iniciar su actividad, conforme a sus 
estatutos, en el plazo máximo de un año desde su inscripción en el Registro de Cooperativas 
Andaluzas. Transcurrido este plazo sin haber iniciado la actividad, incurrirán en causa de diso-
lución con arreglo a lo establecido en el artículo 79 (art. 9.3 LSCA).

Con la inscripción en el Registro de Cooperativas Andaluzas la sociedad cooperativa ad-
quiere personalidad jurídica.

8.1.4. Otros trámites necesarios

 – Solicitud del Código de Identificación Fiscal (CIF).

 Se trata del número identificativo de la cooperativa a efectos fiscales. Se solicita en las 
Delegaciones de la Agencia Estatal Tributaria una vez finalizado el procedimiento de 
constitución (Modelo 036), aunque también se puede pedir un CIF provisional para 
empezar a funcionar.

 – Alta en el Impuesto de Actividades Económicas (IAE) y en el Impuesto de Sociedades 
(IS). Se solicitan en las Delegaciones de la Agencia Estatal Tributaria una vez que se haya 
inscrito la cooperativa (Modelo 036).

 – Solicitud de los demás permisos y licencias necesarios para iniciar la actividad según el 
objeto social y la ubicación de la sociedad.

 – Inscripción de la empresa en la Seguridad Social, se hará en la Administración de la Te-
sorería de la Seguridad Social donde radica el domicilio de la empresa.

 – Legalización de los libros sociales.

8.2. Procedimiento de transformación de una cooperativa ya constituida

En primer lugar, hay que distinguir entre la transformación de la cooperativa en otra coope-
rativa distinta dentro de la tipología que recoge el art. 83 LSCA y la mutación de la sociedad 
cooperativa en una entidad jurídica distinta (sociedad limitada, sociedad anónima, etc.). El 
primer caso se resuelve con una modificación estatutaria regulada en el art. 74 LSCA y en el 
art. 59 del RSCA, e inscripción registral de la modificación efectuada. El segundo supuesto, 
que no es objeto de este informe, aparece regulado en los arts. 78 LSCA y 65 y 66 RSCA.   

Para la modificación de los estatutos se requiere seguir el siguiente procedimiento:

El órgano de administración de la cooperativa incluirá la modificación estatutaria en el or-
den del día de la Asamblea General en la que se vaya a tratar ese tema. La documentación co-
rrespondiente a la modificación deberá depositarse en el domicilio social a disposición de las 
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personas socias, desde el día de la publicación de la convocatoria hasta el día de la celebración 
de la Asamblea. Durante dicho periodo, las personas socias podrán examinar la referida docu-
mentación y solicitar sobre la misma, por escrito, al órgano de administración las explicaciones 
o aclaraciones que estimen convenientes, para que sean contestadas en el acto de la Asamblea 
General. La solicitud deberá presentarse, al menos, con cinco días hábiles de antelación a la 
celebración de la Asamblea. No obstante lo anterior, y dentro de los plazos previstos, cuando 
alguna persona socia lo solicite, se le facilitará gratuitamente la mencionada documentación, 
si bien el órgano de administración, atendidas las circunstancias concurrentes, podrá exigir a 
aquella que retire dicha documentación de la sede social (art. 59.2 RSCA).

El acuerdo de modificación de estatutos deberá ser adoptado por la Asamblea General con 
mayoría cualificada: en primera convocatoria, votos favorables en número no inferior a los 
tres quintos de las personas asistentes, presentes o representadas, y, en segunda convocatoria, 
en número no inferior a los dos tercios (art. 33.2.c) LSCA). 

Como consecuencia de la modificación de estatutos en los que se produzca una variación 
sustancial del objeto social de la cooperativa y/o consista en el cambio de tipología cooperati-
va, como es nuestro caso, se concede al socio la facultad de separarse de la cooperativa (art. 
74. 2 y 3 LSCA). Los requisitos que deben concurrir para poder solicitar la baja se encuentran 
regulados en el art. 23.3 b) y c) LSCA.

El acuerdo de modificación de estatutos se formalizará en el acta de la Asamblea General. 
Un vez acordada la modificación, es obligatorio proceder a su inscripción registral (arts. 123 
b) y 133 RSCA).

IX. ESTATUTOS DE LA COOPERATIVA: CONTENIDO LEGAL, 
OBJETO SOCIAL Y DERECHO DE VOTO

Laura López de la Cruz
Profesora Acreditada Titular de Derecho Civil

Universidad Pablo de Olavide

Francisco Toscano Gil
Profesor Acreditado Titular de Derecho Administrativo

Universidad Pablo de Olavide

9. PREgUNTAS

1ª) ¿Qué debe constar en los estatutos de una Sociedad Cooperativa de Servicios 
Públicos?
2ª) ¿Cómo debe definirse el objeto social de la cooperativa?
3ª) Respecto al derecho de voto, ¿Existe una correlación entre éste y las aporta-
ciones al capital? ¿Cuál sería la distribución más favorable para la viabilidad de 
la cooperativa?

RESPUESTAS

1ª) El contenido legal de los estatutos viene determinado en el art. 11 de la LSCA, si se 
entiende por contenido legal el contenido mínimo.
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2ª) El objeto social puede definirse abarcando varios servicios, pero debe definirse de la 
forma más precisa posible, para no vulnerar la normativa de contratación del sector público.

3ª) El derecho de voto en la Asamblea General nunca se tomará en consideración al capital 
aportado. A las cooperativas de servicios públicos se les aplica el régimen previsto para las 
sociedades cooperativas mixtas. 

FUNDAMENTACIÓN JURíDICA

9.1. Contenido legal de los estatutos de la cooperativa

El art. 11 de la LSCA establece el contenido legal de los estatutos de las cooperativas anda-
luzas, entre las que se encuentra la Cooperativa de Servicios Públicos. Según este precepto, los 
estatutos de la cooperativa deberán regular como mínimo, las siguientes materias:

“a)  La denominación, el domicilio social, la duración y la actividad o actividades que 

GHVDUUROODUiQ�SDUD�HO�FXPSOLPLHQWR�GH�VXV�ÀQHV�VRFLDOHV�
  b)  El ámbito principal de actuación y la fecha de cierre del ejercicio económico.

  c)  El capital social estatutario.

��G�� �/D�DSRUWDFLyQ�REOLJDWRULD�LQLFLDO�SDUD�VHU�SHUVRQD�VRFLD�\�OD�SDUWH�GH�OD�PLVPD�
que debe desembolsarse en el momento de la suscripción, así como la forma y 

plazos de desembolso del resto de la aportación.

  e)  Los requisitos objetivos para la admisión de socios y socias.

��I�� �/D�SDUWLFLSDFLyQ�PtQLPD�REOLJDWRULD�GH�OD�SHUVRQD�VRFLD�HQ�OD�DFWLYLGDG�FRRSHUD-

tivizada, conforme a los módulos que se establezcan estatutariamente.

��J�� �/DV�QRUPDV�GH�GLVFLSOLQD�VRFLDO��HO�HVWDEOHFLPLHQWR�GH�LQIUDFFLRQHV�\�VDQFLRQHV��
HO�SURFHGLPLHQWR�GLVFLSOLQDULR��HO�UpJLPHQ�GH�UHFXUVRV�\�HO�UpJLPHQ�GH�LPSXJQD-

ción de actos y acuerdos.

��K�� �/DV�JDUDQWtDV�\�OtPLWHV�GH�ORV�GHUHFKRV�GH�ORV�VRFLRV�\�VRFLDV�
��L�� ��/DV�FDXVDV�GH�EDMD�MXVWLÀFDGD��FXDQGR�H[FHGDQ�GH�OR�HVWDEOHFLGR�HQ�OD�SUHVHQWH�OH\�
��M�� �/D�FRQYRFDWRULD��HO�UpJLPHQ�GH�IXQFLRQDPLHQWR�\�OD�DGRSFLyQ�GH�DFXHUGRV�GH�OD�

Asamblea General.

��N�� �(O�UpJLPHQ�GH�ODV�VHFFLRQHV�TXH�VH�FUHHQ�HQ�OD�FRRSHUDWLYD��HQ�VX�FDVR�
��O�� �/D�GHWHUPLQDFLyQ�GHO�yUJDQR�GH�DGPLQLVWUDFLyQ�GH�OD�VRFLHGDG�FRRSHUDWLYD��VX�

FRPSRVLFLyQ�\�OD�GXUDFLyQ�GHO�FDUJR��DVt�FRPR�OD�HOHFFLyQ��VXVWLWXFLyQ�\�UHPRFLyQ�
de sus miembros.

��P�� (O�UpJLPHQ�GH�WUDQVPLVLyQ��\�UHHPEROVR�R�UHK~VH��GH�ODV�DSRUWDFLRQHV�
��Q�� �&XDOTXLHU�RWUD�H[LJLGD�SRU�OD�QRUPDWLYD�YLJHQWH�µ

9.2. Estructura de los estatutos

Se puede tomar como referencia el siguiente modelo de estatutos, teniendo en cuenta que, 
hasta el momento, no hay ninguno validado por la Administración para las Cooperativas de 
Servicios Públicos:

Capítulo I: Denominación, objeto, duración, ámbito y domicilio

 Artículo 1.- Denominación 
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 Artículo 2.- Objeto social 

 Artículo 3.- Domicilio 

 Artículo 4.- Ámbito territorial

 Artículo 5.- Duración

Capítulo II: De las personas socias 

 Artículo 6.- Personas socias trabajadoras

 Artículo 7.- Personas usuarias de los servicios

 Artículo 8.- Entidades privadas

 Artículo 9.- Entidades públicas

 Artículo 10. -Admisión y periodo de prueba de las personas socias trabajadoras. Estatuto 
de la persona socia trabajadora

 Artículo 11.- Persona socia inactiva

 Artículo 12.- Persona socia colaboradora

 Artículo 13.-  Persona inversora

 Artículo 14.- Derechos de las personas socias

 Artículo 15.- Obligaciones de las personas socias

 Artículo 16.- Causas y efectos de la baja voluntaria

 Artículo 17.- Causas y efectos de la baja obligatoria

 Artículo 18.- Régimen disciplinario 

 Artículo 19.- Exclusión de la persona socia

Capítulo III. Representación y gestión de la cooperativa

 Artículo 20.- Órganos sociales

 Artículo 21.- De la Asamblea General. Competencias

 Artículo 22. Convocatoria, constitución y funcionamiento de la Asamblea General

 Artículo 23.- Acta de la Asamblea General 

 Artículo 24.- Derecho de voto y representación en la Asamblea General

 Artículo 25.- Adopción e impugnación de acuerdos

 Artículo 26.- Del Consejo Rector. Naturaleza, composición y competencias

 Artículo 27.- Organización, funcionamiento y mandato del Consejo Rector 

 Artículo 28.- Presidente, Vicepresidente y Secretario

 Artículo 29.- Impugnación de acuerdos del Consejo Rector

 Artículo 30.- Incompatibilidades y prohibiciones para el ejercicio del cargo de consejero

Capítulo IV. Régimen económico de la cooperativa

 Artículo 31.- Capital social
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 Artículo 32.- Aportaciones obligatorias

 Artículo 33.- Remuneración de las aportaciones

 Artículo 34.- Aportaciones de nuevo ingreso

 Artículo 35.- Reembolso

 Artículo 36.- Transmisión de las aportaciones de los socios

 Artículo 37.- Ejercicio económico, aplicación de resultados positivos e imputación de 
pérdidas

 Artículo 38.- Fondo de reserva obligatorio y Fondo de formación y sostenibilidad

Capítulo V. Organización funcional interna

 Artículo 39.- Documentación social

 Artículo 39.- Reglamento de régimen interno

 Artículo 40.- La Dirección

 Artículo 41.- Secciones

Capítulo VI. Modificación de estatutos, fusión, escisión, transformación, disolución y liqui-
dación

 Artículo 42. Modificación de estatutos, fusión, escisión, transformación.

 Artículo 43.- Disolución y liquidación

Disposiciones finales

9.3. Definición del objeto social de la cooperativa en sus estatutos

El objeto social de la cooperativa no se puede definir de la forma más amplia posible si con 
esto se está queriendo decir establecer un objeto social abierto e impreciso. El objeto debe ser 
preciso.

Debe tenerse en cuenta a este respecto que la publificación del régimen jurídico de este 
tipo de cooperativas impide dejar abierto su objeto, puesto que aquí no juega sólo el Derecho 
privado, sino el administrativo, y muy especialmente los principios, de Derecho interno y de 
Derecho europeo, de la contratación pública.

Desde esta perspectiva, la plurifuncionalidad de la cooperativa de servicios públicos no es 
un problema. La cooperativa puede asumir varios servicios en su objeto social, ninguna nor-
ma lo impide, pero su campo de actividad tiene que estar bien definido.

No precisar bien el objeto de la cooperativa, sería tanto como introducir un régimen de mo-
dificaciones del contrato ilegal, ya que la cooperativa pasaría a realizar en el futuro actividades 
que no estaba claro que podía ejercer en el momento en que se constituyó y firmó el contrato, 
lo que alteraría los principios de publicidad y libre concurrencia (art. 1 TRLCSP).

El art. 106 del TRLCSP permite introducir modificaciones en el objeto del contrato, 
pero estas modificaciones han de establecerse en todo caso en los pliegos a los que se 
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dio publicidad en el momento de la convocatoria de la licitación, y han de definirse de 
forma precisa:

´/RV�FRQWUDWRV�GHO�VHFWRU�S~EOLFR�SRGUiQ�PRGLÀFDUVH�VLHPSUH�TXH�HQ�ORV�SOLHJRV�R�HQ�
el anuncio de licitación se haya advertido expresamente de esta posibilidad y se hayan 

detallado de forma clara, precisa e inequívoca las condiciones en que podrá hacerse 

XVR�GH�OD�PLVPD��DVt�FRPR�HO�DOFDQFH�\�OtPLWHV�GH�ODV�PRGLÀFDFLRQHV�TXH�SXHGHQ�DFRU-
darse con expresa indicación del porcentaje del precio del contrato al que como máximo 

SXHGDQ�DIHFWDU��\�HO�SURFHGLPLHQWR�TXH�KD\D�GH�VHJXLUVH�SDUD�HOOR�

$� HVWRV�HIHFWRV�� ORV� VXSXHVWRV�HQ�TXH�SRGUi�PRGLÀFDUVH�HO� FRQWUDWR�GHEHUiQ�GH-

ÀQLUVH�FRQ� WRWDO� FRQFUHFLyQ�SRU� UHIHUHQFLD�D�FLUFXQVWDQFLDV�FX\D�FRQFXUUHQFLD�SXHGD�
YHULÀFDUVH�GH�IRUPD�REMHWLYD�\�ODV�FRQGLFLRQHV�GH�OD�HYHQWXDO�PRGLÀFDFLyQ�GHEHUiQ�SUH-

FLVDUVH�FRQ�XQ�GHWDOOH�VXÀFLHQWH�SDUD�SHUPLWLU�D�ORV�OLFLWDGRUHV�VX�YDORUDFLyQ�D�HIHFWRV�
GH�IRUPXODU�VX�RIHUWD�\�VHU�WRPDGDV�HQ�FXHQWD�HQ�OR�TXH�VH�UHÀHUH�D�OD�H[LJHQFLD�GH�
condiciones de aptitud a los licitadores y valoración de las ofertas.”

Este precepto no es más que una plasmación a nivel interno de los criterios de la jurispru-
dencia del TJCE a los que ya nos referimos en apartados anteriores. Recuérdese la ya citada 
Sentencia del TJCE de 15 de octubre de 2009, así como la Comunicación interpretativa de la 
Comisión relativa a la aplicación del Derecho comunitario en materia de contratación pública 
y concesiones a la colaboración público-privada institucionalizada (CPPI) (2008/C 91/02). 

9.4. Derecho de voto

Es una característica propia de las sociedades cooperativas, que las diferencia de las socie-
dades de capital, que el derecho de voto del socio en la Asamblea General nunca se concede 
en consideración al capital aportado. El art. 31 LSCA establece que en las sociedades coope-
rativas de primer grado, cada persona socia común tendrá derecho a un voto, sin perjuicio de 
la opción prevista para las sociedades cooperativas de servicios en el artículo 102.1 LSCA, en 
donde se admite el voto plural. En este último caso, cada socio tendrá como mínimo un voto, 
y como máximo 7, en función de su participación en la actividad cooperativizada. 

En cuanto a la distribución del voto, hay que tener en cuenta los límites que la LSCA con-
templa en relación a la tipología de socio. Así, en relación al número total de votos, se esta-
blece que el conjunto de votos de los socios inactivos, en caso de estar prevista su admisión 
estatutariamente, no podrá superar el veinte por ciento del total de los votos sociales (art. 16.2 
LSCA). Respecto al socio colaborador, el art. 17 LSCA establece la misma limitación del veinte 
por ciento. Respecto a la persona inversora, si está prevista su existencia en los estatutos, pue-
den aportar hasta el 49% del capital social pero su conjunto de votos no podrá superar el vein-
ticinco por ciento de los votos presentes y representados en cada Asamblea (art. 25 LSCA). 
En total, la suma de los votos de las personas socias inactivas, colaboradoras e inversoras no 
podrá superar el cuarenta y nueve por ciento del total de los votos sociales (art. 31.3 LSCA).

En lo que respecta a la entidad pública promotora de una cooperativa de servicios públicos, 
ésta podrá alcanzar hasta el 49% de participación en el capital social (art. 54.3 LSCA). Respec-
to al derecho de voto en la Asamblea General, ni la Ley ni el reglamento contemplan ninguna 
disposición que se refiera directamente a esta cuestión. Si bien, el art. 101.4 RSCA dispone 
que será de aplicación a las sociedades cooperativas de servicios públicos el régimen previsto 
en el art. 106 LSCA y en el art. 99 RSCA para las sociedades cooperativas mixtas.
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En concreto, el art. 106.2 LSCA, para las sociedades cooperativas mixtas, se expresa del 
siguiente modo: 

´(Q� ORV�yUJDQRV�VRFLDOHV�GH�HVWDV�HQWLGDGHV�GHEHUi�H[LVWLU�XQD�UHSUHVHQWDFLyQ�GH�
FDGD�XQD�GH�ODV�DFWLYLGDGHV�FRRSHUDWLYL]DGDV�LQWHJUDGDV�HQ�OD�VRFLHGDG�\��HVWDWXWDULD-

mente, se podrán reservar la Presidencia y la Vicepresidencia a los socios y socias que 

desarrollen una determinada actividad”.

Por consiguiente, se puede establecer en los estatutos de la sociedad que la Presidencia y 
Vicepresidencia corresponda a la entidad pública.

Además, el art. 99 RSCA establece que en los estatutos sociales constarán los derechos y 
obligaciones, tanto políticos como económicos, correspondientes a las diferentes clases de per-
sonas socias, atendiendo a su cualidad y a la actividad que desarrollan en la empresa, debiendo 
ajustarse a unos criterios de relación equitativa y proporcional entre socios y socias que desarro-
llen cada una de las actividades. A la luz de este artículo, parece que sería admisible determinar 
estatutariamente el voto plural a favor de la entidad pública, siempre que ello permita respetar 
el ejercicio del derecho de voto de los distintos tipos de socios participantes en la cooperativa. 

Por último, hay que recordar que el art. 101.2 RSCA dispone que las entidades públicas 
promotoras de la cooperativa de servicios públicos conservarán el control en cuanto a las con-
diciones de prestación de los mismos, lo que tendrá su reflejo en las condiciones de licitación 
del servicio de que se trate. 

X. RÉGIMEN JURÍDICO DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO
Francisco Toscano Gil

Profesor Acreditado Titular de Derecho Administrativo
Universidad Pablo de Olavide

10. PREgUNTAS

1ª) ¿Cuál es el régimen jurídico de prestación del servicio?
2ª) ¿Cuál sería la duración del contrato con la cooperativa? 

RESPUESTAS

1ª) El régimen jurídico de prestación del servicio es el de ejecución del contrato de gestión 
de servicios públicos, conforme a lo establecido en los pliegos, en la ordenanza reguladora del 
servicio y en las disposiciones específicas del TRLCSP.

2ª) El contrato no tiene duración indefinida o vigencia continuada, sino que está sometido 
a la duración máxima establecida por el TRLCSP, que es de 25 años.

FUNDAMENTACIÓN JURíDICA

10.1. El régimen jurídico de prestación del servicio: ejecución del 
contrato

El régimen jurídico de prestación del servicio es el de ejecución del contrato de gestión de 
servicios públicos, conforme a lo establecido en los pliegos, en la ordenanza reguladora del 
servicio (art. 30 LAULA) y en las disposiciones específicas del TRLCSP.
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El servicio se presta en ejecución de un contrato de gestión de servicios públicos (art. 8.1 
TRLCSP), por lo que está sometido a las normas específicas que, sobre el mismo, establece el 
TRLCSP: artículos 279-289.

De entre estos preceptos destaca el art. 280 TRLCSP, que define las obligaciones generales 
a cuyo cumplimiento está sujeto el contratista durante la ejecución del contrato, y que son las 
siguientes:

´D��3UHVWDU�HO�VHUYLFLR�FRQ�OD�FRQWLQXLGDG�FRQYHQLGD�\�JDUDQWL]DU�D�ORV�SDUWLFXODUHV�HO�
derecho a utilizarlo en las condiciones que hayan sido establecidas y mediante el abono, 

en su caso, de la contraprestación económica comprendida en las tarifas aprobadas.

b) Cuidar del buen orden del servicio, pudiendo dictar las oportunas instrucciones, 

VLQ�SHUMXLFLR�GH�ORV�SRGHUHV�GH�SROLFtD�D�ORV�TXH�VH�UHÀHUH�HO�DUWtFXOR�DQWHULRU�
c) Indemnizar los daños que se causen a terceros como consecuencia de las opera-

ciones que requiera el desarrollo del servicio, excepto cuando el daño sea producido por 

causas imputables a la Administración.

d) Respetar el principio de no discriminación por razón de nacionalidad, respecto de 

ODV�HPSUHVDV�GH�(VWDGRV�PLHPEURV�GH�OD�&RPXQLGDG�(XURSHD�R�VLJQDWDULRV�GHO�$FXHUGR�
VREUH�&RQWUDWDFLyQ�3~EOLFD�GH�OD�2UJDQL]DFLyQ�0XQGLDO�GHO�&RPHUFLR��HQ�ORV�FRQWUDWRV�
GH�VXPLQLVWUR�FRQVHFXHQFLD�GHO�GH�JHVWLyQ�GH�VHUYLFLRV�S~EOLFRV�µ

10.2. La duración del contrato

No puede sostenerse la vigencia continuada del contrato, o, dicho de otra manera, su dura-
ción indefinida, puesto que ésta está expresamente prohibida por ley. El contrato será en todo 
caso un contrato temporal.

Así, el art. 278, rubricado “Duración”, establece la siguiente limitación legal:

´(O�FRQWUDWR�GH�JHVWLyQ�GH�VHUYLFLRV�S~EOLFRV�QR�SRGUi�WHQHU�FDUiFWHU�SHUSHWXR�R�LQGH-

ÀQLGR��ÀMiQGRVH�QHFHVDULDPHQWH�HQ�HO�SOLHJR�GH�FOiXVXODV�DGPLQLVWUDWLYDV�SDUWLFXODUHV�
VX�GXUDFLyQ�\� OD�GH�ODV�SUyUURJDV�GH�TXH�SXHGD�VHU�REMHWR��VLQ�TXH�SXHGD�H[FHGHU�HO�
SOD]R�WRWDO��LQFOXLGDV�ODV�SUyUURJDV��GH�ORV�VLJXLHQWHV�SHUtRGRV�

�«�
b) Veinticinco años en los contratos que comprendan la explotación de un servicio 

público no relacionado con la prestación de servicios sanitarios.”

Por tanto, según nuestro criterio, el contrato de gestión de servicios públicos que articula la 
prestación de los servicios titularidad del Ayuntamiento de Villamanrique de la Condesa por la 
Cooperativa de Servicios Públicos no podrá durar más de 25 años.

A este respecto, resulta de interés la siguiente consideración crítica formulada en el Libro 
verde de la Comisión, de 30 de abril de 2004, sobre la colaboración pública-privada y el De-
recho comunitario en materia de contratación pública y concesiones: 

“Se observa, asimismo, que la duración de vida de la entidad creada no suele coin-

cidir con la duración del contrato o de la concesión adjudicados, lo que parece incitar 

D�OD�UHFRQGXFFLyQ�GH�OD�PLVLyQ�TXH�VH�KD�FRQÀDGR�D�GLFKD�HQWLGDG�VLQ�TXH�VH�RUJDQLFH�
una verdadera convocatoria de concurso con ocasión de la renovación. A veces esto da 

OXJDU�D�TXH�ODV�PLVLRQHV�VH�DGMXGLTXHQ�GH�IDFWR�SRU�XQ�WLHPSR�LOLPLWDGR�µ��DSDUWDGR�����
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En definitiva, lo que se está diciendo en el Libro verde es que una sociedad de economía 
mixta, como nuestra cooperativa, que ejerciera sus funciones respecto de un determinado 
servicio público, por más tiempo del que éste se adjudicó, estaría incurriendo en una prórroga 
ilegal del contrato, lo que es tanto como una adjudicación de un nuevo contrato sin procedi-
miento administrativo, pura vía de hecho de la Administración.

XI. FINANCIACIÓN DE LA ACTIVIDAD DE LA COOPERATIVA POR 
OTRAS ENTIDADES PÚBLICAS

Francisco Toscano Gil
Profesor Acreditado Titular de Derecho Administrativo

Universidad Pablo de Olavide
Laura López de la Cruz

Profesora Acreditada Titular de Derecho Civil
Universidad Pablo de Olavide

11. PREgUNTAS

1ª) ¿Qué ocurre con las subvenciones que el Ayuntamiento percibe en la actuali-
dad para la prestación del servicio de ayuda a domicilio si éste pasa a gestionarse 
por la Sociedad Cooperativa de Servicios Públicos?
2ª) ¿Y en el caso de la escuela infantil?
3ª) ¿La Cooperativa de Servicios Públicos tiene que tramitar una declaración de 
interés público de cara a la solicitud de financiación?

RESPUESTAS

1ª) La normativa reguladora del servicio de ayuda a domicilio no impone ninguna limita-
ción al modo de gestión del correspondiente servicio. Esto impide que el que se gestione ahora 
mediante Cooperativa de Servicios Públicos afecte a su financiación, que tendrá que poder 
seguir recibiendo el Ayuntamiento aunque ahora gestione el servicio de forma indirecta.

2ª) En lo que hace a la financiación del servicio de escuela infantil que el Ayuntamiento 
recibe mediante convenio con la Consejería competente, ningún problema hay en que se haga 
un nuevo convenio, ahora con la cooperativa como prestadora del servicio.

3ª) No procede que una Sociedad Cooperativa de Servicios Públicos sea declarada como 
de interés o utilidad pública, porque tal declaración sólo está prevista para las asociaciones, y 
la cooperativa no es una asociación en sentido estricto.  No obstante, si cabe que la coopera-
tiva sea calificada de interés social, aunque éstas no tienen asignadas por el momento líneas 
específicas de subvención en Andalucía. 

FUNDAMENTACIÓN JURíDICA

11.1. Las subvenciones para la prestación del servicio de ayuda a 
domicilio

El art. 22 de la Orden de la Consejería para la Igualdad y el Bienestar Social de 15 de 
noviembre de 2007, por la que se regula el servicio de ayuda a domicilio en la Comunidad 
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Autónoma de Andalucía, regula la financiación de este servicio, estableciendo en su apartado 
1 lo siguiente:

´(Q�HO�VXSXHVWR�GH�SHUVRQDV�TXH�WHQJDQ�UHFRQRFLGD�OD�VLWXDFLyQ�GH�GHSHQGHQFLD�\�
se les haya prescrito el Servicio de Ayuda a Domicilio en la resolución aprobatoria del 

3URJUDPD�,QGLYLGXDO�GH�$WHQFLyQ��HO�VHUYLFLR�VH�ÀQDQFLDUi�FRQ�ODV�DSRUWDFLRQHV�GH�OD�$G-

ministración General del Estado y de la Comunidad Autónoma de Andalucía, de acuerdo 

FRQ�OR�HVWDEOHFLGR�HQ�OD�/H\����������GH����GH�GLFLHPEUH��DVt�FRPR�FRQ�OD�DSRUWDFLyQ�
de la persona destinataria del servicio.

3DUD�JDUDQWL]DU�OD�SUHVWDFLyQ�GHO�6HUYLFLR�GH�$\XGD�D�'RPLFLOLR�FRPR�SUHVWDFLyQ�GHO�
6LVWHPD�SDUD�OD�$XWRQRPtD�\�$WHQFLyQ�D�OD�'HSHQGHQFLD��OD�&RQVHMHUtD�SDUD�OD�,JXDOGDG�\�
Bienestar Social suscribirá convenios de colaboración con los Ayuntamientos de munici-

pios con población superior a veinte mil habitantes y las Diputaciones Provinciales, con-

forme al modelo previsto en el Anexo V de esta Orden, mediante los que las Corporacio-

QHV�/RFDOHV�VH�FRPSURPHWHQ�D�OD�SUHVWDFLyQ�GHO�VHUYLFLR��DVXPLHQGR�VX�ÀQDQFLDFLyQ�OD�
FLWDGD�&RQVHMHUtD��FRQ�FDUJR�D�OD�GLVSRQLELOLGDG�SUHVXSXHVWDULD�GH�FDGD�HMHUFLFLR���«�µ�

Como el Ayuntamiento de Villamanrique de la Condesa pertenece a un municipio con pobla-
ción inferior a veinte mil habitantes, el convenio para la financiación del servicio se suscribe en 
este caso con la Diputación Provincial de Sevilla, que es la que se compromete a la prestación 
del servicio. Pero en realidad ésta no presta el servicio, sino que lo que hace es distribuir los fon-
dos entre los distintos municipios mediante subvenciones, actuando de gobierno intermediario.

A falta de ver las bases de la convocatoria de estas subvenciones, nos parece bastante sig-
nificativo que la Orden reguladora de este servicio no ponga límites a la gestión directa o indi-
recta del mismo por las corporaciones locales (art. 15.1), como no podía ser de otra manera, 
habida cuenta del necesario respeto a la potestad de autoorganización de estas entidades (art. 
5.1 LAULA).

Es por ello que, concluimos, ningún problema debe haber, desde la perspectiva de su fi-
nanciación, en que el Ayuntamiento de Villamanrique de la Condesa preste ahora el servicio 
mediante una Cooperativa de Servicios Públicos.

Para terminar, queremos subrayar que en realidad esta articulación de la financiación de 
lo que entendemos es una competencia municipal propia no es acorde ni al Estatuto de Au-
tonomía para Andalucía de 2007 (art. 192.1), ni a la LAULA (art. 24.1). Si, como hemos 
defendido en las primeras páginas de este dictamen, se trata de una competencia propia, ello 
exige: a) que siendo el titular de la competencia el municipio la ejerza éste en todo caso, no 
la provincia, independientemente del número de habitantes, pues el art. 9.3 de la LAULA no 
distingue por tramos de población; b) que la competencia no se financie mediante convenio 
con la Consejería autonómica, fórmula de financiación que es más propia de una compe-
tencia delegada, y menos aún mediante subvención (financiación condicionada) otorgada 
por Diputación, sino atribuyendo directamente los fondos a todos los municipios andaluces, 
mediante la participación municipal en los tribunos de la Comunidad Autónoma (financiación 
incondicionada conforme a la Ley 6/2010, de 11 de junio, reguladora de la participación de 
las entidades locales en los tributos de la Comunidad Autónoma de Andalucía).  

11.2. La financiación del servicio de escuelas infantiles

Es en el Decreto 149/2009, del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de An-
dalucía, de 12 de mayo, por el que se regulan los centros que imparten el primer ciclo de la 
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educación infantil, donde se articula la financiación de las escuelas infantiles municipales. En 
su artículo 51 se regulan los convenios que la Consejería competente firma con las corpora-
ciones locales a estos efectos.

En el apartado 1 de este artículo 51 se establece lo siguiente:

“La Consejería competente en materia de educación podrá suscribir convenios para la 

ÀQDQFLDFLyQ�GH�ORV�SXHVWRV�HVFRODUHV�H[LVWHQWHV�HQ�FHQWURV�HGXFDWLYRV�TXH�LPSDUWDQ�H[-
clusivamente el primer ciclo de la educación infantil de los que sean titulares las Corpora-

ciones locales, otras Administraciones públicas y las entidades privadas. A tales efectos, 

los centros educativos recibirán de la Administración educativa las cantidades que dejen 

de abonar las familias sobre los precios de los servicios que disfruten, como consecuen-

FLD�GH�OD�JUDWXLGDG�\�GH�ODV�ERQLÀFDFLRQHV�D�TXH�KDFH�UHIHUHQFLD�HO�DUWtFXOR���µ�

De esta forma, ningún problema hay en que una Cooperativa de Servicios Públicos, como 
entidad privada, suscriba el convenio de financiación con la Consejería. A estos efectos, esti-
mamos que caben dos opciones: a) plantear la extinción del convenio vigente con el Ayunta-
miento y suscribir un nuevo convenio con la cooperativa; b) realizar una modificación subjeti-
va del convenio vigente, en la que la cooperativa sustituiría al Ayuntamiento. Deben valorarse 
las ventajas de esta segunda opción, que posiblemente evitaría retrasos en las transferencias 
de financiación en el periodo de tiempo que va entre que se extingue un convenio y se firma 
el siguiente.

En cualquier caso, la modificación del régimen jurídico del convenio, se siga la primera o 
la segunda opción, se regiría ahora por las nuevas normas establecidas en la ya vigente Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (arts. 47-53), que, publica-
da en BOE el 2 de octubre de 2015, acaba de entrar en vigor, tras el trascurso del plazo de 1 
año previsto en su Disposición final 18ª. Esta nueva regulación de los convenios establece un 
régimen legal mucho más completo y detallado que el que se contenía en la normativa prece-
dente, por lo debe ser tenido en cuenta. A su vez, hay que considerar la previsión recogida en 
el art. 48.7 de esta misma Ley, según la cual, “asimismo, cuando el convenio tenga por objeto 
la delegación de competencias en una entidad local, deberá cumplir con lo dispuesto en la 
LBRL”. Lo que, en la práctica, supone estar a la aplicación de los arts. 7.3 y 27 LBRL, como 
no podía ser de otra manera, conforme al orden de fuentes del Derecho aplicable.

Para finalizar, debemos destacar, por el interés que presenta, la previsión del art. 51.6 del 
Decreto 149/2009, según el cual:

´6H�SULRUL]DUi�OD�ÀQDQFLDFLyQ�GH�SXHVWRV�HVFRODUHV�HQ�ODV�]RQDV�GH�FRPSHQVDFLyQ�
educativa y en aquellas en las que exista una mayor demanda de este servicio. En todo 

caso, tendrán preferencia los centros de titularidad pública. Entre los centros privados, 

WHQGUiQ�SUHIHUHQFLD�DTXHOORV�TXH�HVWpQ�FRQVWLWXLGRV�HQ�UpJLPHQ�GH�FRRSHUDWLYD�X�RWUDV�
fórmulas de economía social”.

De este precepto se deriva una clara preferencia de la Comunidad Autónoma, que es la que 
decide delegar la competencia del servicio de escuelas infantiles en el Ayuntamiento, porque 
esta competencia se ejerza por centros de titularidad pública, a los que prioriza en su finan-
ciación. Ejerciéndose por centros privados, la Comunidad Autónoma expresa su preferencia 
por los constituidos en régimen de cooperativa, como es la Cooperativa de Servicios Públicos 
que quiere constituir el Ayuntamiento de Villamanrique de la Condesa. Evidentemente, esta 
opción política que expresa la Comunidad Autónoma mediante el citado Decreto es algo que 
debe hacerse valer en la firma del nuevo convenio de financiación.  
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11.3. La imposibilidad de declarar una cooperativa como de utilidad 
pública no impide su declaración como de interés social 

Se nos pregunta por el Ayuntamiento si la cooperativa de servicio público tiene que tramitar 
una declaración de interés público de cara a la solicitud de financiación. 

A este respecto, debe decirse que, aunque no se use la expresión “interés público”, es cierto 
que la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación establece 
un régimen especial para el fomento de determinadas asociaciones que denomina asociacio-
nes de “utilidad pública”. Éste se caracteriza principalmente por atribuir a la asociación que 
sea declarada de utilidad pública una serie de beneficios económicos y fiscales. Para acogerse 
a este régimen es necesario cumplir una serie de requisitos y pasar por un procedimiento, que 
culmina con la declaración de utilidad pública de la asociación. Estos requisitos, el procedi-
miento, y sus efectos están regulados en los artículos 31 a 36 de la Ley Orgánica.

Esta regulación se establece “sin perjuicio de la competencia de las Comunidades Autó-
nomas para la declaración de utilidad pública, a efectos de aplicar los beneficios establecidos 
en sus respectivos ordenamientos jurídicos, a las asociaciones que principalmente desarrollen 
sus funciones en su ámbito territorial” (art. 36 L.O. 1/2002). Así lo ha hecho la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, que en la Ley 4/2006, de 23 de junio, de Asociaciones de Andalucía 
(arts. 8.1.i y 28.e) regula la declaración de utilidad pública (arts. 8.1.i y 28.e).

El problema es que la aplicación de este régimen especial, que no deja de ser una medida 
pública de fomento, se predica únicamente en nuestra legislación respecto de las asociaciones, 
no siendo de aplicación a las cooperativas (art. 1 Ley 4/2006). Aunque la cooperativa es, sin 
duda, una fórmula asociativa, tiene características propias, especificidades, que le llevan a 
tener una regulación diferenciada, como es la LSCA. De esta forma, la regulación en Andalu-
cía de las asociaciones se lleva a cabo por la Ley 4/2006, de 23 de junio, de Asociaciones de 
Andalucía, y la de las cooperativas por la LSCA. Siendo cosa distinta se le aplican regímenes 
distintos, lo que excluye la aplicación de esta medida de fomento que no se ha previsto como 
tal para las cooperativas.

Un caso especial en nuestro ordenamiento lo constituye la Ley 4/1993, de 24 de junio, de 
Cooperativas de Euskadi, en la que se contempla expresamente que las cooperativas del País 
Vasco puedan ser declaradas de utilidad pública, con los correspondientes efectos (art. 137.2). 
Pero no es esto, desde luego, lo que prevé el legislador andaluz, ni en la LSCA ni en la Ley de 
Asociaciones.

No obstante, aunque, como decimos, la legislación andaluza de cooperativas no haya con-
templado un régimen de fomento de las mismas, con beneficios económicos y fiscales, como 
el que se prevé para las asociaciones, sí que ha previsto la figura de la cooperativa de interés 
social. Se trata de un régimen especial aplicable a las cooperativas de trabajo, regulado en el 
art. 94 LSCA. Este régimen se diseña en atención al objeto de la cooperativa, cuestión ésta 
que, por su conexión con algunas de las competencias que el Ayuntamiento quiere que ges-
tione la cooperativa de servicios públicos, debe destacarse aquí.

Así, el art. 94 LSCA en su apartado 1 establece que “son sociedades cooperativas de interés 
social aquellas que tienen como finalidad la promoción y plena integración sociolaboral de de-
terminados sectores de la ciudadanía”. Es decir, las cooperativas de interés social son aquéllas 
cuya prestación de servicios esté relacionada con la promoción de la autonomía personal y la 
atención a las personas en situación de dependencia, la protección de la infancia y la juventud, 
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la asistencia a personas mayores, así como cualquier colectivo con dificultades de integración 
o desarraigo (inmigrantes, discapacitados, refugiados, asilados, ex reclusos, personas con pro-
blemas de adicción, víctimas de violencia de género o de terrorismo, personas pertenecientes 
a minorías étnicas, etc.).

Sus estatutos sociales determinarán la existencia o no de ánimo de lucro en el artículo 
relativo al objeto social. Además, en la denominación de estas sociedades deberá aparecer 
obligatoriamente la expresión “interés social”.

A la luz de esta norma, parece que nada obsta a que la cooperativa de servicios públicos se 
constituya asimismo como cooperativa de interés social. 

No obstante, debe tenerse en cuenta que esta figura no ha sido desarrollada por la norma-
tiva andaluza más allá de lo que se ha expuesto en este informe. No se prevé en la misma un 
procedimiento para la declaración de interés social, al margen de la calificación de la coopera-
tiva como tal en la inscripción que deba practicarse en el Registro de Cooperativas Andaluzas 
(art. 117.2 RSCA). Tampoco se recogen en estas normas las consecuencias de esta califica-
ción, ni la existencia de beneficios económicos o fiscales vinculados a la misma, al modo de 
como ocurre con las asociaciones declaradas de utilidad pública.

Ni siquiera el Decreto-ley 8/2013, de 28 de mayo, de Medidas de Creación de Empleo y 
Fomento del Emprendimiento, aprobado por el Consejo de Gobierno andaluz, que establece 
distintas líneas de subvenciones para las cooperativas andaluzas (arts. 43 y ss), ha previsto una 
línea específica en atención a su consideración como cooperativa de interés social.
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